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RESUMEN  

La presente es una investigación histórica en torno al papel de la Fuerza Pública colombiana 

bajo el marco del conflicto armado entre los años 1990 y 2002, es decir, durante los tres 

periodos gubernamentales de Cesar Gaviria, Ernesto Samper y Andrés Pastrana, 

respectivamente. Por tal motivo, se analizan exhaustivamente las políticas, las estrategias, 

reformas y decisiones tomadas en torno a la Fuerza Pública desde el Estado para desarrollar 

un marco explicativo del periodo de tiempo en mención, el cual resulta bastante importante 

de analizar gracias a las fluctuaciones políticas, dinámicas de guerra y escenarios complejos 

que se hicieron muy palpables en esos años. Para el desarrollo de este análisis, en primer 

lugar, se revisaron fuentes primarias tales como prensa nacional e internacional 

correspondiente al periodo de tiempo de la investigación, así como se consultaron una serie 

de declaraciones dadas por testigos de primera mano en entrevistas y sentencias judiciales. 

En segundo lugar, se consultaron fuentes secundarias de sectores militares, guerrilleros, 

políticos, de opinión y por supuesto, académicos, los cuales permitieron realizar aclaraciones 

y contrastar la información consultada. 

Lo anterior permite concluir que, en principio, el Estado fue incapaz de desarrollar políticas 

de seguridad y defensa acordes a lo que el conflicto exigía en el terreno, encadenando así una 

serie de errores y/u omisiones estratégicas y políticas que facilitaron la transición de la guerra 

de guerrillas a la de movimientos. En ese sentido, solo una muy honda introspección a nivel 

político, estratégico y militar lograron cambiar la balanza de la guerra. 

PALABRAS CLAVES: Estado; Fuerza Pública; políticas de seguridad; reformas; conflicto 

armado. 
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ABSTRACT  

The present text is a historical investigation about the role of the Colombian Public Force 

under the armed conflict between the years 1990 and 2002, that is, during the three 

governmental periods of Cesar Gaviria, Ernesto Samper and Andrés Pastrana, respectively. 

For this reason, the policies, strategies, reforms and decisions taken around the Public Force 

from the State are thoroughly analyzed to develop an explanatory framework for the period 

of time in question, which is quite important to analyze thanks to political fluctuations, war 

dynamics and complex scenarios that became very palpable in those years. For the 

development of this analysis, in the first place, primary sources such as national and 

international press corresponding to the period of time of the investigation were reviewed, 

as well as a series of statements given by first-hand witnesses in interviews and judicial 

sentences. Secondly, secondary sources of military, guerrilla, political, opinion and, of 

course, academic sectors were consulted, which allowed clarification and contrasting of the 

information consulted. 

This allows us to conclude that, in principle, the State was unable to develop security and 

defense policies in accordance with what the conflict required on the ground, thus chaining 

a series of strategic and political errors and / or omissions that They facilitated the transition 

from guerrilla warfare to that of movements. In that sense, only a very deep introspection at 

the political, strategic and military level managed to change the balance of the war. 

KEYWORDS: State; Public force; security politics; reforms; armed conflict. 
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INTRODUCCIÓN  

“Combatirse a sí mismo es la guerra más difícil; vencerse a sí mismo es la victoria 

más bella”. Friedrich von Logau (1605-1655)  

Para inicios de los años noventa del siglo pasado, algunos grupos guerrilleros en Colombia 

tales como las FARC (que de ahí en adelante pasarían a autodenominarse Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo, o simplemente, FARC – EP) y, en menor 

medida, el Ejército de Liberación Nacional (ELN), inspirados en las formas de lucha y 

victorias conseguidas por sus homólogos en Nicaragua (el FMLN), Vietnam (Vietcong) o 

China (Mao Zedong mediante su Guerra Popular Prolongada), decidieron cambiar su 

estrategia de guerra de guerrillas para evolucionar hacia la guerra de movimientos, es decir, 

dejando de lado la clásica guerra de guerrillas que converge alrededor de la táctica hit-and-

run, es decir, atacar (generalmente, mediante golpes de mano o emboscadas) y huir 

rápidamente para evitar una confrontación directa con un ejército para pasar a una guerra que 

precisamente buscaba esto último hasta conseguir la victoria, obteniendo al mismo tiempo 

nuevos territorios bajo su poder y quedarse en éstos el máximo tiempo posible.  

Para el caso puntual de las FARC – EP, este paso se dio durante la VIII Conferencia, 

momento en el que se formula la “plataforma para un gobierno de reconstrucción y 

reconciliación nacional”, documento de diez puntos en donde se precisaba su modelo de 

Estado. Como resultado de lo acordado en dicha conferencia, los años noventa se convierten 

el periodo donde el Estado colombiano recibió los mayores reveces militares, especialmente 

a manos de las FARC – EP, así como de otros grupos guerrilleros como el ELN y el EPL. A 

lo anterior, hay que sumar la unión de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá, las 

del Magdalena Medio y las de los Llanos Orientales – herederas de grupos de autodefensa, 

ejércitos privados de narcotraficantes y ganaderos, etc. - como las Autodefensas Unidas de 

Colombia, las cuales, bajo un barniz ideológico anticomunista (Pizarro, 2018), hicieron 

presencia en vastas zonas de país no solo combatiendo a las guerrillas sino también 

perpetrando infracciones al DIH y al Derecho Internacional de los DD.HH contra la 

población civil tales como desplazamientos forzados, masacres, desapariciones forzadas, 

https://www.proverbia.net/autor/frases-de-friedrich-von-logau
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reclutamiento infantil etc., muchas veces con la permisividad y/u omisión de la Fuerza 

Pública. 

En este contexto, especialmente entre los años 1996 y 1999, es un periodo especialmente 

complejo para el Estado colombiano y las autoridades que responden por este, toda vez que 

un grupo cada vez más grande de factores de violencia desarrollados por esos grupos armados 

ilegales simplemente desbordaba la capacidad estatal de respuesta, llegando así a 

considerarse seriamente una amenaza no solo para el ya maltrecho orden público y la 

seguridad nacional sino también a la integridad del Estado en sí mismo. Tal fue el impacto 

para el Estado que incluso, desde el exterior, se empezaba a ubicar a Colombia dentro del 

marco de los failing states (Estados fallidos), como consecuencia de las acciones llevadas a 

cabo por los grupos armados ilegales tales como tomas a sangre y fuego de poblaciones, 

ataques a estaciones de Policía, copamiento de unidades militares, secuestros, masacres, 

desplazamiento forzado, reclutamiento infantil, entre otros.  

Entre las acciones guerrilleras más destacadas que forzaban a la comunidad internacional a 

considerar a Colombia como un Estado fallido se encuentran, además de los reveses militares 

ya mencionados, la primera toma guerrillera a una capital de departamento (Mitú, Vaupés), 

el descalabro militar generado a la punta de lanza del Gobierno de la lucha contra el 

narcotráfico (la toma de la base de Miraflores, Guaviare) o la mayor cantidad de bajas 

sufridas por el ejército desde la época de La Violencia (63 muertos y otras decenas de 

secuestrados en la emboscada de la quebrada El Billar, Caquetá). Éstas acciones, 

acompañadas de otro sinnúmero de acciones ofensivas en buena parte del territorio nacional 

junto a las aproximaciones cada vez más contundentes realizadas en las goteras de la capital 

del país, obligaron al Estado colombiano a tomar una serie de medidas, unas más acertadas 

que otras, para tratar de zanjar lo más efectivamente posible esta problemática que 

aumentaba como bola de nieve por todo el país. 

Así las cosas, ya en el año 2002 se convierte una fecha clave para el abordaje del conflicto 

armado: en primer lugar, porque ya estaba en plena operación el denominado Plan Colombia, 

el cual venía siendo empujado ampliamente por las reformas militares hechas durante los 
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últimos años previos al Plan. En segundo lugar, porque es el momento en el cual el Gobierno 

Nacional, en cabeza del saliente presidente Pastrana, puede mostrar un balance satisfactorio 

– como no había sucedido en ningún momento de la administración Samper – sobre las 

reformas hechas por su gobierno en el ámbito militar; tercero, porque permite al entrante 

gobierno del electo presidente Álvaro Uribe Vélez recibir unas fuerzas armadas con mejores 

capacidades defensivas y ofensivas, lo que le permitirá eventualmente implementar su plan 

de gobierno conocido como la “Seguridad Democrática”. Por estas razones, la presente 

investigación se centrará en el periodo comprendido entre 1990 y 2002, asumiéndolo como 

una época fundamental para la evolución del conflicto, el entendimiento de este por parte de 

los gobiernos y los grupos alzados en armas y por los precedentes dejados por cada una de 

las partes, los cuales influenciarán de forma fundamental en los sucesos que ocurrirán a partir 

de 2002 durante los gobiernos dobles de Álvaro Uribe y Juan Manuel Santos. 

A partir de esta periodización propuesta para la investigación, lo que busca analizar por 

medio de un recorrido histórico y analítico durante dicho periodo de doce años continuos es, 

por un lado, revisar todas las acciones, políticas y roles asumidas por cada gobierno de turno 

y su cúpula militar durante el conflicto armado. Una primera hipótesis al respecto es que los 

militares empezaron a experimentar una serie de fuertes reveces, a partir de 1996 con el 

ataque a la base militar de Las Delicias (Caquetá) y que llegaría a su punto culmen a la toma 

de Mitú (Vaupés), como consecuencia de la suma de varios factores que repercutieron en el 

desempeño de los miembros de la Fuerza Pública en terreno. Como siempre, las causas de la 

derrota de un bando suelen asociarse a factores internos (mal y/o poco entrenamiento, 

carencias de equipos, estrategias fallidas, baja moral combativa, etc.), como externos 

(políticas del nivel superior fallidas o sin vigencia, ordenes emitidas por altos mandos son 

sendos errores, etc.). En ese orden de ideas, se espera hallar que fallas en específico se 

cometieron por parte de la Fuerza Pública, así como las causas de las mismas. 

Una segunda hipótesis que se maneja en esta disertación es que, a partir de la situación 

adversa que se vislumbraba en terreno, se tomaron una serie de medidas radicales al corto y 

mediano plazo que le permitió a la Fuerza Pública retomar la iniciativa, de forma paulatina, 

a partir de 1998. Sin bien la entrada en escena del Plan Colombia fue determinante para la 
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adquisición de fondos, equipos y entrenamiento estadounidense, también es cierto que 

existieron, paralelamente, medidas tomadas internamente para ayudar a mejorar la situación 

de la Fuerza Pública respecto al balance operacional. En síntesis, las resoluciones de estas 

hipótesis están dirigidas a responder la siguiente pregunta principal, columna vertebral de 

esta investigación: ¿Cuál fue el rol y acciones desarrollados por la Fuerza Pública durante el 

conflicto armado entre 1990 y 2002?  

Ahora bien, el país actualmente atraviesa por uno de sus momentos más importantes al 

haberse desarrollando en Cuba un proceso de paz entre el Gobierno y las FARC – EP. Como 

bien se sabe, dentro de las delegaciones participaron miembros activos de las FF.MM. 

quienes manejaron el tema de DDR (desmovilización, desarme y reintegración) con sus pares 

de la guerrilla. Lo anterior se menciona para resaltar la importancia que tienen la Fuerza 

Pública, dada su participación en el conflicto armado durante el medio siglo que ha durado. 

A partir de lo anterior, el proceso de paz llevado ha abierto diversos campos de discusión en 

los cuales se ha hablado temas tales como el rol que cumplió la Fuerza Pública., las políticas 

de seguridad llevadas a cabo durante los gobiernos anteriores y el modo en el cual se debe 

manejar las responsabilidades del Estado y los restantes actores del conflicto. 

En ese sentido, trabajos de grado como el presente son importantes que se desarrollen por 

dos razones: por un lado, porque se convierten en pilares académicos los cuales pueden 

reforzar las iniciativas de esclarecimiento de conflicto, memoria histórica entre otros. Y 

segundo, porque contribuyen a la construcción del relato del conflicto armado en su fase más 

moderna a partir de una perspectiva histórica y, obviamente, de seguridad. 

Con respecto al primer motivo, es de conocimiento general que en Colombia ya iniciaron, tal 

y como ha sucedido en otros procesos de paz alrededor del mundo, las labores asignadas a la 

Comisiones de la Verdad, la cual que tendrá como objetivo otorgar responsabilidades morales 

e históricas, mas no legales, a quienes estuvieron involucrados en el conflicto. Este y otros 

organismos similares necesitarán todos los insumos posibles para poder ser desarrollados 

bajo la mayor imparcialidad posible como son la prensa, testimonios y, por supuesto, fuentes 

provenientes de la academia colombiana que manejen el tema. En ese sentido, trabajos que 
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puedan relatar contextos operacionales son fundamentales para que se pueda explicar el 

actuar de la Fuerza Pública en diversas acciones, tanto buenas como repudiables. 

A partir de lo anterior, es importante que se aborde la historia del conflicto armado desde una 

perspectiva alimentada por el campo de estudio de la Seguridad y Defensa. En efecto, 

trabajos académicos que aborden las perspectivas de seguridad presentes dentro del conflicto 

pueden complementar los trabajos con enfoques políticos, sociales y biográficos que existen 

hoy en día en la historiografía de conflicto y que serán abordados de forma más detallada en 

el balance historiográfico. De la forma como se ha manejado temas como las dos guerras 

mundiales, el conflicto armado puede ser trabajado; es decir, a través del relato de los grandes 

sucesos militares que han marcado pautas a nivel estratégico, social y político en Colombia. 

Finalmente, la realización de trabajos en la dirección que se propone ayuda a contemplar la 

importancia que tuvieron las acciones militares durante el conflicto armado, acciones sin las 

cuales no se pudieran haber empujado iniciativas políticas tales como procesos de paz o, por 

el contrario, propuestas gubernamentales de seguridad mucho más agresivas como la política 

de Seguridad Democrática 

Contexto: institucionalidad en caos y desbordamiento del orden público 

Desde luego, el presente trabajo al ser una investigación centrada en el recorrido histórico y 

análisis de las acciones y desempeño del Estado colombiano durante el conflicto en el periodo 

1990 - 2000, se enmarca contextualmente dentro del marco de seguridad nacional y orden 

público presentes en Colombia. A partir de lo anterior, el contexto principal de este trabajo 

se estructura en dos momentos: primero, a la evolución de todos los grupos armados ilegales 

principalmente como las FARC – EP, los cuales convierten las políticas de seguridad y 

estrategias militares en un asunto prioritario para el Estado. Segundo y en parte como 

consecuencia de loa anterior, en los vacíos y falencias del Estado, situación que fue percibida 

a nivel nacional e internacional como la “tormenta perfecta” para declarar a Colombia un 

failing state o, como se conoce en castellano, “Estado fallido”1. 

                                                             
1 Respecto a este concepto, existe más disenso que acuerdo sobre la pertinencia del mismo para definir a un 

Estado que se va desmoronando, poco a poco, por medio del colapso de sus instituciones, pérdida de control 
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En un primer momento está el mayor auge de la lucha entre el Estado, apoyado por EE. UU 

y los carteles del narcotráfico, especialmente el Cartel de Medellín. La última década del 

siglo XX fue escenario de dos procesos históricos importantes al respecto: primero, la 

radicalización de los actos cometidos por los carteles para evitar políticas de Estado como la 

extradición, siendo los de más alta recordación los carros bomba, el “plan pistola” contra 

policías y agentes de la DEA, atentados contra políticos abiertamente contradictores al 

fenómeno del narcotráfico, entre otros. Segundo, la muerte de Pablo Escobar por parte del 

“bloque de búsqueda” de la Policía Nacional y agentes de la DEA.  

 

Al respecto, Tom Cash, agente especial de la DEA en Miami relató en su momento que “es 

el fin de una era si usted mira la violencia producida por este hombre” (Eisner, 1993, párr. 

6). No obstante, si bien era el final de una era, era el inicio de otra definida por la evolución 

de grupos guerrilleros como las FARC y el surgimiento de grupos de autodefensas (algunos 

de estas secuelas de dicha guerra contra el narcotráfico) que posteriormente se agremiaron a 

manera de outsourcing en las AUC. 

 

Es así que, en un segundo momento, en el contexto nacional de la época se encuentra el papel 

desarrollado por las FARC – EP y su intento de transición hacia un grupo armado beligerante. 

A partir de la VII conferencia de las FARC-EP, realizada en mayo de 1982, este grupo 

armado ilegal inició un proceso de urbanización del conflicto con el objetivo estratégico de 

generar las condiciones militares y sociales para tomarse el poder representado con la toma 

de la ciudad de Bogotá. Es así, afirma la Revista Semana, que “las FARC - EP empezaron a 

entender que para hacerse sentir en un país que se ha vuelto en su mayoría urbano, había que 

trasladar la guerra del campo a la ciudad” (Revista Semana, 1996, párr. 10).   

                                                             
territorial, entre otros factores. Este concepto apareció, por primera vez, en la revista Foreign Policy en el 

artículo de Gerald Helman y Steven Ratner denominado Saving Failed States (Pizarro, 2018). No obstante, 

solo hasta 1995 dicho termino se popularizo gracias a la CIA, la cual apeló al mismo en la publicación de un 

documento oficial denominado State Failure Task Force Report (Pizarro, 2015). Recientemente, en 2009, 

Gabriel Mario Santos, miembro de la Cámara de Diputados de México, publicó un libro denominado Estados 

Fallidos: definiciones conceptuales en los que asume el término como el adjetivo indicado que define a los 

países frágiles que no son capaces de garantizar la seguridad ni la supervivencia de sus habitantes (Santos, 

2009) 
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De acuerdo con Verdadabierta (2012), fue en esta VII conferencia, desarrollada en la 

quebrada la Totuma, región del Guayabero en el departamento del Meta, en la que “se aprobó 

un ambicioso plan estratégico que bautizaron con el nombre de Campaña Bolivariana por la 

Nueva Colombia” (párr. 1-3). Según lo que inicialmente se estableció, el plan estratégico 

consistiría en ampliar la fuerza a 28.000 hombres y mujeres armados y la creación de 48 

nuevos frentes guerrilleros, agrupadas en ocho bloques, con el objetivo de consolidar su 

presencia armada en las principales ciudades del país.  

 

Es así que, para 1982, las FARC - EP proyectaron que el plan estratégico debía permitir la 

toma del poder en menos de diez años, primero con una gran ofensiva militar, luego 

tomándose el gobierno y, por último, defendiendo su revolución. Según menciona 

Verdadabierta (2012), “la movida que desencadenaría su triunfal toma del poder era entrar a 

la cordillera Oriental, declarar allí un gobierno provisional y desde ahí, atacar a Bogotá y 

tomarse el gobierno nacional” (párr. 6). La meta era acercar a Bogotá 16 000 hombres 

armados a través de la cordillera Oriental, una barrera natural que separa al resto del país de 

la Orinoquia y la Amazonia. En ese orden de ideas, la última década de los años noventa y 

especialmente desde 1996 es el periodo en el que la guerrilla cambia su estrategia de guerra 

irregular para iniciar una transición a la guerra de movimientos la cual se tradujo en tomas 

de bases militares, estaciones de policía y tomas de poblaciones, siendo la más notoria la 

toma de Mitú, capital de Vaupés en 1998, dos meses antes del inicio de los diálogos de paz 

en San Vicente del Caguán. 

 

En segundo lugar, se encuentra la actuación los grupos de autodefensa o comúnmente 

conocidos como grupos “paramilitares”, su expansión y agremiación bajo el nombre de las 

Autodefensas Unidas de Colombia. Históricamente hablando, los grupos de autodefensa  

se encuentran en la vieja práctica de las elites colombianas de utilizar la violencia 

para obtener y mantener sus propiedades y sus privilegios en connivencia con el 

Estado. Los antecedentes más cercanos se encuentran en los grupos que surgieron en 



 
 

15 
 

la violencia de los años cuarenta y cincuenta … (cuando) … Grupos privados, como 

los denominados Pájaros, operaron con el apoyo y la complicidad de las autoridades 

(García Peña, 2007, párr. 4-5).  

En ese sentido, era más que evidente que dicho grupo había mantenido una convivencia con 

miembros de la Fuerza Pública, políticos regionales e incluso, con grandes agencias e 

instituciones del Estado las cuales infiltró, tal y como sucedió con el extinto DAS. 

A partir de lo anterior, se debe tener en cuenta la dispersión de los ejércitos privados que 

estuvieron ligados al narcotráfico como también a algunos ganaderos desde finales de los 

años ochenta hasta inicios de los 90. Para Rodríguez (2009), “el grado de organización 

permite a los jefes paramilitares alcanzar cierta autonomía respecto a las organizaciones 

narcotraficantes tras el desmantelamiento del Cartel de Medellín y la muerte de Pablo 

Escobar en 1993” (p. 86). En ese orden de ideas, “en abril de 1997, las Autodefensas 

Campesinas de Córdoba y Urabá, las del Magdalena Medio y las de los Llanos Orientales se 

unieron para conformar las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) (Verdadabierta, 2008, 

párr. 2)”. En ese sentido, Cubiedes (citado por Verdadabierta, 2008) confirma que:  

estos grupos atomizados se reunieron bajo la bandera de las AUC, con el propósito de 

presentarse como una organización con un mando unificado, un plan nacional, una 

coordinación multirregional de las acciones y una agenda con pretensiones programáticas, 

todo con miras a lograr un espacio en la negociación con el Estado y un estatus que 

garantizara, a futuro, su reconocimiento como actor político (párr. 3). 

De este modo, al mismo tiempo que las AUC crecían como organización al margen de la ley, 

también crecieron los hechos de violencia y lesa humanidad atribuidos a dicho grupo, 

especialmente las masacres perpetradas en municipios a lo largo y ancho del país bajo el 

pretexto de buscar supuestos “colaboradores” de la guerrilla. Masacres realizadas en Segovia, 

El Tigre y El Salado son pruebas fehacientes del escalamiento de la violencia paramilitar.  

En tercer y último lugar, este trabajo se contextualiza bajo el marco del concepto Estado 

fallido con el cual Colombia fue definida desde muchos sectores.  A partir del famoso 

Proceso 8000, mediante el cual se investigó al ex Presidente Ernesto Samper por supuestas 
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infiltraciones de dineros del Cartel de Cali a su campaña presidencial, el clima de confianza 

hacia el Estado colombiano se enrareció a tal punto de que la credibilidad hacia él había 

bajado incluso a nivel internacional, especialmente de EE.UU. En ese sentido, “lo que 

comenzó en Washington con gestos de desaprobación se fue transformando en críticas 

ocasionales y después en ataques persistentes al ejecutivo en Colombia” (Tokatlian, 2008, 

párr. 74).  

Según el profesor Juan Gabriel Tokatlian, las sanciones económicas y descertificaciones 

dadas por EE. UU "debilitó profundamente al Estado colombiano, proyectó la crisis nacional 

más allá de las fronteras, afectó gravemente las instituciones, agudizó el conflicto armado y 

favoreció su internacionalización. En efecto,  

el aislamiento interno e internacional al que fue sometido el gobierno de Samper contribuyó 

al desbordamiento de las múltiples dimensiones de la crisis. Las instituciones políticas 

perdían la escasa credibilidad que aún disponían, mientras las guerrillas y los paramilitares 

aprovechaban la falta de legitimidad del gobierno y el debilitamiento del Estado para 

expandirse y fortalecerse aceleradamente (Tokatlian, 2008, párr. 74).  

Es así como la crisis institucional sumado a los problemas de seguridad nacional y orden 

público dan como resultado que voces dentro y fuera de Colombia consideren a la nación un 

Estado Fallido o, por lo menos, en proceso de serlo. 

En conclusión, el auge y final del Cartel de Medellín, los graves problemas de seguridad en 

muchos puntos del país causados por grupos guerrilleros y de paramilitares junto a la crisis 

institucional de finales de la década de los años noventa son los elementos que principalmente 

articulan el contexto que rodea esta investigación. 
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MARCO TEORICO  

La presente investigación se ciñe por sus características y sus actores principales más allá de 

la historia militar convencional que realiza un recorrido histórico por los sucesos 

desarrollados en la guerra, eso sí, sin dejarla de lado del todo. En ese sentido, la forma 

mediante la cual se quiere abordar esta parte del conflicto armado, por medio del análisis de 

roles del Estado y de las políticas y reformas ejecutadas por este, sugiere que el aparato 

teórico al que se deba ceñir esta investigación debe ser estrictamente en cumplimiento de la 

lectura de estas categorías.  

Así, se hará énfasis, en primer lugar, sobre una breve revisión del concepto de historia militar, 

concepto que reside aún en el interior de esta investigación. En segundo lugar, se abordará 

un par de teorías internacionales alrededor del desarrollo estatal, innovación tecnológica 

militar bajo el marco de reformas militares. Por último, se hará un breve repaso de las obras 

y teorías nacionales que más aportaron a la construcción de este aparato teórico. 

Historia Militar 

Ahora bien, hay que aclarar que no hay claridad ni un consenso sobre la definición de historia 

militar. En este ejercicio se adopta la definición más amplia de los historiadores Stephen 

Morillo y Michael Pavkovic (2006) en la que la historia militar es definida (…) como la 

historia de las guerras y la “guerra” (entendida particularmente como la realización de 

operaciones militares) en general. 

Pero los relatos de éstas, o incluso el análisis de los patrones de los principios de la guerra 

ilustrados por estas campañas y batallas, a veces llamado el “arte” o la “ciencia” de la guerra, 

pueden definirse de muchas maneras. En ese sentido, se puede tener en cuenta a Sun Tzu y 

su texto el arte de la guerra el cual denomina como “arte” ciertas lecciones aprendidas para 

este tipo de contextos. 

El historiador puede mirar una guerra en términos de cómo se ajusta a los objetivos políticos 

más grandes de un líder nacional, o en cuanto a las estrategias de los líderes que se ajustan a 

sus objetivos más grandes, o cómo y qué tan bien esas estrategias fueron ejecutadas, o de 
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cuales fueron los resultados de la guerra. Es decir, historias de guerras particulares y de la 

guerra forman parte de los temas más extensos de la historia militar en todas sus 

manifestaciones y efectos complejos. 

A partir de lo anterior, para este proyecto se puede tener en cuenta los aportes de David 

Galula. Al respecto, Galula, en su obra La lucha contra la insurrección, afirma que además 

de representar las guerras revolucionarias casos excepcionales, la mayor parte de las reglas 

y normas aplicables a un campo no pueden serlo al otro. Aunque el conflicto armado 

colombiano se trata de una misma guerra, surge la asimetría entre los dos oponentes y eso 

hace que las teorías que se aplican en uno no puedan aplicarse en el otro. Intentar hacerlo -

nos dice Galula- sería, como pretender "que una persona de estatura normal se pudiera meter 

dentro del vestido de un enano."  

De ahí que las estrategias, las tácticas y los procedimientos propios de la guerra convencional, 

así como las doctrinas y principios de su conducción, tienen que ser distintos y, por 

consiguiente, la guerra irregular debe tener sus propias leyes y principios acordes con su 

naturaleza sui géneris, que la hacen distinta de las demás.  

Reformas, transformaciones y políticas militares 

Por un lado, uno de los autores que abordan el tema de las modernizaciones militares es Barry 

Buzan, profesor de estudios internacionales de la Universidad de Westminster, quien por 

medio de su obra Introducción a los estudios estratégicos: tecnología militar y relaciones 

internacionales (1997), desarrolla la relación existente entre los conceptos de “tecnología 

militar” y “estrategia”. En principio, la relación que él estudia en su obra puede parecer obvia, 

en donde se puede pensar por lógica que, a un mayor desarrollo y acceso de la tecnología 

más avanzada para la guerra, esta puede librarse de mucha mejor manera.  

Por cierto, este concepto de superioridad tecnológica fue el usado por los EE.UU. y sus 

aliados en la I Guerra del Golfo para derrotar al ejército iraquí, el cual en ese momento era 

el 4° ejército más poderoso a nivel mundial y que era conocido por el uso de armas bio-

químicas, así como por su cuerpo de élite denominado “Guardia Republicana”. No obstante, 
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Buzan argumenta en su obra que, en la antigüedad y hasta la Revolución Francesa, los 

avances tecnológicos avanzaban muy precariamente, por lo que su influencia en el campo de 

batalla no era absolutamente decisiva, o por lo menos, podía quedar rezagada por la forma 

en la cual era llevada la estrategia, la cantidad de hombres, la forma de terreno, entre otros. 

A partir de allí y gracias a la Revolución Industrial, los cambios tecnológicos iniciaron a 

ganar peso sobre los resultados de la batalla, tanto así que, en las dos guerras mundiales, 

especialmente en la II Guerra Mundial, es la tecnología la que muchas veces dirige la pauta 

para el desarrollo de la estrategia. En este punto, Buzan refiere a la bomba atómica como un 

punto de inflexión en esa relación ya que causa que el estamento militar ya no verá tan clara 

los parámetros que define una victoria si se tiene en cuenta que, en una guerra moderna, el 

aniquilamiento total puede ser un factor contraproducente. Por ende, para Buzan, los 

estamentos militares ya no tienen como fin el desarrollo del arte de la guerra sino, 

precisamente, evitarlas. 

Por otro lado, William H. McNeill, profesor emérito de Historia de la Universidad de 

Chicago, aborda en su libro La búsqueda del poder: tecnología, Fuerzas Armadas y sociedad 

desde el 1000 D.C. (1987), analiza la relación entre comercio, multiplicación de la 

producción, exportaciones, innovación militar y supremacía en el campo de batalla. El mero 

hecho de relacionar estas categorías es simplemente complejo y, su lectura por parte del 

espectador lo es más. A pesar de ello, el autor logra resolver este complejo entramado y logra 

evidenciarlo mediante el análisis del mismo dentro de las sociedades orientales y 

occidentales.  

En ambas sociedades, guardando las proporciones y los matices entre cada una, McNeill 

sustenta la tesis de que las sociedades y países más activos comercialmente hablando, así 

como los que mejor gestionaron el desarrollo de ciertas tecnologías que incidieron en una 

mayor extracción de recursos -tal como el desarrollo de la metalurgia-, lograron desarrollar 

mejores modernizaciones militares, especialmente entre su arsenal de artillería, dispositivos 

de mediano alcance y de arquitectura naval. Éstas innovaciones, tal como lo rescata McNeill 

– aunque siendo una conclusión un poco obvia a partir de los sucesos visto en distintas 
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locaciones a nivel mundial – forzó a que muchas sociedades y países revisaran la manera en 

la cual podían liderar o sostener una guerra.  

En ese sentido, y en una clara coincidencia con Buzan, la Revolución Industrial aceleró el 

desarrollo de innovaciones militares puesto que ya no solo se contaba con mejoras en las 

extracciones de recursos sino también en los modos de transportarlos y comercializarlos a 

nivel mundial. Por este motivo, grandes imperios coloniales europeos, gracias al uso de 

medios de transporte tales como el ferrocarril o los barcos a vapor, lograron transportar con 

mayor velocidad grupos relativamente pequeños de hombres dotados y equipados con 

armamento de última tecnología que podían vencer, en terreno, a bandos contrarios 

superiores en número, pero con carencias tecnológicas. 

Ahora bien, teniendo en cuenta la condición sui generis del conflicto armado colombiano, el 

siguiente grupo de teorías a analizar son el resultado de una serie de obras desarrolladas por 

investigadores colombianos, no solamente historiadores sino también politólogos, 

internacionalistas y sociólogos, los cuales han contribuido en gran manera a la comprensión 

de esta temática que ha ganado, en los últimos años, un gran interés dentro del campo de 

investigación. Lo anterior ha motivado que, desde la disciplina histórica, se haya iniciado a 

contribuir con excepcionales trabajos de investigación en maestría y doctorado al campo de 

estudio del papel jugado por el Estado y las reformas hechas por este. 

Aproximaciones al análisis de la guerra y sus actores en Colombia desde la 

multidisciplinariedad  

En Colombia, el estudio de las estrategias, reformas y políticas en torno a la Fuerza Pública 

y sus aristas ha sido desarrollado por politólogos, violentólogos y algunos historiadores; es 

decir, existe una predominancia desde la Ciencia Política en este campo de estudio. 

En primer lugar, el economista e historiador Cesar Torres del Río, por medio de su obra 

Fuerzas Armadas y Seguridad Nacional (2000) aborda los estudios que vinculan las 

relaciones internacionales de Colombia con los asuntos de seguridad nacional continental. 

Así, el libro presenta una investigación histórica del tema mediante el estudio del papel 
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desarrollado por las Fuerzas Armadas en la política colombiana. Si bien los hechos 

estudiados corresponden al periodo entre los inicios de la década de los años 50 y los albores 

de los años 80, Torres del Río establece la periodización de su estudio dividiendo su 

jurisdicción en cada periodo de gobierno presidencial. Este método permite contrastar de 

mejor forma las coyunturas políticas sucedidas bajo cada gobierno, dejando entrever las 

continuidades y rupturas propias de cada gobierno civil, las cuales pueden inferir 

negativamente sobre las continuidades doctrinales y operacionales de los militares.. 

De esta forma, Torres del Río describe como los altos mandos militares, especialmente el 

grupo “tradicionalista” que iría eventualmente en contra de las ideas reformistas y, si se 

quiere, progresistas de militares veteranos de la Guerra de Corea - como Álvaro Valencia 

Tovar y Alberto Ruiz Novoa – internalizaron para sí los lineamientos dados por la Doctrina 

de Seguridad Nacional, la cual fue advertida con mayor ahínco en el manejo político y militar 

del orden público y en la lucha contra los grupos guerrilleros. En efecto, parte de esta doctrina 

fue impartida y alimentada desde las aulas de centros de enseñanza militares, especialmente 

desde la Escuela Superior de Guerra, en Bogotá, la cual no fue suficiente para que los 

militares pudieran plantear una postura diferente a la insubordinación al poder civil y al 

Estado, muy a pesar de las constantes diferencias que pudieran albergar con gobiernos tales 

como el de Belisario Betancourt. 

Ahora bien, Torres del Río advierte sobre el hecho que él mismo tendría que esperar algunos 

años para continuar con su investigación para una época posterior a 1980 dadas las 

restricciones en materia de confidencialidad que poseen los documentos emanados por 

entidades oficiales. Este particular escollo es sopesado por el sociólogo Francisco Leal 

Buitrago en su obra La Inseguridad de la Seguridad Colombia 1958 – 2005 (2006), la cual 

retoma el interés de Torres del Río sobre la Doctrina de Seguridad Nacional. Ahora bien, 

para Leal Buitrago, la Doctrina de Seguridad Nacional sobrevive no solamente a la Guerra 

Fría sino también a la sucesión de gobierno tras gobierno en Colombia que, si bien fueron en 

su mayoría absolutamente civiles, integraron a sus equipos de trabajo cúpulas militares que 

siguieron manejando las riendas de la seguridad y del orden público bajo los lineamientos de 

la Doctrina. Por tal motivo, el autor realiza un recorrido histórico por los distintos modelos 



 
 

22 
 

de seguridad gubernamentales – es decir, retoma la idea de periodizar su investigación por 

gobiernos de turno – desde los años cincuenta hasta el final del primer periodo de Álvaro 

Uribe Vélez, analizando dentro de este periodo de tiempo, entre otros elementos, el Frente 

Nacional, el Plan Lazo, la figura constitucional de Estado de sitio, la entonces recién creada 

Ley de Orden Público que le da herramientas al Estado para negociar con grupos armados 

ilegales y, por supuesto, el Plan Colombia, ésta última bajo una lupa de injerencia externa 

indebida. . 

Para el autor es claro que la implementación de la Doctrina de Seguridad Nacional residió 

ideológicamente y esquemáticamente hablando dentro de las doctrinas militares hasta finales 

de los años ochenta, hecho que fue mermando la capacidad de formular nuevas tácticas y 

estrategias tanto en lo militar y en lo civil para contrarrestar a unas guerrillas y grupos de 

paramilitares que se fueron acomodando y de paso, aprovechando dichas debilidades. Por tal 

motivo, explica el autor, Colombia fue testigo del aumento de las hostilidades de ambos 

bandos ilegales, llevando al país a una serie de duros reveses militares para lo cual el 

Gobierno y la cúpula militar, salvo algunas excepciones esporádicas y tenues, perdía cada 

vez más capacidad de responder ante ellas. 

Desde luego, el análisis hecho por Torres del Río y Leal Buitrago se ha centrado en el estudio 

de la Doctrina de Seguridad Nacional y en la influencia de éste y actores externos, lo que no 

significa que no pueda haber investigaciones en torno a campos de estudio diferentes a los 

relacionados con la inferencia de la doctrina en la estrategia militar. 

A propósito, finalizando 1998, María Victoria Llorente y Malcom Deas recopilaron una serie 

de ensayos redactados a partir de un seminario organizado por la Universidad de los Andes 

en donde se discutió, entre otros temas, el rol de los militares vigente en la época, así como 

una serie de miradas hacia los grupos alzados en armas, los cuales se encontraban en pleno 

apogeo. Como resultado, nació la compilación denominada Reconocer la guerra para 

construir la paz, el cual recoge varios análisis interesantes frente al convulsionado escenario 

de finales de los años 90. En el libro, se hace clara alusión a la expansión guerrillera (ya fuera 

por medio de la multiplicación de frentes y la intentona de guerra de movimientos en el lado 
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de las FARC-EP o por medio del clientelismo armado por parte del ELN) y a la incapacidad 

estatal de responder a tales iniciativas por culpa de un corto circuito entre los civiles y los 

militares. 

 

Es en ese punto en el cual se desarrolla buena parte de las investigaciones de Eduardo Pizarro 

Leongómez, sociólogo y profesor retirado del Instituto de Estudios Políticos y Relaciones 

Internacionales de la Universidad Nacional de Colombia, entre otros cargos académicos y 

diplomáticos. Para la presente investigación, nos centraremos en dos de sus obras en las que 

realiza en momentos muy alejados entre sí – siendo esto muy útil para el debate – un balance 

del conflicto armado tal cual como se estaba desarrollando en el momento de cada 

publicación.  

En primer lugar, se tiene a la mano el libro Una Democracia Asediada: Balance y 

Perspectivas del Conflicto Armado en Colombia (2004), que como su nombre lo indica, es 

un balance muy integral sobre la evolución del conflicto, así como también un análisis del 

concepto de terrorismo – muy en boca de todos por entonces – entre otros aspectos. Lo 

interesante de la obra del profesor Pizarro es que se esfuerza por definir y dibujar el tipo de 

conflicto armado que se desarrolla en el país por medio del análisis de las circunstancias que 

lo trasnversalizan – contrastándolo con las clásicas definiciones de guerra civil, guerra 

ambigua, guerra contra la sociedad o guerra contra el terrorismo, en donde ninguno de estos 

conceptos es lo suficientemente evidenciado en Colombia como para que enmarque el 

conflicto -, así como también de la trayectoria y perspectivas a mediano y largo plazo de ese 

entonces de las guerrillas y los grupos paramilitares.  

En adición a ello, Pizarro resalta varias de las actuaciones desarrolladas por el Estado 

colombiano que permitieron, de una u otra manera, el desarrollo del conflicto sui generis 

durante la década de los años noventa, incluyendo la implementación del Plan Colombia bajo 

el marco de una estrategia anti-narcóticos que paulatinamente fue absorbiendo un barniz 

contrainsurgente.  
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Todo lo anterior le permite al autor concluir, muy adelantado a su tiempo, que el Estado 

colombiano y los grupos armados ilegales a los que él combatía habían entrado a un punto 

donde todos los bandos eran perdedores: por un lado, el Estado colombiano no había sido 

capaz de llevar a la guerrilla a una derrota total; por su parte, la guerrilla se encontraba más 

lejos de su objetivo de la toma del poder y, en otra orilla, los paramilitares – que no habían 

podido ser tampoco contenidos militarmente por el Gobierno, tampoco habían cumplido con 

el objetivo de arrinconar totalmente a la guerrilla, además de estar sufriendo graves fracturas 

internas. Por este motivo, Pizarro ya vislumbraba un proceso de paz como la única salida al 

conflicto armado según la manera como este se venía desarrollando. 

Ya en 2006, parte de las mencionadas tesis del profesor Pizarro se amoldarían junto a las 

investigaciones de varios docentes del IEPRI y otros investigadores, bajo la coordinación de 

Francisco Gutiérrez Sanín, Gonzalo Sánchez y María Emma Wills, para dar como resultado 

una de las investigaciones que marcaron un punto muy alto en el campo del análisis de la 

guerra en Colombia: Nuestra Guerra sin Nombre. Básicamente, esta compilación busca 

responder 3 preguntas básicas: ¿qué tipo de guerra se ha estado librando en Colombia? ¿cómo 

evolucionó el conflicto durante la década de los años 90? y ¿Qué coyunturas económicas, 

políticas y criminales rodean esta evolución?  

De esta forma, el libro analiza la Trinidad Hobbesiana, tal como los denomina el coronel 

Joseph Nuñez (2001), la cual la integran las guerrillas de las FARC-EP y del ELN, así como 

los grupos de autodefensas. En esta medida, Pizarro y Mario Aguilera analizan, 

respectivamente, a cada uno de los grupos guerrilleros bajo una serie de miradas particulares 

interesantes a la hora de enfocar una de las aristas de esta disertación. En primer lugar, Pizarro 

inicia afirmando como los factores de tiempo y espacio, que en su momento le significaron 

al grupo subversivo una enorme ventaja frente a la Fuerza Pública, terminan volviéndose un 

enorme lastre cuando su adversario estatal asume una serie de reformas que le permite, en 

últimas, estar siempre un paso delante de la estrategia subversiva. En este punto, Pizarro, 

basado en las estimaciones hechas desde el Ministerio de Defensa (Levi, 2004, citado por 

Pizarro, 2006, p. 114) identifica varios puntos de inflexión que determinan avances y 

retrocesos muy pronunciados en tan poco tiempo, explicados solo a partir del fortalecimiento 
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de la Fuerza Pública a partir de 1998, cuyo proceso tomaría un nuevo ímpetu en 2002 en el 

inicio del primer periodo presidencial de Álvaro Uribe. 

Por su parte, Mario Aguilera Peña asume el análisis del ELN desde una mirada a la evolución 

de la Guerra Popular Prolongada de la organización, así como el trabajo político de carácter 

cristiano-marxista desarrollado, principalmente, en las regiones que conforman su 

retaguardia histórica (Santanderes, Arauca y Chocó, principalmente). En ese orden de ideas, 

Aguilera (2006) no duda en afirmar que, si bien existió un fortalecimiento militar de dicha 

guerra a finales de los años 80 y principio de los años 90, no fue tan grande como se llegó a 

pensar. Lo anterior se dio, según el autor, porque el ELN privilegió el trabajo político en las 

regiones sobre las tareas militares, así como por la debilidad que poseía el ala militar frente 

al ala política de la organización (situación más bien pareja en las FARC-EP). Desde el punto 

estratégico-militar, Aguilera menciona que el ELN consideraba vital la existencia de un 

amplio apoyo popular desde las ciudades capitales para dar paso a la toma del poder por parte 

del grupo armado; sin embargo, la ausencia de dicho apoyo hizo que la comandancia de dicha 

guerrilla optara por no dar inicio a la conversión a un ejército regular (ejercicio que si 

intentaría las FARC-EP).  

De allí se desprende un punto muy importante sobre la consideración del peso estratégico de 

ambas guerrillas durante el conflicto en los años que contempla la presente disertación. Si 

bien el Ministerio de Defensa reconoció que, en 1998, el ELN “contaba con 3.500 hombres 

y unas cuadrillas, y en el 2000, con 4.500 hombres distribuidos en 42 cuadrillas (ELN, 1998 

citado por Aguilera, 2006, P. 136), la capacidad militar de la organización presentaba un 

claro decaimiento y estancamiento (Aguilera, 2006), sobresaliendo solamente en la 

realización de sabotajes a la infraestructura pública en sus zonas de retaguardia. Es decir, 

comparado con el pie de fuerza de la Fuerza Pública, estimada en un total de 154.878 

uniformados (El Tiempo, 2008) y aún con el pie de fuerza de las FARC-EP en el punto de 

mayor apogeo, el cual era alrededor de los 20.000 miembros (El Tiempo, 2012), el ELN no 

tenía forma de ejercer peso estratégico dentro de los cálculos militares de la manera como 

ejerció las FARC-EP. Allí, el ELN sobresalió por realizar acciones mucho más localizadas, 
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sabotajes y/o ataques mediáticos tales como el secuestro en la Iglesia la María, en Cali, o el 

secuestro en pleno vuelo del avión Fokker 9363 de Avianca. 

Estas consideraciones teóricas permiten afirmar, sin caer en exageración o menosprecio 

alguno, que solo las FARC-EP ejercieron un peso estratégico de la magnitud necesaria para 

inquietar a la Fuerza Pública durante los años en mención, por lo que este grupo poseerá el 

mayor protagonismo dentro de los análisis desarrollados en esta disertación. En efecto, en 

una posición similar se encuentra el historiador Carlos Medina con su texto Ejército de 

Liberación Nacional: notas para una historia de las ideas políticas (1958-2007), quien 

sostiene que la organización, a partir de 1996, entró en una etapa de búsquedas y 

reorganizaciones, en donde definió en sus prioridades un proyecto para reafirmar las bases 

populares y su estandarte político (2007), permitiendo inferir que el proyecto militar pasaba 

a un segundo plano. 

Ahora bien, volviendo a la compilación de Nuestra Guerra sin Nombre y en cuanto al estudio 

de los roles desarrollados por los militares, artículos como el de Camilo Echandía y de 

Eduardo Pizarro no dudan en delegar responsabilidades a la institución castrense por no saber 

calcular el despliegue estratégico desarrollado por las FARC-EP y por subestimar, en muchos 

aspectos, a la guerrilla. Como apéndice, estos autores afirman que solo las innovaciones 

tecnológicas, así como el incremento del pie de fuerza y una mejor distribución de la misma 

en el área de operaciones, permitieron mover a favor de la Fuerza Pública el balance del 

conflicto armado para el año 2000 en adelante. 

En 2010, el profesor e investigador Alejo Vargas Velásquez, publicó una nueva edición del 

denominado Las Fuerzas Armadas y el postconflicto: antecedentes y perspectivas, cuya 

primera edición fue sacada en 2002 en el cual rescata parte de los análisis hechos por los 

anteriores autores, reafirmando que hacia 1998, las fuerzas armadas se reformaron para poder 

hacerle frente a una iniciativa subversiva que, a juicio de él, aún estaba muy lejos de ser una 

guerra de movimientos. Así mismo, y en señal de respuesta hacia la inquietud sobre cómo se 

debía evacuar, finalmente, el conflicto, el autor señala que los militares deben ser activos 

miembros de una eventual mesa de negociación, ya que considera a la salida negociada como 
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la más viable, toda vez que ninguno de los dos bandos es capaz de hacerse un daño semejante 

como para obligarlo a rendirse incondicionalmente (apelando a ejemplos internacionales 

como el de los Tigres Tamiles, en Filipinas). 

Tiempo después, Pizarro retoma el hilo de Adriana que dejó plasmado en su primer libro para 

poder retomar, a partir de allí, un análisis sobre como el Estado colombiano mediante una 

evaluación constante de su contraparte guerrillera - y en clara determinación de adelantarse 

a los hechos y prever cualquier adaptación de los grupos alzados en armas a los nuevos 

cambios – logró el objetivo de llevar a feliz término negociaciones adelantadas con la 

guerrilla de las FARC – EP en 2016. En esta oportunidad, su nuevo libro De la Guerra a la 

Paz: las Fuerzas Militares entre 1996 y 2018 (2018) toma como base el final de las 

negociaciones de La Habana para desarrollar varias líneas de análisis muy pertinentes para 

entender el desarrollo de conflictos armados modernos: en primer lugar, el autor parte, como 

se mencionó anteriormente, que las Fuerzas Militares adoptaron una serie de medidas 

tendientes a adelantarse un paso a las múltiples adaptaciones hechas por la ahora extinta 

guerrilla de las FARC – EP con el objetivo de cerrar el margen de maniobra a seguir por los 

alzados en armas. Lo anterior se dio gracias a que, según el autor, el Estado colombiano 

entendió que era un objetivo aún muy remoto en tiempo y recursos lograr la derrota total de 

la guerrilla por más que hubiese existido una superioridad estratégica vigente desde hacía 

muchos años. 

Para llegar a esta conclusión, el autor realiza un exhaustivo análisis sobre el tipo de guerras 

conocidas como “guerras de 5° generación” o “guerras híbridas” a nivel internacional, las 

cuales se desmarcan del tipo de guerra regular peleadas hasta mitad de siglo XX para ser un 

tipo de guerras en donde inclusive, el término de victoria y los indicadores para identificar si 

se estaba cerca de ella o no cambian completamente al ser ahora factores mucho más 

ambiguos. Con estos contrastes, el autor tiene una idea más clara sobre el tipo de guerra 

librada entre el Estado y las guerrillas de las FARC – EP, el ELN – aunque en menor medida 

– y también sobre la guerra vigente contra las disidencias y los grupos residuales de la 

desmovilización de las AUC. De esta forma, resalta también que el Estado colombiano, luego 

de muchos años, volvió a fundir las políticas de defensa del gabinete civil con los planes 
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militares del alto mando militar, restableciendo así un corto circuito institucional que cegó 

durante años al Estado para la toma de mejores decisiones durante los años más crudos del 

conflicto. Para finalizar, Pizarro advierte que, de todas formas, la paz definitiva solo se 

conseguirá por medio de la “paz positiva”, es decir, que el silencio de las armas esté 

acompañado de una intervención estatal para zanjar todos los factores generadores de 

violencia que aún persisten en el país. 

En un nuevo apartado, los militares, además de ser los funcionarios que conducen las 

operaciones militares sobre las cuales muchos investigadores han basado sus estudios, se han 

convertido ocasionalmente en investigadores de las operaciones en las que muchas veces han 

actuado. Sin embargo, buena parte de la historiografía desarrollada por militares en años 

anteriores – dejando en punto y aparte obras trascendentales como Mis Adversarios 

Guerrilleros del general Álvaro Valencia Tovar – se ha desarrollado a partir de la visión del 

conflicto armado mediante una perspectiva netamente militar e influenciada a partir de sus 

experiencias como combatientes y comandantes de unidades que enfrentaron a grupos al 

margen de la ley.  

En este grupo de obras, vale destacar el libro Esquilando al lobo, la dimensión desconocida 

del conflicto colombiano (2002) del Cuerpo de generales y almirantes retirados). Esta obra, 

realizada por un grupo de generales y almirantes retirados de las FF.MM, tiene por objetivo 

mostrar las diferentes formas de lucha de los grupos al margen de la ley, en especial de las 

guerrillas, como muestra de que el ideario político de estos grupos suele contradecirse con 

los actos que ha realizado en el país, dejando al descubierto “un lobo con piel de oveja”. En 

ese sentido, esta obra es una visión de altos mandos militares en retiro acerca del accionar 

histórico de los grupos alzados en armas, el cual, en base al texto, se aleja del respeto al DIH 

y al derecho de los DD.HH. durante el transcurso del conflicto. 

Nueva Historiografía sobre el conflicto: nuevas miradas desde la milicia 

En los últimos años, las Fuerzas Militares, especialmente el Ejército Nacional, ha robustecido 

su sistema de investigaciones en Ciencias Sociales. Por consiguiente, ha sido cuna de algunas 

de las más recientes investigaciones reposadas en publicaciones tales como artículos, papers, 
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cartillas, libros, cajas de herramientas, entre otros. Por tal motivo, resulta interesante analizar 

como los propios militares han desarrollado su propia versión de los hechos, superando el 

simple hecho de estudiar los hechos mediante miradas sutilmente pasionales para evaluarlas 

bajo un lente crítico, sesudo y, en lo posible, multidisciplinar, dándole valor agregado a los 

esfuerzos académicos desarrollados en los últimos tiempos. 

En primer lugar, los estudios adelantados por el Mayor de la Reserva (Q.E.P.D.) Jorge 

Enrique Casilimas Quintero durante su estancia en la Maestría en Historia de la Pontifica 

Universidad Javeriana en Bogotá – condensados en su tesis denominada Proceso de 

Modernización de las Fuerzas Militares y su impacto en el conflicto (1998 – 2010) -  se 

adentraron en el estudio de dos categorías principales: la primera, sobre la influencia externa 

internacional en el desarrollo del conflicto armado colombiano. En éste aspecto, Casilimas 

abordó la influencia de la cooperación militar y doctrinal impartida desde los EE.UU. para 

determinar los cambios suscitados dentro de las Fuerzas Militares como producto de dicha 

influencia. En ese orden de ideas, el autor advierte sobre varios puntos a considerar: A), La 

influencia de los EE.UU. respecto al desarrollo del Plan Lazo en Colombia y L.A. bajo el 

marco de la Doctrina de Seguridad Nacional, B), la cooperación militar dada durante el marco 

del Plan Colombia, incluyendo la donación de una cantidad ingente de helicópteros, 

armamento estadounidense y entrenamiento en operaciones especiales contra el narcotráfico 

y C), la implementación de las figuras administrativas y estratégicas conocidas como  Join 

Task Forces o Fuerzas de Tarea Conjuntas.  

La segunda categoría abordada por el autor es una revisión de las reformas militares 

desarrolladas durante el gobierno de Andrés Pastrana y su cúpula militar que, eventualmente, 

daría como resultado la profesionalización de buena parte de la tropa, la mejora en la 

aplicación de Inteligencia militar en el área de operaciones, entre otros aspectos. 

En segundo lugar, el Capitán del Ejército Jorge Mauricio Cardona, actual Jefe del Centro de 

Estudios Históricos del Ejército – CEHEJ – contribuyó de forma excepcional a la temática 

de las reformas militares previas al Plan Colombia por medio de su tesis de Maestría en 

Historia denominada La Reestructuración del Ejército de Colombia 1998 – 2000. Estudio de 
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caso del Ataque en la Quebrada el Billar (2015). El ejercicio del oficial respecto a su 

investigación es muy interesante ya que a partir del estudio de una emboscada ejecutada por 

las FARC – EP en contra del Batallón de Contraguerrillas N° 52 en la locación ya 

mencionada, desnuda las graves fallas administrativas, logísticas y doctrinales que el Ejército 

había estado cultivando desde hacía ya un buen tiempo. En ese sentido, y como se evidencia 

en pocas investigaciones, Cardona se apoya en fuentes primarias militares tales como 

registros de reclutamiento y entrevistas al personal sobreviviente, entre otros documentos 

que están a su alcance gracias a su rol como militar, lo que permite darle a la investigación 

una mirada mucha más íntima a los roles llevados a cabo por la institución castrense durante 

esos años. Además de ello, Cardona coincide con Casilimas en el hecho de que 1998 fue un 

periodo clave para el desarrollo de los correctivos necesarios para darle un vuelco favorable 

a la guerra. 

Actualmente, tanto la CEHEJ como el Centro de Investigación en Conflicto y Memoria 

Histórica Militar – CICMHM – de la Escuela Superior de Guerra, así como las entidades 

homologas en cada Fuerza se encuentran en un periodo fructífero de investigaciones, algunas 

de las cuales se espera sigan abordando la temática de las modernizaciones militares por 

medio de más puntos de vista, no solo militares, sino también de académicos civiles que 

actualmente colaboran con las Fuerzas Militares en los distintos campos de estudio. 

Prensa nacional e internacional: una mención especial 

La prensa constituye un elemento de referencia útil para la presente investigación. Según 

Bedoya (2011): 

las editoriales marcan las discusiones políticas de la época, las noticias determinan 

los temas cruciales de las sociedades (…) tan solo unas pocas investigaciones, la 

mayoría de muy reciente data, consideran las publicaciones periódicas como entes 

vivos, regulados, pero sobre todo reguladores, conscientes de su función crítica en la 

sociedad (p. 92). 
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De esta manera y gracias a la digitalización gratuita de buena parte de los archivos generados 

desde 1990, fuentes periodísticas como El Tiempo, El Espectador, Revista Semana, Revista 

Cambio e incluso, The Washington Post han servido como fuentes secundarias idóneas que 

llenarán muchas veces el vacío de no contar, al menos directamente, de fuentes primarias 

militares restringidas al público civil. Buena parte de los cubrimientos de la prensa escrita 

corresponde al desarrollo de crónicas sobre los acontecimientos que generan la noticia, 

siendo este un factor que permitió muchas veces recoger los testimonios y reportes no solo 

de las autoridades civiles o militares protagonistas de los hechos sino también de los 

miembros de los grupos armados ilegales o de los civiles atrapados en medio de las 

confrontaciones que elegían dar unas declaraciones al respecto. 

A partir de lo anterior, estas fuentes se convierten en un elemento de referencia para 

contrastar documentos oficiales y estadísticas de estudios realizados al respecto, teniendo en 

cuenta siempre el enfoque, la editorial y la parcialidad de dichas fuentes periodísticas. 

En conclusión, las anteriores investigaciones demuestran que el tema de los roles de la Fuerza 

Pública, sus acciones, así como las políticas alrededor de ella han sido estudiadas durante los 

últimos 20 años, con ciertos picos a finales de los años 90, a mediados de la primera década 

de los años 2000 y en los últimos años, siendo proporcionales a las coyunturas políticas y 

militares vividas en cada uno de esos periodos. 

 

OBJETIVOS  

Si bien al principio de este texto se han dado algunas luces sobre la dirección que debe tomar 

la investigación, es bueno aclarar el objetivo principal de esta investigación y el camino a 

recorrer para el cumplimiento del mismo. Por un lado, el objetivo central de ésta es analizar 

los roles, acciones y desempeño de la Fuerza Pública durante el periodo comprendido entre 

1990 y 2002.  

Cada objetivo secundario (atado al desarrollo de su capítulo respectivo) busca analizar estos 

elementos durante cada gobierno presente en el periodo de tiempo de estudio. Así, la 
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periodización presidencial invita a que se realicen hallazgos de continuidades, rupturas y 

fluctuaciones dentro de los 12 años de estudio, permitiendo aclarar que grado de 

responsabilidad le atañe a cada gobierno. 

METODOLOGÍA  

La metodología para el desarrollo de la presente investigación va ser definida por las 

siguientes circunstancias: A) la accesibilidad a fuentes primarias tales como archivos 

militares, institucionales o grupos armados ilegales estará restringida a las que sean 

previamente rescatadas por otros autores dentro de fuentes secundarias. La inaccesibilidad a 

archivos militares y/o gubernamentales hace que buena parte de esa información deba ser 

consultada solo si existen copias recogidas por otras investigaciones o sitios de información; 

B) Como contrapeso a lo anterior, la buena disponibilidad de archivos de prensa de la época 

y que son de libre acceso, permitirá el desarrollo de contrastes de la información recogida en 

los archivos primarios consultados, así como en las fuentes secundarias disponibles. 

Haciendo esta salvedad, la metodología usada para el desarrollo de la investigación es la 

siguiente: se buscaron y consultaron fuentes primarias – tablas, reportes oficiales y 

entrevistas, entre otros - en orden cronológico y según la administración presidencial 

respectiva con el objetivo de unirlas por medio de un hilo conductor que permite una lectura 

ordenada, crítica, analítica y cronológica de los roles y acciones desempeñadas por cada 

Gobierno. De esta forma, al final de cada sección y de cada capítulo se puede observar la 

síntesis de la información encontrada, de tal modo que pueda ser anclada y/o puesta en 

perspectiva frente a cada capítulo restante, logrando así la evidencia de rupturas o 

continuidades entre cada administración. 

Por su parte, la consulta de fuentes secundarias – archivos de prensa, libros, artículos y 

mapas, entre otros – será contemplada como un apoyo para complementar lo que las fuentes 

primarias han dado a conocer. Ahora bien, los archivos de prensa de la época que están 

disponibles para la presente investigación contribuyeron presentando un sinnúmero de datos, 

generalmente cuantitativos, los cuales fueron contrastados con los presentados en las fuentes 

primarias para tener la certeza de desarrollar los análisis pertinentes de forma más cercanas 
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a la verdad. Adicional a lo anterior, durante la lectura del texto se dispuso la presentación de 

una serie de fotografías obtenidas de diversas fuentes, con el objetivo de trasladar al lector 

hacia el contexto de los acontecimientos relatados en el texto, en la medida de lo posible. 

 Así las cosas, a partir del análisis de cada una de las administraciones presidenciales respecto 

a los roles, acciones y desempeño propios de cada una, se podrá ver globalmente una 

radiografía del Estado bajo dichos ítems, pero ahora en el transcurso continuo de doce años, 

lo que permitirá responder las inquietudes planteadas al principio de esta investigación. 

En cuanto a la mención de los actores principales del conflicto en esta disertación, cabe 

realizar unas valiosas precisiones a los lectores. El Ejército Nacional de Colombia, por un 

lado y las FARC-EP, por el otro, son los actores que más gozarán de protagonismo en la 

presente disertación por las siguientes razones: el primero, porque es la fuerza que más se ha 

visto involucrada dentro de la lucha contrainsurgente desde mediados del siglo XX. Así 

mismo, su mayor tamaño en comparación a las otras fuerzas militares (Armada Nacional y 

Fuerza Aérea) y su naturaleza distinta a la esencia civil de la Policía Nacional hacen que gane 

mayor notoriedad en esta disertación. 

Tabla N°1: 

Composición de las Fuerzas Militares en 1995. 

Fuente: (Dávila et al., 1998, p. 152). 

Por otro lado, tal como se verá en los capítulos, buena parte de las reformas y adiciones 

elaboradas desde el alto gobierno corresponden a las hechas al ejército (creación de brigadas 

móviles y de aviación, profesionalización de tropa, compra de nuevo equipo, etc.) en una 

aparente prioridad para el gobierno en comparación a las otras fuerzas armadas. 
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Del mismo modo, serán las FARC-EP, a comparación del ELN quienes más gozarán de 

protagonismo dentro de la disertación. Tal como se reflejó en el marco teórico, el ELN 

durante el periodo de esta investigación dio mayor prioridad al trabajo político que a la 

consolidación de su faceta militar, la cual se estancó y entró en decaimiento según el aporte 

de varios autores. 

En apoyo a lo anterior, en 2002, la Vicepresidencia de la República y el Programa 

Presidencial de DD. HH y DIH realizaron un balance sobre el estado del conflicto armado 

hasta la fecha. Entre sus hallazgos, encontraron que la actividad armada de las FARC-EP casi 

doblaba la actividad armada del ELN, aún en su mayor apogeo y teniendo en cuenta que este 

último dedicaba sus esfuerzos al sabotaje de infraestructuras en vez de situarse en una 

posición vulnerable durante un “contacto armado” con la Fuerza Pública. 

Tabla N°2:  

Actividad armada por iniciativa de las Fuerzas Armadas y de las FARC 

Acciones promedio año 1991-2001 Iniciativa Concentración por bloques 

Bloques de las Farc Fuerzas Armadas Farc Fuerzas Armadas Farc 

Bloque Oriental 87 93 30.53% 29.30% 

Bloque Occidental 19 48 6.54% 14.95% 

Bloque Noroccidental 59 44 20.64% 13.89% 

Bloque Sur 34 39 12.03% 12.32% 

Bloque Norte 25 33 8.9% 10.46% 

Bloque del Magdalena 35 28 12.22% 8.89% 

Bloque Central 20 20 6.92% 6.32% 

Milicisa Bolivarianas 6 12 2.17% 3.80% 

Total por Bloques 285 317 100% 100% 

Fuente: (Vicepresidencia, 2002, p. 25) 
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Tabla N°3:  

Actividad armada por iniciativa de las Fuerzas Armadas y del ELN. 

Actividades frente de guerra ELN 
(promedio años 1991-2001) 

Iniciativa Concentración por bloques 

Frentes del ELN Fuerzas Armadas ELN Fuerzas Armadas ELN 

Frente de guerra nororiental 55 113 41% 48% 

Frente de guerra noroccidental 37 55 28% 23% 

Frente de guerra norte 25 31 19% 13% 

Frente de guerra  suroccidental 9 14 7% 6% 

Frente de guerra central 3 7 3% 3% 

ELN Milicias Populares 3 17 2% 7% 

Total por Bloques 132 237 100% 100% 

 

Fuente: (Vicepresidencia, 2002, p. 27) 

Lo anterior confirma que el peso estratégico ejercido por parte de los grupos alzados en armas 

lo ejercía, en su amplia mayoría, por las FARC-EP, por lo que serán algunas acciones de este 

grupo las que el lector encontrará casi que con exclusivo ahínco durante toda la disertación 

en aras de abordar las hipótesis y objetivos de la misma. 
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CESAR GAVIRIA: NUEVAS TÁCTICAS, NUEVOS 

ERRORES 

Cesar Gaviria Trujillo, candidato por el Partido Liberal, es posesionado el 7 de agosto de 

1990 como el presidente No 55 de la República de Colombia. Así, 27 años después de dicho 

acto político, Gaviria es recordado ampliamente por la academia y por buena parte de la 

opinión pública en general por haber sido el presidente de cuyo gobierno nació la 

Constitución Política que rige actualmente el país y por las reformas económicas que 

introdujeron al país en la dinámica neoliberal que aún sobrevive al día de hoy. 

No obstante, la gestión de quien fuera la formula vicepresidencial del asesinado candidato 

Luis Carlos Galán estuvo acompañada por una situación ostensiblemente crítica frente al 

orden público, incluyendo la seguridad en las grandes urbes como la situación presente en 

buena parte del sector rural, siendo las zonas históricamente abandonadas por el Estado y 

cercanas a la frontera agrícola las más afectadas por la presencia de grupos armados ilegales 

y de una creciente presencia de cultivos ilícitos.  

En efecto, 

 

Entre 1984 y 1998 los dos grandes carteles de la cocaína le plantearon al Estado colombiano dos 

desafíos descomunales e inéditos, congruentes con las dos estrategias distintas que utilizaron: la 

violencia y la corrupción. Pablo Escobar y su organización desataron una guerra urbana que 

desplegó el repertorio aplicado por el terrorismo en Europa y el Cono Sur, atacando por doquier 

blancos estatales y población civil, hasta representar «el reto más serio que ha enfrentado el 

Estado colombiano como garante del orden»39. Esta guerra terminó con la muerte de Escobar en 

diciembre de 1993, gracias a una triple alianza entre la «Drug Enforcement Agency» (DEA), la 

Policía colombiana y una organización de narcotraficantes (…) llamada «Perseguidos por Pablo 

Escobar». (Giraldo, 2015, p. 25) 

 

A pesar de la muerte de Escobar y de la atomización del Cartel de Medellín, la situación de 

orden público no mejoró a pesar de la relativa contundencia mostrada solo hasta al final por 

las autoridades para dar con el paradero y neutralización del capo del narcotráfico.  
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En efecto, el cuatrienio presidido por Gaviria se caracterizó por encarar otros frentes de 

seguridad que, a la larga y como se verá a lo largo de este texto, desbordaron la capacidad 

estatal de controlarlos y neutralizarlos de manera adecuada. Grupos guerrilleros agremiados 

dentro de la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar, remanentes de grupos al servicio de 

capos del narcotráfico como los PEPES (Perseguidos por Pablo Escobar) y el MAS (Muerte 

a Secuestradores) y la falta de control sobre los grupos de seguridad privada que más adelante 

se convirtieron en las AUC (Autodefensas Unidas de Colombia), fueron los grandes dolores 

de cabeza de la administración Gaviria. Adicionalmente y en contraste con el aumento de las 

acciones de dichos grupos armados ilegales, hubo avances significativos (Isaza, 2009) tales 

como la desmovilización de una fracción del ELN (llamada Corriente de Renovación 

Socialista) y al movimiento Quintín Lame, sumado a la desmovilización del M-19, acción 

gestionada en los últimos momentos del Gobierno de Virgilio Barco que a la larga ayudó a 

entrar en vigencia la actual Constitución Política de 1991. 

 

Así las cosas, el Gobierno proyectó una serie de acciones y políticas, algunas demasiado 

controversiales, para tomar el control del orden público en el país. A continuación, se 

describen y analizar los actores principales de dicha coyuntura y las acciones y políticas 

desarrolladas por la administración Gaviria para enfrentarlos. 

 

Por lo pronto, desde finales de la administración de Belisario Betancourt, los carteles de la 

droga aumentaron la presión sobre el Estado para que este aprobara la no extradición hacia 

EE. UU de sus miembros. En ese sentido, pasaron paulatinamente de los magnicidios hacia 

los atentados terroristas a gran escala, haciendo tránsito por secuestros, extorsiones, torturas 

y desapariciones. No obstante, esta clase de delitos empezaron a aparecer con mayor 

frecuencia y gravedad en otros actores distintos a los carteles de narcotráfico, toda vez que 

el Estado colombiano en conjunto de ayuda internacional (e incluso de rivales de los carteles 

sobre los que eran desarrollados los operativos policiales) lograra mermar considerablemente 

su capacidad bélica y terrorista, permitiendo la captura o neutralización de las cabezas más 

visibles, especialmente del cartel de Medellín. 
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En efecto, la desaparición del principal cartel del país permitió que algunos miembros del 

mismo como antiguos rivales de negocio se dispersaran y conformaran otros grupos, la 

mayoría de estos aglutinados en grupos de autodefensa. Este proceso coincidió casi de 

manera exacta con una serie de procesos de transformación llevados a cabo por las guerrillas 

de izquierda que hasta entonces solo se habían dedicado a realizar acciones de guerra de 

guerrillas en puntos aislados de difícil acceso para las autoridades colombianas. En ese 

sentido, son las FARC –EP principalmente quienes abanderan dentro de dichos procesos la 

idea de cambiar de estrategia frente su lucha contra el Gobierno Nacional, en aras de 

concretar sus aspiraciones de tomar el poder mediante la combinación de armas de lucha y 

cambiar el sistema político, económico y social del país. 

 

EL PLAN ESTRATÉGICO DE LAS FARC – EP 

El modelo de guerra de las FARC - EP “fue concebido en su VII conferencia realizada en 

1982 y es conocido con dos nombres "Plan estratégico" y "Campaña Bolivariana para una 

nueva Colombia" (Aguilera, 2012, p. 89). En dicha conferencia, la “guerrillerada” (tal como 

se denominan a ellos mismos) estableció que, para el futuro de la organización, esta debía 

volcarse hacía una actitud mucho más ofensiva de la que venían desarrollando, luego esto 

necesariamente implicaba que el método de hacer la guerra de la guerrilla debía dejar atrás 

su típica guerra de guerrillas, al menos, como elemento principal de sus planes. En efecto, 

así se reseñó por parte de la guerrilla más de dos décadas después de la VII conferencia, las 

conclusiones en torno al modus operandi que desarrollarían a partir del momento: 

En lo esencial aquellas conclusiones definieron “una concepción política más global para 

formular una estrategia militar en vía a la toma del poder, combinando la acción militar con 

todas las demás formas de lucha de masas… “Buscando lo nuevo en el proceso de desarrollo 

de la lucha revolucionaria colombiana para poder definir su estrategia, su nueva concepción 

operacional y táctica, halló, en esos elementos nuevos, dice Jacobo Arenas, asomos de una 

situación revolucionaria en el país”. Jacobo Arenas agrega; “La Séptima Conferencia nos dio 

otra importantísima concepción ahora de carácter militar; o sea, un nuevo modo de operar 

que tiene que convertir a las FARC en un movimiento guerrillero auténticamente ofensivo. 

Nuevo modo de operar significa que las FARC ya no esperan a su enemigo para emboscarlo, 
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sino que van en pos de él para ubicar, asediarlo y coparlo, y si aquel cambiare otra vez su 

modo de operar volviendo. (FARC – EP, 2006, p. 36) 

Según Aguilera (2012), significaba que el grueso de las tropas de la guerrilla debía apostarse 

sobre toda la cordillera oriental (cordillera donde se encuentra asentada la capital) mientras 

el restante de hombres desarrollaría una guerra de guerrillas en todo el restante territorio 

nacional, es decir, la zona costera del Pacífico colombiano, la región más hacia el sur del 

Meta extendiéndose hasta límites con el Vaupés, el nordeste antioqueño entre otros sitios 

dispersos por todo el territorio nacional.  

Desde luego, según Aguilera (2012): 

Estos frentes jugarían un papel operacional muy importante por cuanto se encargarían de 

mantener ocupada a las fuerzas armadas en otras zonas impidiendo su concentración en escala 

estratégica en el centro de despliegue. De llegarse a consolidar el despliegue estratégico en 

su centro, con una eficaz generalización de la guerra de guerrillas en el resto del país, las 

redes urbanas de las FARC - EP debían entrar en acción promoviendo la insurrección general 

en Bogotá y en otras ciudades, lo que llevaría a la instalación de un gobierno provisional que 

entraría prontamente a dictar las primeras “leyes revolucionarias”. (p. 89) 

Así las cosas, las fases del plan estratégico de las FARC - EP combinaban los delineamientos 

básicos del esquema de la Guerra Popular Prolongada (GPP) y del modelo insurreccional. 

Del primero preveía el uso de diversas formas de lucha, tanto políticas como "militares", así 

como la combinación de la guerra de guerrillas, la guerra de movimientos y eventualmente, 

sin ser fundamental, la guerra de posiciones. Este primer modelo tiene como principal 

antecedente de uso en la guerra librada por Mao Zedong a mediados de siglo XX contra el 

gobierno nacionalista chino.  

Del segundo modelo, el insurreccional, las FARC-EP recogieron la idea de desarrollar una 

fuerte y planificada insurrección general que debía apoyarse en la organización de redes 

urbanas, en la aproximación de las fuerzas rurales a los centros urbanos y cuyo estallido sería 

simultáneo a una gran ofensiva guerrillera sobre la capital del país. Evidentemente, este 

modelo es adaptado de la revolución de 1917 adelantada por los soviéticos. Cabe aclarar que, 

en el ejemplo soviético, fueron los trabajadores quienes se sublevaron de último, siendo las 
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élites en primer lugar los que dieron paso a la sublevación popular. Este elemento será de 

gran importancia más adelante. 

A partir de la realización de la VII Conferencia, se desarrolló entre diciembre 27 de 1984 a 

enero 2 de 1985 el Pleno Ampliado del Estado Mayor Conjunto de las FARC-EP. En general, 

las conclusiones de dicho Pleno vuelven a referirse de manera concreta al modus operandi 

estratégico y militar de la guerrilla, de tal modo que:  

 

Se insiste en la aplicación del Nuevo Modo de Operar, llamando a que todo el 

movimiento ponga en alto la guardia y los mandos actúen conforme lo establecen las 

normas de Comando y el Reglamento de Régimen Disciplinario. 

El Pleno planteó ocuparse de un curso sobre estrategia militar, concepción y técnicas 

operacionales y Nuevo Modo de Operar como táctica. Lo mismo que conducción de 

tropas y despliegue estratégico. (FARC-EP, 206, p. 36) 

 

Así mismo, en medio del susodicho Pleno y a pesar de las conversaciones adelantadas con el 

Gobierno de Belisario Betancourt, con las cuales ya se había acordado anteriormente un cese 

bilateral de fuego vigente desde marzo de 1984 (Pizarro, 2017), se estableció un desarrollo 

de tres fases para el desarrollo de su nuevo modelo de guerra: La primera entre 1985-1990, 

buscaba la creación de frentes en todo el país. La idea fue la de crear 48 frentes de a 

seiscientos hombres cada uno, hasta alcanzar los treinta mil hombres en armas. La segunda 

fase buscaba la concentración de fuerzas en la cordillera oriental hasta alcanzar los quince 

mil guerrilleros y la organización de una fuerza de autodefensa campesina de cinco mil 

hombres.  

En la tercera fase se lanzaría una ofensiva para inmovilizar a las FF.MM, acompañada de una 

insurrección general, del control de las poblaciones del Oriente del país, y de la instalación 

de un gobierno provisional; en esta misma fase se elevaría el pie de fuerza a sesenta mil 

hombres, se desmantelarían las fuerzas contra-revolucionarias - es decir las fuerzas armadas- 

y se afianzaría el gobierno revolucionario inspirado en el marxismo. 

Por último y no menos importante dentro de sus planes militares, las FARC -EP desde el año 

de 1989 con el denominado “Plenum Ampliado”, y especialmente desde 1993 con la VIII 
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Conferencia Nacional Guerrillera “Comandante Jacobo Arenas”, actualizaron su estrategia 

política con la cual esperaban acompañar su estrategia armada desarrollada durante los 

últimos 10 años a través de las anteriores conferencias y Plenos. De este modo: 

 

En el mes de abril, con delegados de sus 60 Frentes y estructuras desplegadas en el 

país se realiza la Octava Conferencia Nacional de Guerrilleros, donde se balancean éxitos y 

se corrobora la vigencia y legitimidad de la lucha armada en Colombia. Se propone la 

Plataforma para un Gobierno de Reconstrucción y Reconciliación Nacional. (FARC – EP, 

2006, p. 37) 

 

Lo anterior permite detallar como las FARC-EP habían comenzado a desarrollar de manera 

mucho más clara la combinación de todas las armas de lucha, en este caso, la política con la 

armada. Ahora bien, gracias al cese al fuego y al proceso de paz con Belisario Betancur y 

Virgilio Barco, la guerrilla pudo concretar parte de su plan y en 4 años paso de 27 frentes a 

48, agrupando cerca de 8000 hombres a finales de la década (CNMH, 2013). Sin embargo, 

el secretariado seguía lejos de su objetivo: un "ejercito" de 32 000 unidades. En el pleno de 

1989, se reconocía que era necesario revisar la operatividad del Plan, y se replanteó así: 

-Primera fase (1990-1992): se debía alcanzar a constituir los 60 frentes, cada uno de 

trescientos hombres, lo que sumaría diez y ocho mil combatientes -fase cumplida en 1998, 

es decir 6 años después de lo proyectado (CNMH, 2013). 

-Segunda fase (1992-1994): se crearían 20 frentes más, de 100 unidades cada uno, para un 

total de 80 frentes de a 400 hombres cada uno, para un total de 32 000 (CNMH, 2013). 

-Tercera fase (1994-1996): se realizaría la "Primera Ofensiva General" con 16 000 

combatientes en guerrillas móviles en las áreas de los frentes -distracción-, y otros 16 000, 

distribuidos en columnas y compañías móviles, que actuarían en dirección del "centro de 

despliegue estratégico (CNMH, 2013). 

El plan de las FARC-EP contemplaba para 1996-1998, realizar una "segunda ofensiva 

general" en una fecha indeterminada. Si se consolidaba el centro estratégico y los alzados en 

armas lograban llegar a las goteras de Bogotá, el secretariado hubiera llamado a la 

insurrección general y se instalaría un "Gobierno Provisional". De no funcionar el plan 
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estratégico, y dado el avance territorial, se habría considerado un Plan B que consistía en 

formar "una república independiente en las regiones Oriental y Amazonía", lograr el estatus 

de beligerancia y tener representaciones internacionales. 

No obstante, lo delineado, su cumplimiento y con retrasos solo llego a la primera fase -16000 

y algo más de 60 frentes en 1998- por dos razones fundamentales: primero, la impopularidad 

de las FARC - EP y su incapacidad para proyectarse como una alternativa verdadera a la 

población civil. Básicamente, seguía nutriéndose de las mismas comunidades de donde 

salieron sus fundadores y de los pueblos ligados al PC desde los años cincuenta (Guayabero, 

Sumapaz, Duda, El Pato, Balsillas, y norte del Cauca). Si se proyectó fuera de esas zonas, lo 

hizo por la economía del narcotráfico (CNMH, 2013). Segundo, la destrucción de Casa 

Verde, el fin de las negociaciones, y las ofensivas militares adelantadas entre 1991 y 1992 

por la administración Gaviria, no permitieron consolidar un centro en la cordillera oriental, 

como lo habían tenido hasta 1990 gracias a los acuerdos de paz, desde donde el secretariado 

pudiera consolidar un ejército como el proyectado. Las bajas es ese periodo, algo más de 

1500 muertos y 5000 capturados, también representaron una pérdida significativa para las 

FARC - EP. (CNMH, 2013) Los documentos que contenían todo el planteamiento 

estratégico, también cayeron en manos de la Fuerza pública durante esas operaciones. 

Por otro lado, al lado de las grandes estrategias militares se acordaron otras medidas no 

menos importantes para mejorar la capacidad ofensiva de esa guerrilla. Una muy substancial 

fue el asunto de las armas, cuyo mandato de adquisición se había ordenado desde la 

Conferencia anterior. “En la VIII Conferencia se reconocía la urgente necesidad de poseer 

ametralladoras CAL.50, morteros y cohetes, con lo que creían poder cambiar la situación 

militar a su favor (CNMH, 2013, p. 182). Por medio de este tipo de armamento mediando y 

pesado, se podía vislumbrar el perfil de los futuros ataques militares de las FARC – EP contra 

instalaciones militares y estaciones de Policía, toda vez que estas armas en esa época como 

actualmente, garantizan tanto el copamiento de las instalaciones objetivo como también una 

barrera adecuada contra los refuerzos que llegarían posteriormente al ataque, generalmente 

conformados por un componente aéreo, marítimo (unidades de combate fluvial) como 

también algunas unidades de caballería blindada (estas últimas utilizadas de manera limitada 
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en el teatro de operaciones colombiano por la topografía adversa para el uso de unidades tales 

como los brasileros Cascabel y Urutú, símbolo moderno de la caballería blindada colombiana 

y famosas por su aparición en la toma al Palacio de Justicia). 

 

ACTIVACIÓN DE LAS PRIMERAS BRIGADAS MÓVILES DEL EJÉRCITO 

NACIONAL 

A partir del cambio del modelo de guerra desarrollado por las FARC -EP mediante el cual se 

aumentaron los ataques y los objetivos a conseguir en cada ataque y de la creación de la 

coordinadora Guerrillera Simón Bolívar (CGSB) que agremiaba a los principales grupos 

armados ilegales –FARC -EP, ELN. EPL, M-19 y Quintin Lame- la administración de 

Virgilio Barco, ordenó el 1 de enero de 1989, la creación de catorce batallones contraguerrilla 

(BCG) pertenecientes a igual número de brigadas territoriales (Leal, 2006) que abarcaban en 

su momento casi todo el territorio nacional.  

Gracias a este cambio doctrinal, se dio un giro de 180° en la preparación de los mandos (o 

como se denominan en las fuerzas armadas, “cuadros”) cuya preparación se enfocaría de 

manera más enfatizada en el combate irregular, pues hasta entonces el grueso de la oficialidad 

y la suboficialidad seguía doctrinalmente preparado para una guerra con los países vecinos, 

mientras el esfuerzo contra-insurgente era llevado a cabo por algunos batallones 

especializados –Colombia. Rook, Rifles- insuficientes sobre el terreno para enfrentar la 

oleada de violencia (Leal, 2006). 

Dentro de la labor de entrenamiento y reentrenamiento del Ejercito Nacional (función que 

actualmente se desarrollan a nivel nacional en los Batallones de Entrenamiento y 

Reentrenamiento – BITTER-) se fortaleció la preparación táctica para el combate irregular, 

y se duplicaron los cursos de Contraguerrillas, cursos de Lanceros2 –creados en 1955- además 

                                                             
2 La Escuela de Lanceros fue fundada durante el gobierno de Gustavo Rojas Pinilla como una unidad encargada 
de entrenar a los nuevos cuadros para dirigir unidades pequeñas entre 3 y 5 hombres en combate irregular. 
Los cuadros designados como primeros instructores recibieron capacitación por parte del ejército de EE.UU 
en Fort Bragg realizando el curso Ranger (de las mismas características del curso Lancero) para luego fundar 
la escuela en el Fuerte militar de Tolemaida 
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de los relativamente novedosos cursos de Fuerzas Especiales3. También entró a jugar la 

figura del soldado voluntario, columna vertebral de estos nuevos Batallones Contraguerrilla 

-BCG-. Dichos soldados eran reservistas recién licenciados que iniciarían labores contratados 

por el Ministerio de Defensa, en lo que se denominaba entonces como servicio militar 

voluntario (Gobierno Nacional, 1985).  

Para fortalecer este cambio doctrinal dentro del Ejército, en abril de 1990 en Montería, fue 

activada la Brigada Móvil N.° 1 bajo el mando del general Hugo Tovar Sánchez, agrupando 

inicialmente a los BCG N.°1 Muiscas, N°2 Guajiros, N°3 Primero de Numancia, N°6 Pijaos 

y N°8 Quimbayas (Cardona, 2015). los cuales fueron sacados de sus originales brigadas 

territoriales y agregados a esta brigada móvil debido a su experiencia en combate irregular 

contra grupos guerrilleros. Su misión consistió combatir al EPL basados en una movilidad 

superior, y adelantar operaciones de búsqueda y destrucción con suficiente apoyo aero-

táctico (sobre todo helicoportado).  

Por otro lado, el 19 de septiembre de 1990, el comando del Ejército (Gobierno Nacional, 

1990) activó unos 14 batallones contraguerrilla adicionales, para alcanzar un número de 28. 

Por si fuera poco, el Gobierno multiplicó el reclutamiento de soldados voluntarios que, de 

2000 en 1988, pasaron a 16.000 hacia 1993. 

En efecto, en septiembre de 1990, la Brigada Móvil N.° 1, era desplazada a la región del 

Magdalena medio y sur de Bolívar, en medio de las negociaciones con un EPL duramente 

golpeado. En enero de 1991 son desplegados en el área de la Uribe en Meta, donde 

enfrentaran al estado mayor del Bloque Oriental de las FARC- EP (El Tiempo, 1991). En ese 

periodo bajo el mando del general Crispiniano Quiñones, son relevados los 4 batallones 

fundadores, que vuelven a sus brigadas territoriales respectivas y pasan a reemplazarlos, los 

                                                             
3 Las Fuerzas Especiales en las fuerzas armadas son creadas por medio de la Resolución 011 de 1970 emanada 
del Comando General del Ejército donde se dispuso la organización de una unidad de Fuerzas Especiales. AL 
igual que en el curso de Lanceros, los cuadros designados para ser los primeros instructores de la Escuela de 
Fuerzas Especiales viajaron a Fort Bragg en EE. UU para realizar el curso de Special Forces (mejor conocidos 
como Green berets -boínas verdes-) para luego retomar funciones en el Fuerte de Tolemaida, futura sede del 
ahora conocido Centro Nacional de Entrenamiento -CENAE- 
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BCG N.°19 Cacique Calima, N.°20 Cacique Sugamuxi, N.°21 Lanceros de Llano Arriba y 

N.°22 Primero de Línea (Cardona, 2015). 

Figura N°1:  

Soldados voluntarios orgánicos del Batallón Contraguerrilla “Cacique Palagua”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: archivo personal de Brancés Álvarez. 

Mientras tanto, en marzo de 1991, fue activada la Brigada Móvil N.°2 al mando del brigadier 

general Ramón Eduardo Niebles Uscátegui –artífice de las Fuerzas Especiales en Colombia- 

conformada por los batallones N.°15 Libertadores, N.°16 Caribes, N.°17 Motilones y N.°18 

Cimarrones (Cardona, 2015). La nueva unidad, la cual se encontraba desplegada al norte de 

Colombia fue en 1993 desplazada al área del Catatumbo donde debió enfrentar al ELN, EPL 

y, por supuesto, a las FARC - EP. Por último, en octubre 1997 es activada la brigada móvil 

N.°3 con los BCG N.° 51, 52, 53 y 54, destinados al Bajo y medio Caguán (Cardona, 2015). 

Si bien la creación de esta última unidad operativa mayor del Ejército obedece a un periodo 

posterior, se hace referencia de ella en este apartado dado la importancia que cobrará durante 
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los sucesos clave a partir de 1996 que afectarán la balanza estratégica y de resultados entre 

el Ejército y, especialmente, las FARC – EP. 

Ahora bien, dado el monumental despliegue de unidades operativas mayores (brigadas) y 

menores (Batallones Contraguerrilla) a lo largo y ancho del mapa, el Ejército ordenó 

agruparlas en un nuevo comando bajo el mando del general Norberto Adrada Córdoba: El 

Comando Especial Contraguerrilla.  

Lo anterior significó que: 

El Ejército decidió centralizar y unificar las operaciones contra los grupos insurgentes con la 

creación del Comando Especial de Contraguerrilla que controlará las brigadas móviles y 

batallones antiguerrilla que operan en todo el país. Esta unidad hace parte de la nueva 

estrategia que las Fuerzas Militares pondrán en marcha en 1993 para neutralizar las 

actividades terroristas que realizan las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

(FARC) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN). (El Tiempo, 1993, párr. 1) 

Adicionalmente, entre las tareas a desarrollar por este nuevo Comando se encontraba la 

“evaluación de las deficiencias en materia de apoyo logístico, las fallas registradas en las 

operaciones, la falta de resultados, (…) obtención oportuna o no del material bélico que se 

requiere en un determinado sitio del territorio para desarrollar las acciones militares.” (El 

Tiempo, 1993, párr. 5). 

 A continuación, se presenta el total de BCG junto a la unidad operativa mayor a la cual 

estaban adscritas a partir de 1993:  

Tabla N°4: 

Unidades que componían el Comando Especial Contraguerrilla.  

 

 

 

 

 

Fuente: (FARC –EP, 2010, p. 7) 

UNIDAD 

1. Brigada Móvil N.º 1 

2. Brigada Móvil N.º 2 

3. Todos los batallones contraguerrilla distribuidos en el país 

4. Agrupación de Fuerzas Especiales Antiterroristas Urbanas y 

Rurales - AFEUR 
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Tabla N°5:   

Del plan que se propusieron para el período 1992-1994, falta la creación de: 

Unidad Oficiales Suboficiales Soldados Civiles 

1 batallón de Policía Militar -

PM- 

35 147 887 73 

10 compañías de 

contraguerrilla 

40 160 1.600 80 

7 batallones de 

contraguerrilla 

133 371 2.268  

8 redes de Inteligencia 8 16 48 288 

1 compañía de apoyo y 

servicios para el combate -

ASPC- 

2 18 19 21 

4 compañías contraguerrilla 

(Infantería de Marina) 

    

Fuente: Fuente: (FARC –EP, 2010, p. 8) 

 

Tabla N°6:  

Batallones de contraguerrilla (con corte a 2010) 

N° Batallones de contraguerrilla Adscrito a Brigada o 

División 

1. “Muiscas” 1ª Brigada 

2. “Guajiros” 2ª Brigada 

3. “Primero de Numancia” 3ª Brigada 

4. “Granaderos” 4ª Brigada 

5. “Los Guanes” 5ª Brigada 

6. “Pijaos” 6ª Brigada 

7. “Héroes de Arauca” 7ª Brigada 

8. “Quimbayas” 8ª Brigada 
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N° Batallones de contraguerrilla Adscrito a Brigada o 

División 

9. “Panches” 9ª Brigada 

11. “Cacique Coyará” 11ª Brigada 

12.  “Cartagena del Chairá” 12ª Brigada 

13.  “Cacique Timanco” 13ª Brigada 

14.  “Palanguas” 14ª Brigada 

16.  “Caribes” 2ª Brigada 

17.  “Motilones” 2ª Brigada 

19.  “Cacique Calima” 1ª Brigada 

20. “Cacique Sugamuxi” 1ª Brigada 

21. “Lanceros de Llano arriba” 1ª Brigada 

23. “Llaneros de Rondón” 16ª Brigada 

24. “Héroes de Pisba” 16ª Brigada 

25. “Héroes de Paya” 16ª Brigada 

27.  “Rogelio Correa” 2ª    División 

1 Batallón de Inteligencia 1ª    División 

3 Batallón de Inteligencia 3ª Brigada 

5 Batallón de Inteligencia 2ª Brigada 

  Batallón de Inteligencia Técnica   

Fuente: (FARC –EP, 2010, p. 10 - 11) 

Para investigadores como Echeverri, Morales & Vargas (2003), el Estado supuso que, 

respecto a estas nuevas unidades, lo siguiente era “su principio es elemental: ubicar 

físicamente a las FF.MM” (p. 108). Lo anterior obedeció a la teoría que, gracias a la 

dispersión de todas las unidades militares por todo el territorio nacional, se lograría un 100% 

de cobertura que fuese capaz de responder a toda amenaza proveniente, especialmente, de 

una guerrilla recién reformulada para desarrollar un tipo de guerra diferente.  

Sin embargo (Echeverri, Morales & Vargas, 2003), los futuros hechos, especialmente a partir 

del año 1996, en pleno periodo de gobierno de Ernesto Samper, demostraron que tener un 
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ejército disperso, a pesar de encontrarse por todo el territorio nacional, era en muchos lugares 

un ejército débil, con líneas demasiado extendidas de abastecimiento y con el riesgo de que 

los eventuales refuerzos no pudieran llegar por las condiciones topográficas propias de 

algunos de esos lugares. Este punto será abordado en los capítulos posteriores. 

 

DESARROLLO UNIDADES FLUVIALES DE INFANTERÍA DE MARINA: 

ESFUERZOS POR RECUPERAR LAS AUTOPISTAS EN LA SELVA 

Como se evidencia en los postulados anteriores, a finales de los años ochenta y a inicios de 

la década de los años noventa, los grupos armados ilegales, principalmente las FARC – EP 

decidieron dar un giro doctrinal de 180° en aras de fortalecer su estrategia contra el Estado y 

sus fuerzas armadas. Dicho cambio doctrinal no solo incluyó la capacidad militar de la 

guerrilla sino también, el modo en el cual se podía movilizar a lo largo y ancho del país. En 

efecto, actualmente como en la época en donde se circunscribe este texto, los ríos hacen parte 

del sistema de comunicaciones principales en donde no existe rastro alguno de vías 

pavimentadas y ni siquiera de vías terciarias en tierra. Lo anterior obliga a que cualquier 

persona deba movilizase durante horas e incluso días entre puertos fluviales para acciones 

tan básicas pero necesarias como lo es el comercio, el envío de suministros o el transporte de 

pasajeros. Así mismo, los grupos armados ilegales como las FARC – EP usaron estas 

autopistas en plena selva para movilizar sus frentes y para permitir el libre tráfico de armas, 

narcóticos, secuestrados y casi cualquier cosa que no la pudieran transportar por culpa de la 

tupida selva. 

De esta forma, el Gobierno Gaviria a través de la Armada Nacional en procura de fortalecer 

su presencia en los ríos: 

inicia un juicioso proceso de modernización y organización de los Elementos de Combate y 

de las Unidades Fluviales del País, mediante el esfuerzo conjunto entre los gobiernos de 

Colombia y Estados Unidos, que ha conducido a que las Fuerzas Fluviales de la Infantería de 

Marina de Colombia, se conviertan en una verdadera potencia mundial en cuanto a 

operaciones fluviales se refiere (Anfibios, 2009, párr. 3). 



 
 

50 
 

En efecto, la ayuda militar proporcionada por EE. UU, tanto en la asignación y sostenimiento 

de botes especialmente diseñados para el combate fluvial (El Tiempo, 1991b), como en la 

construcción de instalaciones y en la asesoría y el entrenamiento, ha sido clave en el cambio 

de la imagen y doctrina de la Armada Nacional y especialmente en el Cuerpo de Infantería 

de Marina, sobre todo si se tiene en cuenta que: 

el 74% de los 250 botes de combate que tiene actualmente la Infantería de Marina han sido 

asignados por los Programas de Ayuda de los Estados Unidos, pero también se destaca el 

esfuerzo adelantado por la Armada Nacional, en la construcción de las ocho Patrulleras de 

Apoyo Fluvial construidas hasta la fecha por Cotecmar cuyo valor individual se acerca a los 

25.000 millones de pesos, con características y capacidades que no tienen nada que envidiarle 

a los buques construidos por los más importantes armadores del mundo (Anfibios, 2009, párr. 

4). 

Cuando se mira retrospectiva, la evolución del Cuerpo de Infantería de Marina y su presencia 

en los ríos durante los siguientes 20 años ha sido no menos que espectacular, más si se tiene 

en cuenta que antes de la ayuda de EE. UU  solo se contaba solo seis puestos fluviales 

avanzados, 18 elementos de Combate Fluvial disgregados en diferentes comandos de la 

Armada y algunas unidades a flote antiguas; frente a las Unidades Fluviales actuales cuya 

proyección para finales de 2009 era de tres Brigadas Fluviales, con 16 batallones, 60 

Elementos de Combate Fluvial Pesados (ECFP), 27 Elementos de Combate Fluvial Livianos 

(ECFL), ocho modernas Patrulleras de Apoyo Fluvial (PFA) y una variada flota patrulleras 

fluviales rápidas y otros artefactos navales (Anfibios, 2009) . 

Creación y roles desarrollados por la Fuerza Naval Fluvial– FNF (1989 – 1993) 

A la par de la reorganización que se desarrollaba en el Ejército Nacional en el año de 1989, 

mediante Resolución Nº 6469 del Ministerio de Defensa Nacional del 30 agosto de 1989, se 

creó y activó la Fuerza Naval Fluvial, “con sede en Bogotá dependiente de la Jefatura de 

Operaciones Navales y se reorganizan las flotillas fluviales de Oriente con Puesto de Mando 

en Puerto Carreño (Armada, 2014) y del Magdalena con Puesto de Mando en 

Barrancabermeja” (Anfibios, 2009, párr. 6), que agrupaban a las diferentes unidades fluviales 
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como nodrizas, patrulleras fluviales, remolcadores de río y elementos de combate fluvial, 

destacados en las respectivas regiones. 

Para esta época se reciben los primeros botes tipo “Piraña” y “Anguila” de 22 pies, a través 

de los programas de ayuda del Gobierno de los Estados Unidos (El Tiempo, 1991b), 

equipados con dos motores fuera de borda de 125 caballos de fuerza cada uno y artillados 

con una ametralladora CAL.50 en proa y dos ametralladoras M-60 CAL 7.624. 

Adicionalmente, a cada bote se le asigna una “tripulación de cuatro infantes de marina y 

puede transportar hasta diez hombres adicionales” (El Tiempo, 1991b, párr. 3), estos últimos 

con la capacidad de poder desembarcar en cualquier punto para desarrollar actividades de 

control y registro como también acciones de asalto, delegadas generalmente a unidades de 

fuerzas especiales.  Con estos botes se conformaron nuevos elementos de Combate Fluvial, 

compuestos por tres botes, que paulatinamente fueron reemplazando a los ECF de la década 

de los 80 que constaban: 

de 4 botes de 13 pies y un bote de 17 pies, con lo cual se dio un incremento exponencial en 

las capacidades de los elementos de combate fluvial en cuanto a poder de fuego, autonomía, 

versatilidad, maniobrabilidad y velocidad, para afrontar el incremento del poder de combate 

de los grupos narcoterroristas que preparaban sofisticadas emboscadas en los puntos críticos 

de las vías fluviales (Anfibios, 2009, párr. 7). 

Durante los primeros años de la década de los 90, se recibieron por parte de EE. UU “36 

botes piraña y 9 botes anguila con los cuales se modernizaron 15 Elementos de Combate 

Fluvial” (Anfibios, 2009, párr. 8). En efecto, al comenzar esa década, el Cuero de Infantería 

de Marina tenía a su disposición 18 elementos de Combate Fluvial operando en gran parte de 

la red fluvial de Colombia, “agregados operacionalmente a diferentes unidades del Ejército 

o de la Armada que tenían jurisdicción terrestre en cada región donde operaban los ECF y 

bajo el mando Administrativo de la Fuerza Naval Fluvial, cuyo puesto de mando se 

encontraba en Bogotá” (Anfibios, 2009, párr. 7).  

                                                             
4 Posteriormente y como se ve en la figura N°2, las lanchas de los ECF aumentaron su capacidad de fuego al 
aumentar a 4 las ametralladoras laterales. 
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Figura N°2: Oficial de Ejército con el distintivo del Curso Combate Fluvial 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: El Heraldo (2016) 

Para tal fin, cuadros del Ejército Nacional fueron entrenados en el Curso de Combate Fluvial 

(formación normalmente propia de los miembros de la Armada Nacional) en la Escuela de 

Combate Fluvial de la Infantería de Marina ubicada en Puerto Leguizamo (Putumayo).  Lo 

anterior significó un problema logístico y administrativo serio para los mandos subalternos 

y medios que se encontraban en el área, dado que eventualmente era difícil coordinar y 

administrar tales unidades fluviales por la Armada y el Ejército al mismo tiempo, toda vez 

que chocaban visiones doctrinales y líneas de mando, generando, por ende, dificultades para 

el desarrollo de operaciones. La señal de que dichas dificultades serían superadas solo se 

vieron posteriormente a 1999 cuando se organizó desde el Ministerio de Defensa la doctrina 

de operaciones militares conjuntas, cuyo máximo exponente fue la Fuerza de Despliegue 

Rápido. Este punto será abordado en el 3° capítulo. 
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Mientras tanto, dentro de la recién creada FNF, se agregaron las siguientes unidades 

operativas menores navales que asumieron funciones a lo largo y ancho de la red fluvial 

nacional 

-Puesto Fluvial Avanzado Nº 54 – Arauca 

En al año de 1991:  

se creó el Puesto Fluvial Avanzado Nº 54 – Arauca, acuerdo con la Disposición Nº 005 de 

julio de 1991, como unidad orgánica y dependiente de la Flotilla Fluvial del Oriente y 

agregada a la organización de la Fuerza Naval Fluvial; aunque desde mediados de los años 

80, ya existía en la región un Elemento de Combate Fluvial y el ARC Diligente, agregados al 

Comando Operativo Nº 2, del Ejercito Nacional. (Anfibios, 2009, párr. 11). 

A través del tiempo, por los ya existentes incidentes fronterizos con Venezuela (que 

continúan a corte del año 2017 generando tensiones diplomáticas) y la situación de orden 

público en la región, especialmente alterado por la presencia del ELN, se incrementó el 

personal orgánico del Puesto Fluvial. En efecto, en 1995 “se asignó un nuevo ECF 

comandado por el Señor STCIM Alejandro Lombana Calderón, cinco suboficiales y 14 

infantes de marina voluntarios, quienes venían del entonces Puesto Fluvial A63 en Puerto 

López” (Anfibios, 2009, párr. 13). 

-Puesto Fluvial Avanzado Nº 56 – Puerto Inírida 

Creado y activado en el año de 1.992, “funcionó inicialmente en la Población de Inírida, en 

un terreno donado por la Alcaldía, en la manzana 132 del Barrio La Granja, dependiendo 

administrativamente de la Flotilla Fluvial del Oriente” (Anfibios, 2009, párr. 13). A partir 

del 30 de octubre de 1997, “se le cambió la denominación a PFA-92, orgánico del 

BAFLIM51; en el año de 1999, luego de fusionarse con el PFA90 (Maviso) fue transformado 

en Batallón Fluvial y se trasladó a las nuevas instalaciones en el sector denominado “El 

Coco” (Anfibios, 2009, párr. 13) construidas con apoyo de EE. UU. 

-Puesto Fluvial Avanzado Nº 51 -  El Barrancón – Guaviare: 
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Este Puesto Fluvial, activado en la misma zona donde actualmente funciona parte de la 

Escuela de Fuerzas Especiales del Ejército Nacional, inició funciones cuando:  

El primer grupo de Infantes de Marina llegaron en el mes de abril de 1988 a esta guarnición. 

Era un grupo conformado por Comandos entre Oficiales y Suboficiales e Infantes de 

Marina del Grupo de Fuerzas Especiales de I.M. que integraban dos Elementos de Combate 

Fluvial, ocuparon improvisadas bases de patrullaje adjuntas al Ejercito en las poblaciones de 

Puerto Nuevo y la Carpa, cumpliendo misiones de soberanía y apoyo en la ejecución de 

operaciones del Ejército Nacional a órdenes del Comando del Batallón Serviez (Anfibios, 

2009, párr. 14). 

Los dos Elementos de Combate Fluvial que se delegaron para esta guarnición estuvieron 

conformados por “cuatro (04) botes tácticos de 13 pies movilizados por motores fuera de 

borda de 40 HP llevando a bordo armamento, munición, combustible y provisiones; a 

mediados del año 1989, se les asignó un bote tipo administrativo a cada Elemento”. 

(Anfibios, 2009, párr. 14). Así mismo, el día 16 de julio de 1991: 

 llegaron a la guarnición los tres primeros botes tipo Piraña con tripulados con 01-05-13 y 

con el armamento, munición y equipo de dotación para renovar un Elemento de Combate 

Fluvial, el cual fue ubicado en las inmediaciones de San José del Guaviare, agregado a la base 

del Ejercito del Batallón Joaquín Paris (Anfibios, 2009, párr. 16). 

Seis meses más tarde, “se establece el Puesto Fluvial Avanzado de I.M. en el área de El 

Barrancón, cuando fueron asignados otros tres (3) botes tipo “Piraña” para renovar el otro 

elemento de Combate Fluvial”. (Anfibios, 2009, párr. 17). En septiembre de 1992, asesores 

de EE. UU arrivaron a la zona propuesta para el establecimiento del Puesto Avanzado para 

construir las instalaciones, las cuales fueron entregadas el 10 de junio de 1993. Esta unidad 

fue creada y activada formalmente “mediante Disposición 006 COARC, del 31 de mayo de 

1993, donde se dispuso que fuera orgánica y dependiente de la Flotilla Fluvial del Oriente, y 

se agregó a la Organización de la Fuerza Naval Fluvial”. (Anfibios, 2009, párr. 17). Cabe 

resaltar que, en este caso, “las instalaciones construidas por los Ingenieros militares de los 

EE.UU., eran en material prefabricado, que además de presentar deterioro prematuro, no 
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ofrecían las mejores condiciones de seguridad y comodidad para las tropas”. (Anfibios, 2009, 

párr. 18), por lo que la Armada debió realizar las mejoras respectivas tiempo después- 

Figura N°3:  

Lanchas “pirañas” de la infantería de marina (c. 1995) 

  

Fuente: archivo personal de Moisés Lloreda Gamboa 

-Puesto Fluvial Avanzado Nº 72 “ARC Urabá – Matuntugo (Antioquia) 

Inicialmente el puesto fue establecido en 1992, por la I Brigada de Infantería de Marina, 

ubicándose en donde antes quedaba una empresa maderera (Anfibios, 2009) en la 

desembocadura del río Atrato, quedando bajo mando operacional del Apostadero Naval N.º 

13. Posteriormente, “la unidad fue creada y activada mediante Disposición 004 COARC, del 

05 de abril de 1993, donde se dispuso que sería orgánica y dependiente de la Fuerza Naval 

Fluvial” (Anfibios, 2009, párr. 22). Tal como se evidencia en este y en los anteriores casos 

ya descritos, la Armada Nacional no tuvo el suficiente cuidado de brindar una infraestructura 

adecuada para las funciones del personal de infantería de marina, que a la larga permitiría 

que los ataques de los grupos armados ilegales tuvieran un efecto mucho más devastador 

sobre el personal que habitaba en dichas instalaciones. 
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-Puesto Fluvial Avanzado Nº 80 – Guapi (Cauca) 

Los primeros antecedentes operacionales de este Puesto Fluvial se remontan a 1991, cuando 

se efectuaron operaciones de registro y control en el área general del municipio. En dicha 

ocasión, “las tropas se acantonaron en el Coliseo Municipal y en el Colegio San José” 

(Anfibios, 2009, párr. 23), siendo esta otra muestra de la falta de logística por parte de la 

Armada para localizar estas nuevas unidades fluviales. Así las cosas, “al término de las 

operaciones el personal retorna a la Unidad de origen, que para ese entonces se conocía como 

el Batallón de Fusileros de I.M. Nº 2, con sede en Tumaco” (Anfibios, 2009, párr.24). 

 En efecto, para el año 1992:  

regresan nuevamente las tropas a Guapí, a La Bonanza (finca del Instituto 

Colombiano para la Reforma Agraria INCORA). El alcalde alquila una casa y un 

terreno ubicado en el Barrio Champere, donde se establece el puesto dependiente del 

Batallón de Fusileros DE I.M. Nº 2, continuando su desarrollo en infraestructura y 

dotación y recibiendo Elementos de Combate Fluvial y unidades a flote para el control 

de la vía Fluvial. Mediante Disposición Nº 010 COARC del 30 de octubre de 1997, 

el Puesto fue asignado al Batallón Fluvial de I.M. Nº 51 y posteriormente elevado a 

la categoría de Unidad Táctica mediante Disposición 002-COARC de fecha 15 de 

enero de 2002, con el nombre de Batallón Fluvial de I.M. Nº 40 y posteriormente 

como BAFLIM10, mediante Disposición 008-COARC- del 10 de mayo de 2002. 

(Anfibios, 2009, párr. 25) 

En el ocaso del año 1993, la Infantería de Marina logró que se autorizara la creación del 

Comando de Unidades Fluviales de I.M. (CUFIM), mediante Directiva Permanente Nº 021 

y Oficio Nº 7265-CARMA-375 de fecha 22 de septiembre de 1993, con el propósito de:  

asumir el mando administrativo de todos los Elementos de Combate Fluvial y de los 

Puestos Fluviales Avanzados de Puerto López, Arauca, El Barrancón (Guaviare) e 
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Inírida y posteriormente los Puestos Fluviales Avanzados de Maviso y Nueva 

Antioquia, que fueron activados a partir del año 1995. (Anfibios, 2009, párr. 27) 

Así, El CUFIM pasó a recibir órdenes directamente del Comando de Infantería de Marina y 

con puesto de mando en Bogotá, siendo su primer y único comandante el señor Teniente 

Coronel de I.M. Fernando Casilimas Romero (Anfibios, 2009).  

A partir de julio de 1994 y con el objetivo de mejorar la seguridad en las operaciones “se 

empiezan a complementar los Elementos de Combate Fluvial con el bote de Comando y 

Control, con lo que se incrementa el poder de fuego y se optimiza el control y las 

coordinaciones entre los botes que componen el Elemento” (Anfibios, 2009, párr. 28). El 

modelo anterior permitió que un comandante de rango oficial subalterno antiguo u oficial 

superior estuviera en cuerpo presente en la jurisdicción correspondiente a la unidad bajo su 

mando. Es menester decir que estos botes de Comando y Control también se recibieron por 

los programas de ayuda del Gobierno de EE. UU (Anfibios, 2009). Dichos botes:  

(…) Tienen una eslora de 25 pies y son provistos con un montaje para ametralladora 

.50 en proa, un montaje para lanzagranadas MK-19 en popa y dos ametralladoras 

7.62mm en los costados, además de equipos que le permiten comunicarse con los 

demás botes, con el buque nodriza, con en la base de apoyo y con unidades en tierra 

y aire (Anfibios, 2009, párr. 29).  

Con la creación del CUFIM., se dio un impulso determinante al desarrollo las unidades 

fluviales en Colombia, siendo el punto de partida de una era de crecimiento, tecnificación y 

profesionalización de fuerza élite, que desarrolla una de las capacidades esenciales de la 

Infantería de Marina: el desarrollo de operaciones en medios fluviales. 

El Gobierno de Cesar Gaviria finalizó en 1994 en medio de una oleada de ataques de la 

guerrilla que se denominó “campaña de despedida” (Echandía, 2000) en una clara 

demostración de fuerza para el presidente entrante como un mensaje desafiante hacía el 

legado de los últimos 4 años bajo la dirección de Gaviria. Sin embargo, en ese mismo periodo 

de tiempo, el Estado colombiano demostró que, al igual que su contraparte guerrillera, estaba 

en capacidad de realizar un giro trascendental en cuanto a doctrina, tácticas y organización 
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de unidades para llevar la guerra a un nivel superior que se vería de manera más radical y 

desastrosa a partir de 1996.   

Tal como se evidenció en varias de las decisiones tomadas por el alto mando militar y el 

Ministerio de Defensa, las buenas intenciones y las obvias ventajas en el campo militar de 

las políticas desarrolladas entre 1990 y 1994 no estuvieron acompañadas de una buena 

planeación o de un soporte logístico adecuado que permitiera a las unidades militares en el 

terreno tener plenas garantías frente a eventuales ataques masivos de la guerrilla, hechos que 

al fin y al cabo sucedieron. 

Como consecuencia de lo anterior, el Gobierno se vio obligado a delegar su deber de 

garantizar el orden público a organizaciones privadas de seguridad, las cuales se conocerían 

brevemente como las CONVIVIR. Es decir, el monopolio de seguridad del Estado pasaba en 

buena parte a manos de civiles, grupos de ganaderos y hacendados como también de esbirros 

de grupos narcotraficantes extintos, dando aparición a los primeros grupos organizados de 

autodefensa en el país. Junto a ellos, aparecerían de manera caótica los primeros efectos de 

la débil planeación militar por medio de los primeros descalabros militares, traducidos en 

tomas guerrilleras masivas a estaciones de Policía y batallones. No obstante, este es tema 

será abordado en el siguiente capítulo. 
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ERNESTO SAMPER: EL ESTADO CONTRA LAS CUERDAS 

El Gobierno de Ernesto Samper se destacó por ser el testigo de algunas de las coyunturas 

más relevantes que caracterizaron no solo el rumbo del cada vez más creciente conflicto 

armado sino además de la figura propia de su legado durante su estadía en la Casa de Nariño. 

En primer lugar, su gobierno realizó un cambio de retórica y de estilo, pasando de la “guerra 

integral” a la “paz integral” y restituyó hablar de las guerrillas como del adversario político; 

sin embargo, tuvo que concentrarse en luchar por su mera supervivencia por el “proceso 

8.000” y dejar la “paz en el limbo”. El Cartel de Cali, por su parte, utilizó una estrategia más 

sutil. Literalmente, compró al grueso de la clase política del país al punto que era imposible 

continuar manteniendo la estructura de corrupción sobre la que se soportaba el sistema. 

Menos de un año después de la eliminación de Escobar el escándalo estalló por la 

financiación de la campaña presidencial de Ernesto Samper, quien se vio obligado a 

capturarlo. 

Este panorama judicial convirtió su administración en una pesada carga de llevar para él y su 

gabinete, quienes se vieron muchas veces desbordados por las presiones que surgían no solo 

en las esferas políticas nacionales sino desde los EE. UU, otrora aliado de Colombia en la 

lucha contra el narcotráfico, pero que para el cuatrienio de Samper se mostraba bastante 

inconforme, por decir lo menos, respecto a la gestión del Gobierno en torno a ese delito. Bajo 

ese marco y según la perspectiva del gobierno estadounidense, Colombia fue desertificada 

por no cumplir con los objetivos mínimos de lucha contra el narcotráfico. Como si fuera 

poco, los EE.UU. retiraron la Visa al mismísimo presidente Samper por su presunta 

implicación dentro del “proceso 8000”.    

Bajo el marco de este tensionaste contexto, el Estado colombiano y sus cuerpos de seguridad 

siguieron funcionando a partir de las directrices y cambios desarrollados en el gobierno 

anterior. No obstante, como se verá a lo largo de éste capítulo, las medidas tomadas durante 

el gobierno anterior trajeron consigo no una ostensible mejoría del balance operacional para 

el Estado sino, todo lo contrario, una serie de errores de cálculo y de interpretación de la 



 
 

60 
 

situación operacional del país, lo que lo obligó a sufrir varios de los peores reveses militares 

de la historia para el Estado colombiano. 

LOS GRANDES GOLPES DE LAS FARC – EP: PUESTA EN MARCHA DE LA 

GUERRA DE MOVIMIENTOS  

Como se mencionó en el capítulo anterior, fue en la VIII Conferencia donde las FARC-EP 

decidieron implementar de manera progresiva y a una escala de tiempo de aproximadamente 

10 años de duración la que se conocería como guerra de movimientos. Este tipo de guerra se 

posiciona como una evolución a la clásica guerra de guerrillas en la cual un grupo armado 

evita cualquier confrontación directa con su enemigo, dejando para sí mismos el desarrollo 

de ataques rápidos – ya sean emboscadas, hostigamientos o breves escaramuzas – que 

generen bajas en el enemigo sin causar propias en el propio, abandonando el lugar 

rápidamente para evitar una refriega extensa con el grupo a atacar o con sus respectivos 

refuerzos. 

En ese orden de ideas, la guerra de movimientos consiste en el desarrollo de operaciones 

bélicas a gran escala donde el objetivo ya no es atacar y esconderse, sino desarrollar ataques 

de larga duración que fuercen la derrota del enemigo y, por consiguiente, la ocupación 

indefinida de un territorio para su control y dominio. Para alcanzar tales niveles de 

complejidad operacional, las guerrillas colombianas a lo largo de su historia se han 

desencantado por uno o varios modelos operacionales tomados de casos similares a nivel 

internacional, adaptándolos para el contexto, geografía y organización de las fuerzas armadas 

locales. 

Según el profesor Mario Aguilera (2013), la guerrilla de las FARC-EP optó por seguir el 

siguiente camino operacional para basar por medio de él las futuras ofensivas a realizar en 

contra de la Fuerza Pública: 

El modelo estratégico de las FARC es una mezcla del esquema del modelo de Guerra Popular 

Prolongada y del Modelo de Guerra Insurreccional; se trata de un modelo próximo al 

desarrollado por el sandinismo en Nicaragua. Estamos hablando de dos modelos de guerra 

para la toma del poder que cuentan con una amplia tradición en los esquemas marxistas y que 
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hunden sus raíces en dos famosas revoluciones: el insurreccional derivado de la revolución 

de octubre de 1917 y el modelo de GPP planteado en China por Mao Tse Tung (párr. 11). 

Por un lado, el modelo de GPP plantea el desarrollo escalonado de una guerra sostenida 

contra el Estado, la cual debe iniciar con una guerra de guerrillas para luego pasar a la guerra 

de movimientos y, por último, a la guerra de posiciones, asumiendo así un progresivo camino 

desde los campos y zonas rurales hasta las ciudades. Así mismo, dicha guerra debe conducir 

al cercamiento de las ciudades principales, especialmente de la capital del país en donde se 

desarrolle la GPP (Aguilera, 2013). Para el caso colombiano, el cercamiento de Bogotá 

tendría un efecto relativamente devastador sobre el Estado. Si bien Bogotá no es una 

metrópolis con una densidad habitacional que pudiese llegar a las decenas de millones de 

habitantes tal como ciudades como Sao Paulo (Brasil), Buenos Aires (Argentina) o CDMX 

(México), si representa todo lo que significa un Estado centralizado; es decir, alberga todos 

los ministerios, los cuarteles generales de las Fuerzas Militares y de Policía Nacional, medios 

de comunicación, pero por sobre todo, la sede de la Presidencia de la República, luego la 

toma efectiva de una ciudad de dichas características, sin duda, dejaría acéfalo a un Estado 

como el colombiano (Pizarro, 2018). 

Por otro lado, el modelo insurreccional implica el desarrollo progresivo de un levantamiento 

popular dentro de los centros urbanos más importantes, hecho cuya cúspide sería simultánea 

a una ofensiva guerrillera final sobre la ciudad capital y otras ciudades importantes (Aguilera, 

2013). Éste modelo en particular fue el predilecto a usar por la guerrilla del ELN. 

Así las cosas, se puede resumir de la siguiente manera el desarrollo por fases de la guerra 

insurreccional contrastando sus objetivos tanto políticos como militares. Si bien dichas fases 

se acordaron aún durante el desarrollo de la VII Conferencia, no tuvo mayores cambios a lo 

largo de los años – o no mientras las FARC-EP eran bastante optimistas frente a los resultados 

que podían obtener en la guerra contra el Estado, por lo cual resulta un ejercicio bastante 

ilustrativo sobre el tema: 
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Tabla N°7:  

La Guerra Popular Prolongada 

Fuente: (Aguilera, 2013, p. 4.).  

Como consecuencia de este cambio progresivo en su forma de operar, particularmente la 

guerrilla de las FARC-EP ejecutó durante el gobierno de Ernesto Samper algunas de las 

tomas a poblaciones, ataques a estaciones de policía y ataques a patrullas o instalaciones 

militares que más se recuerda en Colombia en los últimos años. Desde luego, antes, durante 

y después de los ataques que se mencionarán más adelante, hubo más acciones similares a lo 

largo y ancho del país que, por lo general, podían suceder al unísono en varias regiones del 

país asimilando la estrategia de la “guerra de la pulga”5 (Pizarro, 2018); sin embargo, las 

relacionadas a continuación son las que aún permanecen con mayor recordación entre los 

colombianos dada la ferocidad de los combates, la cantidad de bajas sufridas, pero en 

especial, por ser las ofensivas guerrilleras que más  

En ese sentido, entre las siguientes confrontaciones armadas, se encuentra la emboscada con 

mayor cantidad de bajas para el Ejército desde mediados del siglo XX (Emboscada en la 

                                                             
5 La “Guerra de la Pulga”, en alusión al proceso desarrollado por este tipo de animales sobre la superficie de 
otro ser viviente más grande, como un perro, es una estrategia militar consistente en atacar 
simultáneamente varios puntos de un territorio a la vez, forzando a la contraparte a reaccionar en múltiples 
frentes, lo que genera una  enorme percepción de inseguridad, pesimismo y, en el mejor de los casos, uno o 
varios cortos circuitos dentro del sistema de respuestas del enemigo, forzándolo a una derrota paulatina. 
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quebrada El Billar), la neutralización de la punta de lanza del Gobierno para la erradicación 

de cultivos ilícitos y destrucción de laboratorios para el procesamiento de los mismos, cuya 

misión era compartida por Ejército y Policía (toma del municipio de Miraflores) o la grave 

derrota infringida por la guerrilla a una de las unidades militares, en teoría, más fuertes que 

hacían presencia en el sur del país, además del despliegue mediático suscitado en ocasión de 

la entrega a una comisión humanitaria de la mayoría de los secuestrados durante la batalla 

(Las Delicias):  

Tabla N°8:  

Principales ofensivas guerrilleras según número de militares muertos y secuestrados6 

Acción Fecha Tipo de 
unidad 

Afectación 

Puerres, 
(Nariño) 

15 de abril de 
1996 

Ejército 31 muertos 

Las Delicias, 
(Putumayo) 

30 de agosto de 
1996 

Ejército 28 muertos 
60 secuestrados 

La Carpa, 
(Guaviare) 

7 de septiembre 
de 1996 

Ejército 22 muertos 

Patascoy, 
(Nariño) 

21 de diciembre 
de 1997 

Ejército 22 muertos 
18 secuestrados 

El Billar, 
(Caquetá) 

3 de marzo de 
1998 

Ejército 63 muertos 
43 secuestrados 

Miraflores, 
(Guaviare) 

3 de agosto de 
1998 

Ejército 
y Policía 

9 muertos 
22 desaparecidos 

Uribe, 
(Meta) 

4 de agosto de 
1998 

Ejército 35 secuestrados 

Fuente: (Pizarro, 2018, p. 53) 

El sucesivo desarrollo de este tipo de acciones ofensivas que parecían poco a poco desbordar 

la capacidad de respuesta de los militares y policías, especialmente en las zonas más remotas 

del país, generaba a su vez un casi obvio interés especial por la prensa, especialmente la 

prensa nacional, la cual no escatimaba esfuerzos en intentar buscar explicaciones que 

pudieran sustentar lo sucedido en diferentes puntos del país así como también de dar luces al 

Gobierno para reaccionar frente a lo que estaba sucediendo en aquel entonces. 

                                                             
6 Actualmente, algunos centros de investigación y medios de comunicación han desarrollado cronogramas 
que explican de manera más asequible el desarrollo de estas ofensivas, tal como la relacionada a 
continuación: http://especiales.semana.com/especiales/proyectovictimas/cronologia/index3.html  

http://especiales.semana.com/especiales/proyectovictimas/cronologia/index3.html
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Un ejemplo de lo anterior es el análisis desarrollado por Revista Semana a partir de los 

sucesos que giraban alrededor de la toma a la base militar de Las Delicias: 

Las imágenes desoladoras de las decenas de cuerpos dispersos en medio de las ruinas de la 

que fuera una de las guarniciones militares más importantes del Putumayo, sumadas a los 26 

ataques guerrilleros que se perpetraron casi simultáneamente en todo el país y a los que le 

siguieron durante toda la semana que culminó el viernes pasado con 19 muertos en El 

Capricho, en el Guaviare, les dejaron a los colombianos un fuerte sabor amargo y a los 

analistas muchas interpretaciones.  

La primera de ellas es que la intensificación de las acciones de la guerrilla en los últimos días, 

fue la revancha de las FARC por los operativos de la Policía y el Ejército contra los cultivos 

de coca.  

Otra, es que hace esa intensificación más bien parte de la estrategia que usualmente emplea 

la guerrilla cuando se abre alguna posibilidad de diálogo y es la respuesta militar que 

acompaña la carta enviada por 'Tirofijo' al presidente de la Comisión de Conciliación 

Nacional, Augusto Ramírez Ocampo en julio pasado.  

Para otros, el hecho de que se hayan tomado rehenes y se esté exigiendo para liberarlos la 

intermediación de una comisión internacional muestra el deseo de la guerrilla de 

internacionalizar el conflicto para ser reconocidos como fuerza beligerante de acuerdo con el 

Derecho Internacional Humanitario.   

Y para algunos más, se trata simplemente de la escalada estacional que por esta época del año 

suele hacer la subversión (Revista Semana, 1996, párr. 1-2).  

Sin embargo, más allá de lo que la prensa pudiera presentar por sí misma o de que pudiera 

citar lo dicho por parte de los portavoces militares luego de cada acción, no podía aclarar las 

razones tácticas y/o logísticas que realmente explicaban por qué el Estado colombiano sufría 

cada tanto un revés militar que lo dejaba muy mal parado frente a la opinión pública, la cual  

acostumbró a ver por televisión los reportes que mostraban las ruinas de las estaciones de 

Policía, en casi todo el país: Puerto Rico (Meta), Miraflores (Guaviare) y Campo Dos (Norte 

de Santander) … Luego, pasaban el listado de las personas que habían sido secuestradas y 

una foto en miniatura. Los familiares, por su lado, comenzaron a hacer manifestaciones y a 

exigir “canje humanitario” y, cada tanto, los comandantes guerrilleros enviaban pruebas de 

supervivencia de los cautivos. Pero, hasta ese momento, las condiciones de vida en la selva, 
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y los detalles bélicos de las tomas, eran aristas poco conocidas por la opinión pública (CNMH, 

2017, párr. 2). 

Figura N°4:  

Ruinas de la base antinarcóticos conjunta de Ejército y Policía en Miraflores (Guaviare) 

 

Fuente: (El Tiempo, 2018, párr. 1) 

FALLAS EN EL DESBOLAMIENTO CONTRAINRUGENTE DE LAS FUERZAS 

ARMADAS 

Los eventos anteriormente descritos sirvieron como muestra de la ineficacia que mostraba la 

Fuerza Pública en el marco de las reformas operacionales llevadas a cabo para combatir la 

intensificación de la guerra irregular desarrollada por los grupos armados ilegales. Lo anterior 

significó que las medidas tomadas por el gobierno de Cesar Gaviria y su cúpula militar habían 

sido, por decirlo menos, contraproducentes e ineficaces. 

En efecto, la siguiente es una radiografía periodística que refleja como en buena parte de la 

periferia del territorio nacional, algunos municipios con presencia guerrillera o paramilitar se 

habían convertido en zonas sin alguna presencia militar y/o policial que garantizase su 

seguridad frente a cualquier ofensiva de dichos grupos armados ilegales. Ésta situación, que 

ya venía configurándose como un grave problema de vieja data, no se explica mediante una 
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razón homogénea sino a partir de una serie de coyunturas especiales de cada zona, pero que 

apuntan directamente a la retirada y/o reducción ostensible de los miembros de la fuerza 

pública en cada lugar mencionado a continuación: 

Un centenar de hombres de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) entró al municipio 

de Puerto Lleras (Meta) el sábado para advertir a la población que ellos iban a asumir el 

control de la zona. Tras una toma de las Farc el 10 de julio pasado, este municipio se quedó 

sin fuerza pública. Las AUC advirtieron que no responderán por la vida de las personas con 

vínculos con la guerrilla. En el Meta hay 11 de los 29 municipios sin policías: San Juanito, 

El Calvario, Lejanías, Mapiripán, Puerto Concordia, Puerto Rico, Puerto Lleras, Uribe, 

Mesetas, Vistahermosa y La Macarena. Los cuatro últimos hacen parte de la zona de 

distensión. 

En Nariño no cuentan con puesto de policía los municipios de Sapuyes, Aldana, Contadero, 

El Rosario, San Pedro de Cartago, San Bernardo, Belén, Iscuandé, Roberto Payán, Maguí, 

Barbacoas, El Peñol, Ospina, Providencia, La Llanada y Mosquera. El caso más crítico es El 

Rosario, declarado zona roja. En Providencia y Barbacoas la guerrilla ejerce el control de 

todas las actividades. La Policía dice que la causa de la falta de agentes en tantos pueblos es 

que los pobladores por miedo a la guerrilla no arriendan un local para el funcionamiento de 

la institución. 

Luego de ataques guerrilleros, en los dos últimos años, han retirado los puestos de policía de 

los municipios de Guayatá, Tenza, El Espino, Panqueba, Gicán, San Mateo, Sativa Sur. 

Pajarito, Paya, Pisba y Labranzagrande. Se han reforzado los puestos de La Uvita, El Cocuy, 

Sátiva Norte, Boavita y Aquitania. Hace más de 15 años fueron retirados los agentes de las 

localidades de Chiscas, Covarachía, Jericó, Chita y Socotá. Para el Alcalde de El Espino, 

Jorge Elías Carreño, la salida de los policías es acertada, pues, según el Derecho Internacional 

Humanitario, las fuerzas en conflicto deben estar fuera del casco urbano para que la población 

civil no sea objetivo militar. 

Eje Cafetero: Cinco corregimientos en el Eje Cafetero se encuentran sin policía: San Antonio 

del Chamí, en el municipio de Mistrató (Risaralda); Pueblo Nuevo y Arboleda, 

corregimientos de Pensilvania (Caldas), y San Diego y Florencia, en el municipio de Samaná 

(Caldas) Valle del Cauca En el Valle del Cauca no ha sido retirada la policía de ningún 
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municipio, pero sí se ha reducido el número de personal en algunos pueblos. El municipio de 

El Cerrito pasó de 26 policías a 16. El caso más crítico es Florida, que tuvo hasta 40 

uniformados y ahora tiene la mitad. Como consecuencia, la delincuencia común se ha 

incrementado en un 15 por ciento, según dice el alcalde Abel Nieves. 

Cauca: De los 40 municipios del Cauca, ocho están sin presencia de la Policía: Silvia, Totoró, 

Caldono, San Sebastián, La Vega, Santa Rosa y Piamonte tienen una fuerte presencia 

subversiva a su alrededor. Villarrica no tiene Policía porque es un nuevo municipio. Las 

autoridades departamentales consideran necesaria una estación en Silvia debido a que la 

población depende del turismo y desde la incursión guerrillera en mayo pasado el pueblo está 

desolado. El promedio de agentes en una estación no supera los 30. Solo Santander de 

Quilichao, Puerto Tejada, Bolívar y Popayán cuentan con más de 30 agentes. 

Costa Caribe: En Bolívar, Sucre y Magdalena, algunas poblaciones no tienen puestos de 

policía desde hace más de un año por ataques guerrilleros. En Bolívar están sin puesto de 

policía, Cantagallo, Arenal del Sur, Rioviejo, Regidor, Montecristo, Tiquisio, Achí, Pinillos, 

Altos del Rosario, San Jacinto del Cauca, Hatillo de Loba, Barranco de Loba, El Peñón y 

Margarita. En Sucre: Colosó, Chalán, Morroa, Betulia, San Antonio de Palmito, La Unión y 

Caimito. En Magdalena, los corregimientos de San Pedro de la Sierra y Guacamayal en 

jurisdicción de Ciénaga; Santa Rosa de Lima y Buenavista, en jurisdicción de Fundación. 

Santander: Por falta de instalaciones para los agentes, la Policía desde hace varios meses no 

hace presencia en 22 municipios santandereanos: Albania, California, Capitanejo, Carcasí, 

Cepitá, Charta, Chipatá, Contratación, El Cerrito, El Guacamayo, El Peñón, Enciso, Guaca, 

Jordán, La Aguada, Macaravita, Molagavita, San Benito, San Miguel, Santa Bárbara, Santa 

Helena del Opón y Sucre. Uno de los más afectados es Capitanejo, que quedó sin policía 

desde el 30 de agosto de 1996 cuando guerrilleros destruyeron el cuartel. Nadie quiere invertir 

en el pueblo y los turistas ya no vienen, dijo un habitante (El Tiempo, 1999, párr. 9). 

Desde luego, el problema de la ausencia de pie de fuerza no era mínimo y suponía un 

problema grave toda vez que tanto las guerrillas como los grupos de autodefensa podían 

asumir – y asumieron - los roles de una Fuerza Pública inexistente en dichas zonas. Éste tipo 

de situaciones, a la luz de las interpretaciones del gobierno predecesor del presidente Samper, 

eran las que requerían el despliegue en terreno de las famosas brigadas móviles, las cuales 
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tendrían como eje operacional el despliegue de batallones de contraguerrilla, compuestos por 

cientos de los mejores hombres de la Fuerza Pública en lucha contrainsurgente, en aras de 

ocupar físicamente tanto las zonas que por algún motivo habían perdido presencia estatal 

como también las zonas rurales en la cuales los grupos armados ilegales habían configurado 

su retaguardia históricamente durante décadas. 

Sin embargo, ninguno de estos objetivos se cumplió a cabalidad; todo lo contrario, desnudó 

algunas de las mayores falencias operativas, logísticas y de recursos humanos que poseían 

las fuerzas y que solo fueron evidentes cuando los grupos guerrilleros dieron cuenta de ellas 

y las aprovecharon para su beneficio en el campo de batalla. 

En primer lugar, todo parece indicar que la selección de los nuevos miembros de las afamadas 

brigadas móviles se hizo bajo un criterio netamente cuantitativo y no cualitativo, es decir, 

priorizando el mero hecho de completar los cupos necesarios para agrupar a un batallón y, a 

su vez, a una brigada y relegando de paso la calidad de los nuevos conscriptos. El siguiente 

es un extracto de una entrevista concedida por el entonces cabo primero de Ejército Luis 

Arturo Arcila quien, en su momento, perteneció a la tercera de las nuevas brigadas móviles 

– y posteriormente secuestrado durante la batalla de la quebrada El Billar -, quien confirma 

la precariedad de algunos de los nuevos reclutas que integraron dichas brigadas: 

Hubo problemas de ambas partes, tanto la incorporación como la indisciplina, pero eso da 

mucho más que en la formación, había soldados que tenían más de dos años en esa 

incorporación de la Brigada Móvil N°3, incorporaron soldados de dos años, casi tres años. Y 

usted ¿Cuánto hace que prestó el servicio? (haciendo referencia cuando se le preguntaba a un 

soldado) dos años, ¿Dónde prestó? en el batallón de intendencia, uno quedaba ahí, muy 

verraco después de tantos años de prestar el servicio, y en un batallón de intendencia, en un 

rancho, y sacarlos de ahí a la línea de combate. La incorporación, es que, pues digamos, dan 

la orden de fundar la brigada móvil, que estaba pendiente para fundarse un tiempo después, 

pero como el ministro de defensa, Echeverri, ahí estaba mi general Manuel José Bonett 

Locarno, ahí estaba, bueno, ahí estaba la orden de fundar esa brigada a como diera lugar, 

entonces ahí es donde se da pie para incorporar toda esa clase de soldados. […] Pero un 

paisano que estuvo secuestrado conmigo me contó que — llegó un sargento que era del 
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distrito tal me llenó la cabeza de pajaritos, yo era celador en un conjunto, me preguntó 

¿Cuánto gana? yo le dije 180, y él me dijo vamos pal ejército, allá va a ganar 400, ¡uy! claro 

de una, créame que yo dejé de una el puesto tirado —, los que incorporaron fueron los del 

distrito. Y los que incorporaban, los oficiales y los suboficiales, tenían que llegar con los 

soldados a Bogotá y allá en Bogotá, yo me acuerdo en una ocasión, los cogía mi coronel 

Ceballos, sacaba la lista y les decía — soldado tal, pase al frente —, y si no servía le decía —

vaya devuélvase a su unidad —. Pero había tantas fallas porque necesitaban incorporar como 

fuera los mil y piola de soldados, eran 375 soldados por batallón… son mil y piola soldados, 

y no solamente eso, porque teníamos que arrancar con la instrucción y no todos los batallones 

estaban completos (…) Había un soldado que había prestado su servicio en San Andrés, 

imagínese el orden público en San Andrés, ese soldado estaba cagado (sic) del miedo, nunca 

había disparado. Había un soldado que lloraba, y uno le preguntaba, de donde viene usted, 

del Tenerife, de que compañía, de la Intendencia Local y estaba en el rancho (Cardona, 2015, 

p. 60). 

Así mismo, el teniente Edgar Matiz, quien figuraba como comandante de pelotón del Batallón 

de Contraguerrillas N°52, perteneciente a la Brigada Móvil N°3 y a la vez unidad 

parcialmente destruida durante la batalla en El Billar, confirma las sospechas sobre las 

falencias de los nuevos reclutas y la tácita improvisación con la que se desarrolló el 

reclutamiento de estos nuevos soldados: 

 

Lo que pasa es que eso comenzó mal desde la incorporación, si hubieran cogido los soldados 

que estaban prestando el servicio militar hubiera sido de pronto un poco más efectivo el 

entrenamiento, lo que pasa es que cogieron un poco de soldados, como había una urgencia, 

no sé, como bien lo dice bien el documento y tenían la imperiosa necesidad de formar la 

brigada móvil tres, por la presión que había del orden público, bueno, muchas circunstancias, 

necesitaban necesariamente formar rápidamente la brigada móvil. Primero, organizaron los 

cuadros, comenzaron, mandaron a las unidades, al que llegaba el coronel le decía… este, no 

fue una política, no hubo selección, el que mejor le parecía ese lo mandaban allá, lo mismo 

hicieron con los soldados, dieron la orden de incorporar un poco de gente que no le hicieron 

las debidas selecciones del caso para poderlos incorporar (Cardona, 2015, p. 61.). 
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Para confirmar las versiones expuestas por los militares en mención, adicionalmente se 

muestra a continuación la relación de varios de los soldados muertos en El Billar y la 

experiencia previa que habían adquirido durante su periodo de servicio militar: 

 

Tabla N°9:  

Soldados muertos en la batalla de El Billar y su último año de servicio militar 
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Fuente: (Cardona, 2015, p. 61) 

 

Lo anterior permite inferir que el sistema de reclutamiento, clasificación del personal y la 

conformación de las brigadas móviles, puntas de lanza para la lucha contrainsurgente se 

desarrolló de forma bastante deficiente, otorgándole a la parte guerrillera una ventaja que 
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sabía aprovechar muy bien teniendo en cuenta la experiencia en combate que muchos de sus 

miembros ya poseían.  

Otro grave problema que enfrentó inmediatamente el Gobierno, además de la deficiente 

confirmación de sus nuevas unidades élites, era la cantidad de hombres – aunque mal 

entrenados y equipados – que se encontraban desplegados frontalmente para el combate y la 

distribución de los mismos en el área de operaciones. 

En primer lugar, se debe resaltar que uno de los muchos indicadores utilizados para observar 

la eficacia de un ejército en una guerra es el que se conoce como Relación Combate – Apoyo 

(RCA), el cual no es más que la proporción de soldados que están en la línea de frente, 

ejecutando las operaciones militares directamente frente a los soldados que se encuentras 

ejerciendo tareas de apoyo para el combate, labores administrativas o incluso, recibiendo 

formación y/o reentrenamiento militar (Echeverri, Morales & Vargas, 2013). Este indicador 

es muy importante no solo porque permite evaluar la eficacia de un ejército respecto a los 

recursos humanos y logísticos que posea, sino que, de paso, permite entrever que tan 

organizado se encuentra para atender situaciones determinadas, tal como es el caso de 

enfrentar un conflicto armado como el colombiano. 

Para el caso colombiano, según cálculos realizados por el Departamento Nacional de 

Planeación y cuya información es el único antecedente administrativo existente para la época, 

la RCA presente en el Ejército tendía a ser de 1:8, es decir, por cada soldado que se 

encontraba en la línea de frente combatiendo – generalmente pertenecientes a unidades de 

infantería, caballería y/o la recién creada aviación del ejército- existían alrededor de ocho 

soldados desempeñando actividades de apoyo – ya sea como soldados pertenecientes a 

unidades de artillería, ingenieros, comunicaciones, logística, intendencia, cuerpo 

administrativo, justicia penal militar o los que recién estaban siendo formados y/o 

reentrenados - (Echeverri, Morales & Vargas, 2013). 

En ese sentido, llama poderosamente la atención varios aspectos: en primer lugar, dicha RCA 

resulta bastante abultada si se tiene en cuenta, por ejemplo, que los EE. UU poseían una RCA 

de 1:7 durante su caótica estadía en Vietnam (Pizarro, 2018); es decir, guardando las 
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proporciones, EE. UU poseía una mejor eficacia de administración de recursos humanos en 

un país al extremo lejos de la costa oeste norteamericana que el ejército colombiano que 

peleaba en su mismo territorio. Desde luego, existen varias explicaciones que podrían 

sustentar la idea de tener un ejército poco eficiente, relativamente hablando. 

Por un lado, la existencia de un sistema de prestación de servicio militar obligatorio bajo 

varias modalidades influye mucho en la decisión de hacia dónde deben ser conducidos los 

nuevos reclutas. Generalmente, bajo el marco de la ahora derogada ley 48 de 1993 por la cual 

se reglamentaba el servicio de reclutamiento y movilización, los jóvenes que al momento de 

ingresar a prestar servicio militar ya se han graduado de grado 11° y, por ende, obtenido su 

título como bachilleres, podían prestar servicio militar como soldados bachilleres, quienes 

por derecho no son ni eran destinados a las zonas rojas de orden público más delicadas. Éste 

personal ingresaba – y aún lo hace - de inmediato a los batallones dentro de las ciudades 

principales – especialmente batallones de Policía Militar, de intendencia o especiales como 

el Batallón Guardia Presidencial-.  

Por el contrario, a los jóvenes que por alguna circunstancia no lograron culminar su 

bachillerato o que, al haberlo hecho, ingresaron voluntariamente o de forma arbitraria como 

soldados regulares, eran destinados a las zonas rojas de orden público donde los embates de 

la guerrilla eran más intensos. De éste último grupo de soldados era que se alimentaba, cada 

18 o 24 meses según el caso, buena parte del grupo de soldados que participaban directamente 

del combate, si bien algunos soldados regulares terminaban también en labores 

administrativas de sus respectivas guarniciones. 

Bajo ese panorama de reclutamiento, antes de iniciar el periodo presidencial de Andrés 

Pastrana, el Ejército contaba con alrededor de 36 000 soldados bachilleres y 57 000 soldados 

regulares (El Tiempo, 2001) una proporción que invertía casi un 45% de la tropa recluta en 

labores de apoyo indirecto al combate, eso sin contar con los tan solo aproximados 23 000 

soldados voluntarios (régimen anterior al soldado profesional actual) que estaban distribuidos 

a lo largo y ancho del país. 
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Ahora bien, la distribución en el territorio nacional de dichos soldados que ya poseían 

falencias de entrenamiento significó, a su vez, en un nuevo error estratégico por parte del 

Gobierno y el alto mando que formularon unos años antes la creación y puesta en marcha de 

las brigadas móviles. 

Tal como se mencionó en el primer capítulo, la concepción de la creación de las brigadas 

móviles dentro del Ejército giraba en torno a la idea de la ubicación física de las tropas a lo 

largo y ancho del territorio nacional, con la idea de ocupar cada centímetro y generar así una 

hipotética sensación de presencia estatal por medio de sus fuerzas armadas. No obstante, 

crear unidades de combate nuevas y distribuirlas por todo el territorio nacional con las fallas 

reiterativas ya mencionadas implicaba por si solas muchos riesgos a tomar. En primer lugar, 

llevar a cientos de miles de hombres a regiones periféricas de una nación tan geográficamente 

complicada necesita de un sistema de abastecimiento y de apoyo lo suficientemente robusto 

para el soporte de las operaciones más difíciles. Sin embargo, elementos tales como la 

presencia de tres cordilleras que atraviesan de sur a norte el país y, por ende, la carencia de 

un sistema ferroviario desarrollado (Pizarro, 2018), así como grandes zonas del territorio 

aisladas por la falta de infraestructura vial forzaban a las unidades logísticas de las fuerzas 

armadas a extender demasiado sus líneas de abastecimiento en, algunos casos, hasta el punto 

de no garantizar su trabajo para con las unidades más lejanas. 

Generalmente, este tipo de problemas suelen ser resueltos por la Fuerza Aérea o, en su 

defecto, por los cuerpos de aviación respectivo de cada fuerza, No obstante, y tal como 

sucedió en muchos casos, la Fuerza Aérea Colombiana y las aeronaves de la aviación de 

Ejército – que hasta 1998 solo se encontraban disponibles unos 76 aparatos para todo el 

territorio nacional (El Tiempo, 2001) no contaban con la suficiente autonomía de vuelo; es 

decir, podían despegar y llegar al sitio de los combates, pero no contaban con suficiente 

combustible para regresar al punto de origen. 

Lo anterior obligó, en muchas situaciones de tomas guerrilleras, ataques a estaciones de 

policía o emboscadas a patrullas del ejército, a que las propias fuerzas armadas no fuesen 
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capaces de llevar refuerzos hasta los sitios de combate sino hasta varios días después, solo 

para encontrar cadáveres, heridos y ruinas por todos lados7. 

En ese orden de ideas, la intención de distribuir una cantidad fija de hombres en territorios 

tan grandes obligaba a que fueran distribuidos en grupos pequeños para poder cumplir la 

meta de control territorial mediante ocupación física del territorio. Grave error. Si bien esta 

errónea estrategia se inició con el presidente Gaviria, fue durante el periodo del presidente 

Samper en donde la guerrilla logró darse cuenta de dicho error (Echeverri, Morales & Vargas, 

2013), aprovechándolo al máximo al ejecutar devastadores golpes a la fuerza pública tal 

como los mencionados al principio de éste capítulo. Así, los desarrollos de los 

acontecimientos eran sencillos y, al mismo tiempo, devastadores: la guerrilla era capaz de 

reunir cientos o miles de combatientes en un solo lugar si así lo requería sobre una unidad 

militar o una población de la que sabían de antemano no podía ser apoyada con refuerzos 

durante horas o incluso días. De ésta manera, en proporciones de 10:1 a favor, los guerrilleros 

atacaban las unidades acantonadas en los sitios hasta el fin de la munición de los militares o 

hasta que se rindieran luego de haber sufrido cuantiosas bajas. Éste mismo panorama se 

repetía una y otra vez.  

Si bien las falencias descritas previamente se vinieron presentando desde el Gobierno 

Gaviria, sus efectos adversos seguirían afectando a la Fuerza Pública hasta un periodo tardío 

del Gobierno Pastrana, tal como se verá más adelante. Mientras eso sucedía, la opinión 

pública no solo nacional sino también la internacional le pasaba factura a la credibilidad, 

legitimidad y confianza al Estado colombiano por las evidentes fracturas en seguridad y por 

la coyuntura política del momento. 

Al respecto, algunos de los comentarios más críticos contra la administración Samper y la 

Fuerza Pública a su disposición provino desde EE. UU, su aliado más fuerte en la región, el 

cual había enviado alrededor de 200 militares estadounidenses con el objetivo de cuidar 

puestos de radar estratégicos que vigilaban de cerca las rutas aéreas de narcotráfico; además 

                                                             
7 Emboscadas como la del caño El Billar (Caquetá) o tomas a poblaciones como la acontecida en Mitú 
(Vaupés) o ataques a puestos militares como en Las Delicias carecieron de un oportuno apoyo de aeronaves 
con fuego de apoyo cercano, abastecimiento y refuerzos. 
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de entrenar en tácticas de contrainsurgencia y operaciones especiales a la tropa colombiana 

(Farah, 1998). En efecto, la ayuda estadounidense partía de un contexto que, a la luz de lo 

que podían observar desde Washington, parecía frenéticamente desesperado para el Estado 

colombiano y la lucha en contra de los grupos armados ilegales. 

A finales del gobierno Samper, la Agencia de Inteligencia de Defensa de EE. UU – en 

declaraciones filtradas por el diario The Washington Post –rindió un informe bastante 

preocupante sobre la situación en terreno para Colombia en materia de seguridad. Por un 

lado,  

(…) concluyó que los militares de Colombia, luchando contra una insurgencia marxista 

financiada por millones de dólares del comercio de cocaína y heroína, podrían ser derrotados 

dentro de cinco años, a menos que el gobierno de Bogotá recupere la legitimidad política y 

sus fuerzas armadas se reestructuren drásticamente (Farah, 1998, párr.1) 

El informe, catalogado por el diario como uno de los más sombríos respecto a la situación 

vivida en Colombia, es enfática en desnudar algunas de las peores falencias que sufría la 

Fuerza Pública colombiana y que coincide con varios de los aspectos tratados previamente 

en esa investigación. Así, la DIA sostuvo sin mayores distancias a la realidad que 

 

(…) el ejército colombiano ha demostrado ser inepto, mal entrenado y mal equipado. De los 

120,000 miembros de las fuerzas armadas, solo 20,000 están equipados y preparados para el 

combate, según fuentes de inteligencia estadounidenses. La doctrina militar estándar sostiene 

que un ejército regular necesita una ventaja de 10 a 1 en tamaño para derrotar a una 

insurgencia bien equipada y firme (Farah, 1998, párr. 6). 

 

Por otro lado, aunque sin mencionar fuentes que corroboraran lo dicho en terreno, la DIA 

expresó que las guerrillas poseían una pequeña flotilla de aeronaves para el transporte de 

altos mandos de los grupos armados, así como abundante material de guerra entre el que se 

encontraban cantidades ingentes de misiles tierra-aire y otros lotes de armamento post-

soviético a su disposición producto de las ganancias obtenidas por la práctica de narcotráfico 

(Farah, 1998). En ese sentido, la misma agencia sostuvo que hacía diez años “según 
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funcionarios de inteligencia colombianos, los guerrilleros mantenían presencia en 173 

municipios; ahora, dicen las fuentes, están operando en cerca de 700” (Farah, 1998, párr.7). 

Por si fuera poco, el diario informó sobre un intercambio postal entre el general Charles 

Wilhem, Jefe del Comando Sur de los EE.UU., cuya zona de interés geoestratégico es toda 

América Latina y el general Manuel José Bonnet, comandante del Ejército colombiano, en 

donde este último supuestamente reconoció, con una particular sinceridad, el desbalance 

estratégico en el que se encontraban él y sus hombres en el teatro de operaciones. 

En una carta del 6 de abril al general Bonnet, Wilhelm dijo que "en este momento las fuerzas 

armadas colombianas no están en condiciones de enfrentar y derrotar a los 

insurgentes...Colombia es la más amenazada en el área bajo la responsabilidad del Comando 

Sur, y es de urgente necesidad de nuestro apoyo" (Farah, 1998, párr. 11). Por su parte, Bonett, 

quien hizo pública la carta, estuvo de acuerdo al afirmar que las fuerzas armadas colombianas 

están en "una posición de inferioridad" a los rebeldes y agregó que aceptaría con gusto la 

ayuda militar de Estados Unidos, incluso las "bombas atómicas" (Farah, 1998, párr.12). 

Evidentemente, un total desespero y caos por la mente de quien fungiese como líder de 

decenas de miles de soldados que encontraban cada vez más difícil la situación enfrentando 

a sus adversarios guerrilleros – como los denominaría el general Tovar – ahora más 

fortalecidos que nunca desde su creación en la década de los años 60. 

PRIVATIZACIÓN DE LA SEGURIDAD: AMBIGUEDADES Y TOLERANCIAS 

FRENTE A GRUPOS PARAMILITARES  

Durante el mismo relato escrito por Farah, un hecho llama poderosamente la atención toda 

vez que puede resumir, en buena medida, uno de los defectos madre que inspiraba la comisión 

de toda la cadena de fallas vista anteriormente. En marzo de 1998, en el ocaso del Gobierno 

Samper, el general Wilhelm mencionó con preocupación durante una audiencia ante el 

Congreso de los EE. UU que "La principal vulnerabilidad de las fuerzas armadas 

colombianas es su incapacidad para ver amenazas, seguida de cerca por su falta de 

competencia para evaluarlas e involucrarlas" (Farah, 1998, párr. 10). 

 No obstante, lo que no sabía el general Wilhelm en su momento era que dicha incapacidad 

por parte de las Fuerzas Armadas no era solamente un hecho coyuntural de la época, sino que 
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era herencia de una incapacidad mucho mayor que provenía de estamentos superiores a los 

ocupados por las cúpulas militares y que trascendía del ámbito militar para ser sufrido a nivel 

Estado. 

Claramente, y como se ha logrado evidenciar durante gran parte del presente texto, el Estado 

colombiano ha sido, en distintos modos, incapaz de resolver por sí solo la problemática de 

ejercer un pleno control de territorio (Pizarro, 2004) en las regiones más apartadas del país, 

en donde caben las zonas de frontera y las zonas de difícil acceso por cuenta de su geografía, 

deficiencias en infraestructura civil, o ambas. 

Si bien esta falla se ha dado prácticamente desde el inicio de Colombia como república 

independiente, el crecimiento en hombres de las guerrillas y sus cambios doctrinales y 

operaciones desnudaron aún más ese particular defecto (Pizarro, 2004), el cual cobraba 

mayor vigencia para finales de los años noventa. Por esta razón, han sido múltiples los 

esfuerzos de los gobernantes de turno para encontrar salidas eficientes a su problema de 

control de territorio y, con él, de garantía de seguridad para los habitantes y de estricto 

monopolio de las armas por el Estado. No obstante, varios de esos esfuerzos se enmarcaron 

en medidas poco convencionales que solían confundir – u obviar intencionalmente – la ultra 

línea roja de la legalidad, todo en aras de delegar en la medida de lo posible las cargas en 

seguridad y control territorial que las Fuerzas Militares y de Policía no podían conllevar. 

Según Pizarro (2004), el cruce de dicha línea reside en una serie de ambigüedades y 

distinciones frente a dichos grupos armados ilegales a lo largo de varias décadas. En efecto, 

ese vacío se desarrolló bajo el marco de una total  

(…) ambigüedad en su caracterización y tratamiento. No solamente ha habido una constante 

oscilación entre su reconocimiento como actores políticos y el calificativo de grupos 

criminales, sino en el hecho de que distintos estamentos del Estado tengan diferentes 

relaciones con estos grupos (convivencia pragmática, apoyo encubierto o abierto, 

indiferencia) (Pizarro, 2004, p. 129). 

Para la muestra, un botón. Si bien el general Rojas Pinilla por medio del Decreto 1814 del 13 

de junio de 1953 trasladó a la Policía Nacional a la jurisdicción administrativa del Ministerio 
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de Defensa (denominado previamente Ministerio de Guerra) con el objetivo de nacionalizar 

y despolitizar a la institución (Comisión Histórica del Conflicto, 2015) llevando de paso al 

fin de las “sub-policías” regionales que habían actuado como 

“coordinadores y legitimadores de redes civiles radicalizadas” (Comisión Histórica del 

Conflicto, 2015, p. 68), decisiones políticas de gobiernos posteriores al de él no solo 

terminaron por controvertir dicha acción sino también legitimando, vía decretos, la 

privatización de la seguridad en regiones del país donde se dieran las condiciones 

establecidas por ley para hacerlo. 

En efecto, en 1965, ante el fenómeno del bandolerismo y la formación de las guerrillas 

postrevolución cubana: 

(…) el Gobierno promulgó, bajo el estado de excepción, el 

Decreto 3398 que establecía en su artículo 25 que “(…) todos los colombianos, hombres y 

mujeres, no comprendidos en el llamamiento al servicio militar obligatorio, podrán ser  

utilizados por el Gobierno en actividades y trabajos con los cuales contribuyan al 

restablecimiento de la normalidad”. Y, en el art. 33, parágrafo 2, el Decreto añadía que “el 

Ministerio de Defensa Nacional, por conducto de los comandos autorizados, podrá amparar, 

cuando lo estime conveniente, como de propiedad particular, armas que estén consideradas  

como de uso privativo de las Fuerzas Armadas”. Este Decreto fue convertido en legislación 

permanente en 1968 (Comisión Histórica del Conflicto, 2015, p. 68). 

Tales prerrogativas redactadas por el alto Gobierno sembraron un auge para la creación de 

grupos paramilitares que se iría consolidando en dos momentos: uno, durante el surgimiento 

de los primeros grupos paramilitares en el Magdalena Medio en 1977 (Pizarro, 2004) y, en 

un segundo momento, durante el apogeo paramilitar posterior a la muerte de Pablo Escobar. 

En ese sentido, la conformación de dichos grupos estuvo cimentado en los siguientes cuatro 

aspectos:  

(a)La insubordinación de élites rurales legales, que se sentían desprotegidas por parte del 

Estado frente al secuestro y la extorsión; (b) el protagonismo de élites ilegales, en especial 

las mafias de las drogas ilícitas; (c) la participación de amplios sectores de la clase política y 
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(d) la participación de miembros de las agencias de seguridad del Estado (Comisión Histórica 

del Conflicto, 2015, p. 69). 

Las sumas de los 4 aspectos en mención generaron un caldo de cultivo perfecto para que el 

entonces presidente Cesar Gaviria, alarmado por el evidente desbordamiento y falta de 

control institucional por parte del Estado frente a este fenómeno, decidiera redactar el 

Decreto 356 de 1994, con la intención de regular “nuevos servicios de seguridad privada que 

pudiesen operar dentro de la regiones con mayor alteración de orden público por la acción de 

las guerrillas (Comisión Histórica del Conflicto, 2015). Sin embargo, tal como lo reconoce 

investigadores como Eduardo Pizarro y Francisco Gutiérrez, éste intento de regulación de los 

grupos ya existentes era una acción bastante ingenua porque a pesar de sus intenciones y 

supuestos alcances, no podía atajar los efectos desarrollados por los aspectos sobre los cuales 

se cimentaban dichos grupos en regiones azotadas por la guerrilla (Comisión Histórica del 

Conflicto, 2015). Dicha hipótesis se sustenta toda vez que aún en 1989, en el gobierno Barco, 

se diseñó el Decreto 0815 mediante el cual se suspendió la aplicación de los artículos 25 y 

33(3) del Decreto 3398, en un esfuerzo a la larga inútil para aclarar que el 3398 no era una 

autorización legal para la conformación de grupos de civiles armados al margen de las 

legislaciones vigentes y, especialmente, al margen de la “tutoría” de las autoridades militares. 

Ahora bien, durante el periodo de gobierno de Samper, la recién creada Superintendencia de 

Vigilancia y Seguridad Privada – ente administrativo de velar por las regulaciones ya 

mencionadas – decide mediante una resolución del 27 de abril de 1995 remodelar los ya 

creados “servicios de seguridad privada prestados mediante cooperativas, juntas de acción 

comunal o empresas comunitarias” y unirlos bajo la égida de la figura de las CONVIVIR, o 

como se denominaban oficialmente, las Asociaciones Comunitarias de Vigilancia Rural. 

Dichas cooperativas, que fueron concebidas inicialmente solo como organizaciones que 

apoyarían con labores de inteligencia a las autoridades convencionales (Leal Buitrago, 2006), 

estaban proyectadas para ser creadas de forma masiva. En ese contexto “en abril de 1995, el 

ministro Botero informó a la opinión pública que se habían creado más de 40 cooperativas y 

que esperaba poner en marcha 500 en el resto del año y extender esta esa estrategia a las 
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ciudades” (Leal Buitrago, 2006, p. 138). Éstas cooperativas, al contrario de lo que buscaba 

el Decreto 0815, si eran resultado de una permisividad estatal para la creación de grupos de 

civiles armado, cuyas tutorías, en cambio, si estarían impartidas por las autoridades militares 

de cada una de las regiones, en un esfuerzo por legitimar a estos grupos bajo un marco de 

acción legal e institucional. Desde luego, a pesar de los esfuerzos políticos (Dávila et al., 

2000) e institucionales para mantener bajo control a dichas asociaciones, muchas de ellas 

“fueron rápidamente cooptadas por los jefes paramilitares en auge, agravando la privatización 

de la seguridad rural” (Comisión Histórica del Conflicto, 1999, p. 69). 

Figura N°5:  

Publicidad de las CONVIVIR en Urabá 

Fuente: (Pabón, 2015) 

Según Dávila et al. (2000), una de las causas para revivir un fenómeno político-militar tan 

nefasto para las comunidades rurales en donde dichas asociaciones cooptadas hacían 

presencia fue la ausencia de una articulación eficaz entre estrategia política y planes militares, 

actuando cada una por sí sola y en detrimento de la seguridad para favorecer los intereses de 

cada lado. En ese sentido, Dávila et. al (2000) advierte que el planteamiento hecho desde el 

Ministerio de Defensa – en cabeza de Fernando Botero - para la creación de las CONVIVIR 



 
 

82 
 

obedecía “a una vieja aspiración de los militares y que no puede dejar de interpretarse como 

una concesión por parte del ministro Botero a la Cúpula militar” (p. 157) aún en contravía a 

lo expuesto por distintos sectores políticos y voces dentro del Gobierno Nacional. 

Frente a este panorama, según Pizarro (2004), eventualmente 

Se fue creando una subordinación creciente del Estado y sus Fuerzas Armadas hacia todo tipo 

de organizaciones locales de seguridad, incluyendo los grupos de autodefensa y las 

organizaciones paramilitares propiamente dichas. Es decir, se generó una relación de 

dependencia hacia estas organizaciones, sin las cuales el Estado podía correr el riesgo de ser 

desbordado, generándose eventualmente contrapoderes locales (p. 130). 

Prueba de esa insubordinación es la declaración del Superintendente de Vigilancia y 

Seguridad Privada de aquel entonces, Hernán Arias Gaviria, quien manifestó lo siguiente:  

A los señores de las fincas de la sabana de Bogotá les decían: ‘Nosotros les ofrecemos 

seguridad… ¿Quieren seguridad? Se la ofrecemos, dennos la plata y no pregunten’. ¿Qué 

respuesta tiene el Estado frente a esto? Hay dos: Una, niega esa realidad y dice que no existe, 

eso no es cierto. O bien, acepta esa realidad y trata de meter a esa gente dentro del Estado, 

al pie de su fuerza pública, de su ejército, de su policía, de su infantería de marina, al lado 

de ellos, con la vigilancia de ellos, con tutoría del Estado, dentro de un marco legal. Esta es 

la importancia de las Convivir (Revista Ciendías, 1997, p. 29) 

Las particulares declaraciones del Superintendente Arias dejan un vaho de preocupación, 

toda vez que no aclara que alcances pudieran llegar a tener esas supuestas vigilancias y 

tutorías que debían ejecutar las autoridades militares y de policía en terreno. Desde luego, las 

fallas – u omisiones – por parte de las autoridades militares que debían garantizar el correcto 

funcionamiento de dichas cooperativas, evidenciaron que varias de éstas excedieron sus 

funciones legales para la comisión de varios delitos, incluidos desplazamiento forzado y 

asesinatos en persona protegida – contra personas sindicadas de ser auxiliadoras de la guerra 

o inclusive, de rehusarse a integrar alguna de las cooperativas en sus lugares de origen 

(CINEP, 2003). 
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En efecto, en el año de 2002, el CINEP recoge un apartado del informe hecho por la ONG 

Human Rights Watch respecto a la múltiple comisión de delitos en sus zonas de influencia, 

acompañas con el beneplácito de tropas del Ejército Nacional:  

En 1997 – en punto más allá de la mitad del gobierno de Samper- recibimos informaciones 

creíbles que indicaban que las CONVIVIR de las regiones del Magdalena Medio y el sur del 

Cesar estaban dirigidas por conocidos paramilitares y habían amenazado con asesinar a 

colombianos considerados simpatizantes de la guerrilla o que se habían negado a inscribirse 

en las cooperativas. El 3 de febrero, un grupo de CONVIVIR que al parecer patrullaba con la 

XIV Brigada del Ejército en las cercanías de San Francisco, en Santander, ejecutó y 

desmembró los cuerpos de Norberto Galeano, Reynaldo Ríos y un anciano de setenta años. 

Dos meses antes, el mismo grupo había sido relacionado con la masacre de al menos siete 

personas en las aldeas vecinas de La Congoja y Puerto Nuevo, lo cual provocó el 

desplazamiento en masa de más de 700 residentes (CINEP, 2003, p.3). 

Como si fuera poco, la comisión de éstos y más delitos fueron posibles gracias a las 

inconsistencias encontradas dentro de los armamentos y dotaciones entregadas a dichas 

cooperativas. A pesar de que el Gobierno advertía que dichas organizaciones podían ser 

sujetas de dotaciones de armamento y equipo restringido, se estableció en 1996 que 60 de 

estas organizaciones, habían sido dotadas con armamento para uso exclusivo de las Fuerzas 

Militares y que no solo constaba de armamento largo y corto sino de armamento mediano 

para apoyo de combate; es decir, armas usadas cuando se desarrollaban combates entre 

grandes unidades militares: 

Como consta en las actas del Comité Consultor de la Superintendencia, de enero a diciembre 

de 1996 esta entidad aprobó para las convivir la compra de 422 subametralladoras, 373 

pistolas 9 mm, 217 escopetas de repetición, 17 ametralladoras Miniuzi, 70 fusiles, 109 

revólveres 38 largo y 41 armas de uso restringido -que pueden ir desde fusiles Galil hasta 

ametralladoras M-60, lanzacohetes, granadas de fragmentación, rockets y morteros (CINEP, 

2003, p. 2). 

Por éstas razones, en 1997, ya la Corte Constitucional evaluaba la constitucionalidad del 

Decreto 356 y, de paso, funcionamiento de dichas cooperativas, argumentando que  
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Las Convivir violan el principio del monopolio legítimo de la fuerza por parte del Estado. El 

ordenamiento constitucional sólo ampara el ejercicio individual de la legítima defensa, no el 

colectivo. Las Convivir violan el derecho internacional humanitario, al poner a la población 

civil en la mira de los agentes del conflicto. Estas organizaciones degeneran en grupos 

criminales (Vallejo, 1997, párr. 2). 

Sin embargo, y a pesar de los actores generadores de violencia presente en la permanencia 

de las CONVIVIR en las zonas, la Corte declaró constitucional la existencia de las mismas, 

no obstante, obligándolas a devolver el armamento privativo de las Fuerzas Militares que 

tenían bajo su poder, además de serles aplicadas otras restricciones. Finalmente, desde la 

Federación Nacional de CONVIVR accedieron unilateralmente al desarme y 

desmovilización ordenada de la mayoría de dichas cooperativas, dejando como rezago los 

grupos que terminaron anexionándose a las unificadas Autodefensa Unidas de Colombia, 

bajo el mando de Carlos Castaño. 

Desde luego, según Pizarro (2004), se puede concluir por obvias razones que “esa 

permisividad hacia los grupos paramilitares ha sido uno de los peores errores que ha cometido 

la élite colombiana” (p. 130). Así mismo, como sostiene Juan Linz (citado por Pizarro, 2004), 

un gobierno pierde legitimidad si 

Permite a grupos organizados con disciplina paramilitar, cuyo propósito es usar la violencia 

con fines políticos, emerger en la sociedad. Tales grupos tienen la propensión de llegar a ser 

más y más autónomos, tienden a desarrollar su propia ideología y propósitos y, en general, 

tienden a ser refractarios a los gobiernos elegidos democráticamente (…) Sin duda, la 

tolerancia de un régimen democrático hacia la creación de organizaciones paramilitares por 

parte de oposiciones desleales, crea una amenaza muy seria para su existencia (…) (p. 130). 

 

HACIA UNA IMAGEN DE INEFICACIA Y FALTA DE RETROSPECTIVA 

Hasta el momento, el desempeño del Estado y de la Fuerza Pública que vela por él había sido, 

por decir lo menos, caótica. La evolución del conflicto armado entre el Estado y 

especialmente las guerrillas había dejado muy mal parados a todos los estamentos militares 
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y políticos que confiaban en los primeros para darle vuelta a una ofensiva guerrillera 

sostenida y que ya estaba produciendo costosos golpes contra la moral de la tropa y la 

confianza no solo del Estado, sino también de la ciudadanía. 

En esa situación, lo que se espera de la parte que está siendo constantemente golpeada es que 

reaccione, evalúe sus daños, analice sus fallas y tome medidas a partir de una visión en 

retrospectiva para darle vuelta a una situación negativa para retomar la ventaja en el teatro 

de operaciones. Sin embargo, las distintas iniciativas de mejora (si bien con muchas fallas tal 

como se ha visto) adelantadas por el gobierno de Cesar Gaviria y que pronto serían vistas 

durante el Gobierno de Andrés Pastrana, brillaron por su ausencia durante el Gobierno 

Samper más allá del monstruo creado con la conformación de las ya tristemente célebres 

CONVIVIR. 

En efecto, Leal Buitrago (2006) advierte que, si bien durante el gobierno Gaviria se creó una 

nueva brigada móvil, continuando con la herencia tomada de las políticas de Barco, así como 

se aumentó el número de soldados voluntarios – que hoy se conocen como soldados 

profesionales – desde unos 2000 hasta unos 23000 y se delegó el Ministerio de Defensa por 

primera vez en su historia a un civil – por cierto, siendo el 1° ministro civil Rafael Pardo-, 

entre otras políticas con menor relevancia o menor éxito, durante el periodo de Samper no se 

desarrollaron grandes cambios o mejoras en ese ni en otros sentidos. Según Leal B. (2006): 

Durante el cuatrienio de Samper no aumentó el número de soldados voluntarios, ni se intentó 

ninguna variación significativa en la función operativa para enfrentar a la subversión y a los 

paramilitares. Los cambios que hubo se orientaron a multiplicar las unidades, dentro del 

esquema de crecimiento vegetativo, sin expandir el número de efectivos. Tampoco varió la 

proporción de efectivos disponibles para fines operativos, que se mantuvo en cerca de la 

tercera parte del total (p. 164). 

Lo anterior, en primer lugar, confirma la crónica dispersión de las tropas a lo largo y ancho 

del país que se trató a inicios de este capítulo, diluyendo cada vez más el peso ofensivo y 

defensivo que podían ejercer en un combate. Así mismo, revela que el gobierno Samper 

mostró un particular interés por la creación y/o reforma de nuevas unidades militares con la 
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misma cantidad de hombres y mujeres en sus filas, lo que permitiría pensar que las fallas que 

se han analizado hasta el momento, podrían haberse presentado en algún momento y en 

distintas proporciones en las nuevas unidades militares. A propósito, Leal Buitrago (2006) 

realiza una breve reseña sobre las nuevas unidades creadas bajo el gobierno Samper, sobre 

las cuales existen en algunas de ellas insuficiencias tales como el ya mencionado crecimiento 

vegetativo, así como el solo representar cambios de nombre o para responder por más áreas 

jurisdiccionales con la misma cantidad de recursos: 

-Activación II Brigada de Infantería de Marina con cuartel general en Buenaventura, 

concebida como un mensaje dirigido a la Armada Nacional para que contribuyera aún más 

dentro del esfuerzo del conflicto armado (Leal Buitrago, 2006). 

-Activación de 11 batallones contraguerrilla, bajo modalidad de crecimiento vegetativo. 

-Activación de la V División, bajo modalidad de crecimiento vegetativo, a pesar de la misión 

encomendada a esa unidad sobre proteger los corredores con destino a la capital del país de 

los ataques de la guerrilla. 

-Activación XV Brigada del Ejército para coordinar las 11 escuelas de formación militar 

designadas antes a la XIII Brigada – predecesora de la polémica Brigada de Institutos 

Militares -. 

-Activación Brigada de Fuerzas Especiales, compuesta por 3 batallones de Fuerzas 

Especiales. No obstante, el entrenamiento de las tropas asignadas a esta unidad estaba bajo 

la dirección de la Escuela de Lanceros, la cual solo brindaba entrenamiento básico en 

combate irregular y no en tácticas y procedimientos propios de Operaciones Especiales, 

creando un abismo doctrinal importante desde 1970, año desde el cual el Ejército habla de 

“Fuerzas Especiales” (Ejército Nacional, S.F.). Por tal razón, solo hasta 1996, mediante 

Directiva Transitoria N°021, se crea la Escuela de Fuerzas Especiales (CEHEJ, 2018); es 

decir, solo se puede hablar de reales unidades de Fuerzas Especiales actuando en el área de 

operaciones hasta 1997. 
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Figura N°6: 

1° Promoción de soldados graduados en la ESFER (subsede de El Barrancón) 

Fuente: (CEHEJ, 2018, párr.1) 

-Creación del Comando Unificado del Oriente con componentes de cada Fuerza, debido a los 

incidentes fronterizos ocasionados por los grupos guerrilleros colombianos contra unidades 

militares y ciudadanos venezolanos, lo que impulsó el desarrollo de la Estación Naval de 

Nueva Antioquia (Anfibios, 2009). Éste comando, junto a la Fuerza de Tarea del Sur, serían 

parte de los primeros experimentos por parte del Gobierno para el desarrollo de Fuerzas de 

Tarea Conjunta, figura estratégica heredada de los EE.UU. 

-Reactivación de la Aviación del Ejército: mediante Decreto 1422 del 25 de agosto de 1995, 

se reactiva la quinta arma del Ejército Nacional como soporte de las operaciones 

helicoportadas o de asalto aéreo fundamentales en zonas de difícil acceso para las tropas. Las 

primeras aeronaves de ala fija recibidas por esta unidad correspondieron a una transferencia 

hecha por el Consejo Nacional de Estupefacientes (Aviacol, 2013). Por otro lado, algunas de 

las aeronaves de ala rotatoria – helicópteros – que eventualmente serían la mayoría de los 

aparatos administrados por Aviación de Ejército, ocuparían los hangares de la institución 

paulatinamente con donaciones y compras hechas por los EE.UU. y, en ciertas ocasiones, por 

Rusia (El Tiempo), éstas últimas bajo el contexto de tensión diplomática entre Colombia y 
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EE.UU. por la situación legal del presidente Samper durante el proceso 8000. 

En síntesis, y tal como lo resumiría de forma acertada Leal Buitrago, el periodo de gobierno 

de Ernesto Samper en relación al desempeño del Estado dentro del conflicto armado obligó 

a la seguridad a permanecer en la deriva (2006). Como consecuencia de una serie de 

decisiones políticas muy desacertadas, graves errores de cálculo y un aprovechamiento al 

máximo de éstos por parte de los grupos guerrilleros, el Estado colombiano se acercaba cada 

vez más a lo que en la comunidad internacional se conoce como “Estados en proceso de 

bancarrota” (failing states) y “Estados colapsados” (collapsed states), o como se dio a 

conocer en Colombia, Estado fallido. 

 Como se verá en el siguiente capítulo, se hará necesaria una reingeniería total no solo en el 

alto mando militar, sino en las políticas y la doctrina militar para saber aprovechar mejor los 

recursos disponibles para darle así un vuelco favorable a la situación. 
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ANDRES PASTRANA: RECUPERACIÓN MILITAR DEL 

TERRITORIO 

Tal como se evidenció en el capítulo anterior, se debe reconocer que entre el año 1996 y el 

2002, se vivió en el país un escalamiento del conflicto armado alcanzando su nivel más crítico 

(CNMH, 2013, p.33). Este escalamiento se relacionó, de manera compleja y no lineal, con: 

la crisis del Estado y la debilidad institucional, principalmente en las periferias; una fuerte 

recesión económica general del país; el fortalecimiento militar de las guerrillas y de otros 

grupos armados ilegales; así como la injerencia masiva del narcotráfico en el financiamiento 

y accionar de estos grupos. Esto significa que parte del periodo de gobierno de Ernesto 

Samper y la totalidad del periodo de gobierno del electo presidente Andrés Pastrana 

soportaron la carga del mayor aumento exponencial – y por supuesto, de su degradación – de 

la intensidad del conflicto en los más de 30 años que duración que había durado hasta la 

fecha. 

En efecto, el otrora periodista, hijo del expresidente Misael Pastrana Borrero y en ese 

entonces candidato presidencial Andrés Pastrana Arango, prometió en su agenda política 

prometió iniciar un nuevo proceso de paz con las FARC-EP. No obstante, al mismo tiempo 

que prometía una agenda política ceñida a la diplomacia con dicho grupo armado ilegal, 

propuso una reestructuración completa de la Fuerza Pública debido al escalonamiento del 

conflicto gracias al aumento de las acciones ilegales, especialmente de las FARC-EP.  

Esta situación llevó a que el gobierno de Andrés Pastrana buscara una salida negociada al 

escalamiento del conflicto armado, instaurando en noviembre de 1998 los diálogos de paz 

con las FARC que, como ya se dijo, contaron con una zona de despeje que se prolongó hasta 

febrero de 2002.  

Finalmente, la ruptura de los diálogos y la terminación de la zona de despeje obedecieron a 

una serie de irregularidades y denuncias sobre el actuar delictivo de las FARC en la zona de 

despeje, sumado a las afrentas directas cometidas por este grupo armado ilegal (como fue el 

del secuestro del senador Jorge Eduardo Gechem Turbay, presidente de la comisión de paz 

del Senado, a manos de la columna móvil Teófilo Forero de las FARC-EP.  
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Otras denuncias señalaron la zona de despeje como un escenario seguro de las FARC-EP en 

el que: planearon operaciones de guerra; coordinaron la logística y el abastecimiento de sus 

estructuras en otras regiones del país, entrenando, por ejemplo, guerrilleros que eran enviados 

a zonas en donde buscaban ejercer control (como fue el caso del departamento de 

Cundinamarca); la consolidación de corredores estratégicos de movilidad; así como el 

mantenimiento en cautiverio y la negociación de secuestrados. De igual forma, se 

denunciaron múltiples violaciones a los derechos humanos al interior de la zona de despeje, 

sumándose la negativa a instalar una comisión de verificación sobre la zona (CNMH, 2013, 

p.169). 

Estas situaciones deslegitimaron el proceso de paz ante la opinión pública nacional e 

internacional, generando mayor presión para su ruptura definitiva el 20 de febrero de 2002. 

Tras el anuncio del entonces presidente Pastrana de la ruptura de los diálogos, se inició la 

recuperación de la zona de despeje. Este proceso de recuperación significó, según lo dicho 

en apartados anteriores, el fin del fortín posicional que le había permitido a las FARC-EP 

fortalecerse y gestionar su accionar delictivo en todo el país. 

 

Al respecto, el CNMH (2013) reconoce que el despliegue guerrillero, impulsado por la zona 

de despeje, generó:  

Un crecimiento militar y una expansión territorial que llevó a las FARC a pasar de tener 48 

frentes y 5,800 combatientes en 1991, a 62 frentes y 28,000 combatientes en 2002, con una 

presencia en 622 municipios, equivalentes a un 60% del total de municipios del país (p. 162).  

Es necesario tener en cuenta igualmente que, paralelamente a este proceso de negociación y 

como un foco de tensión con las FARC-EP, se implementó el Plan Colombia a partir del año 

2000. Esta implementación permitió acompañar el proceso de transformación de la Fuerza 

Pública que ya había iniciado en 1998 y que, a consideración de esta investigación, tuvo 

mucha más importancia a la hora de desequilibrar la balanza operacional a favor del Estado 

que el propio Plan Colombia. Por tal motivo y como se sustentará en el siguiente capítulo, el 
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Plan Colombia se considera más un complemento o un refuerzo a las iniciativas desarrolladas 

por el mismo gobierno colombiano un par de años antes. 

En retrospectiva, es mucho más abordado el Plan Colombia de 2001 que la modernización 

de las Fuerzas Armadas impulsadas por el presidente Pastrana. En ese sentido, a 

continuación, se aborda dicha reestructuración desde una perspectiva de análisis histórico, en 

aras de resaltar crucial que tuvo dicha política para mejorar la calidad, el entrenamiento y, 

por ende, el desempeño de la Fuerza Pública en el campo de combate. 

REESTRUCTURACIÓN DE LA FUERZA PÚBLICA EN 1998 Y CAMBIO EN LA 

FORMA Y MENTALIDAD PARA COMBATIR LOS GRUPOS ARMADOS 

ILEGALES 

Según Leal, el conflicto adquiere un nuevo nivel cuando las FARC - EP intentan realizar la 

transición de guerra de guerrillas a guerra de movimientos en donde serían notables los 

combates frontales contra la Fuerza Pública y la ocupación de un territorio por tiempos 

predeterminados, tales como bases militares, estaciones de Policía, poblaciones etc., (Leal, 

2006, p. 194). 

En ese sentido, el Mayor General (R) Jorge Rodríguez Clavijo describe de manera breve la 

situación del país en ese momento: 

En la época de los 90 y en cumplimiento del plan estratégico de las FARC la situación del 

país realmente era bastante complicada, las FARC tenían casi que tomada la cordillera 

oriental y el propósito de ellos era tomarse la cordillera oriental, era prácticamente desprender 

el sur del país (…) yo creo que inteligentemente la subversión entendió que había casi que 

dos países, el país Andino y el país de la Orinoquia y en el país Andino desarrollaban eventos 

de tipo terrorista para mantener ocupada la atención de las tropas y el componente político, 

permitiendo que en el sur del país se fortalecieran como se fortalecieron y permitiendo que 

no fueran atacados como debieron ser atacados en su momento (J. Rodríguez, comunicación 

personal, 8 de septiembre de 2015). 

Como si fuera poco, a merced de la compleja situación en materia de seguridad que afrontó 

Colombia, las herramientas del Estado para poder afrontar dicha situación eran bastante 
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limitadas. Frente a este aspecto, el Coronel Ciro del Ejército Nacional expuso las dificultades 

que afrontaron el Ejército y la Fuerza Púbica en general: 

La situación estaba muy complicada en el Ejército. El Ejército estaba en una etapa defensiva, 

(…) las FARC y las guerrillas habían avanzado de una manera muy grande, ya estábamos 

llegando a la etapa de guerra de movimientos con la guerrilla y el Ejército 

desafortunadamente había perdido la iniciativa. En ese momento, el país era blanco de ataque 

a poblaciones, de grandes tomas guerrilleras (...) y nosotros no teníamos la capacidad logística 

ni el entrenamiento adecuado ni estábamos bien dotados para hacerle frente a la guerrilla en 

ese momento (…) (J. Ciro, comunicación personal, 2 de octubre de 2015). 

La situación, que para ese momento tendía a ser más caótica, era sufrida no solamente por el 

personal de cuadros – con quienes se ensañaban más en combate por su rango de autoridad - 

sino también por el personal de soldados regulares8 y soldados voluntarios9 que generalmente 

pasaban entre cuatro y seis meses en el área de combate antes de obtener el tan anhelado 

permiso, que algunas veces solo era de 20 días.  

Un caso que refleja fielmente el contexto vivido por dichos uniformados es el del Soldado 

Regular Jorge Washington, quien murió en medio del mayor golpe asestado por parte de las 

FARC al Ejército en los últimos 30 años, en la batalla de la quebrada El Billar (Caquetá). A 

propósito, la Sección Tercera del Consejo de Estado recoge respecto al caso del Soldado 

Washington que: 

El día 3 de marzo de 1998, se presentaron fuertes enfrentamientos entre los grupos 

guerrilleros y las tropas del Ejército Nacional, los cuales dejaron como resultado la muerte 

de varios soldados, entre ellos, Jorge Washington Ortiz Jiménez. La muerte prematura del 

mencionado soldado se le atribuye al Ejército Nacional, por fallas tácticas en la conducción 

de la operación llevada a cabo en el Caguán y por la falta de apoyo aéreo, armamento y 

                                                             
8 Hombres entre 18 y 24 años que, bajo la ley 131 de 1985, debían prestar su servicio militar durante un 
periodo de 18 meses. La gran mayoría fueron reclutados en las denominadas “batidas” organizadas por los 
distritos militares, siendo la norma que los jóvenes reclutados fuesen de sectores marginados, con bajos 
ingresos económicos y/o con problemas de adaptabilidad en la sociedad. 
9 Hombres que, habiendo prestado su servicio como soldados regulares, deciden seguir en la carrera militar 
bajo la modalidad de Soldados Voluntarios, figura que también estaba regida bajo la ley 131.  
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personal idóneo para contrarrestar un ataque guerrillero de esa magnitud (Consejo de Estado, 

2014, p. 3). 

Como ya se mencionó, la embocasca de El Billar, ocurrida en marzo de 1998 – siendo aún 

presidente Ernesto Samper – marcó un punto muy bajo para el Estado en medio de la 

arremetida guerrillera desarrollada desde 1996, tal como se reseña en el capítulo anterior. En 

efecto, el pronunciamiento realizado por el Consejo de Estado resume rápidamente el crítico 

diagnóstico del Ejército, diagnóstico que era compartido de igual manera para las otras 

fuerzas armadas.  

A partir de casos como el anterior, fue explícita la necesidad manifiesta de lograr una mejora 

total a la Fuerza Pública en todos los aspectos, donde se incluyó la profesionalización de los 

miembros de todas las fuerzas, la adquisición de mejor y mayor equipo armamentístico y 

logístico y la coordinación de las 4 fuerzas para evitar nuevos ataques como el ya descrito. 

En otras palabras, el proceso de modernización trató de estructurar una fuerza militar 

profesionalizada, eficiente y moderna. 

El proceso de reestructuración de la Fuerza Pública llamó la atención de diversos sectores 

dentro del Estado, siendo uno de los más llamativos del sector netamente político de la 

Nación. Además del Gobierno y la cúpula militar, algunos senadores legislaron en el 

Congreso para que la Reestructuración de la Fuerza Pública fuese una realidad. Al respecto, 

el entonces senador Germán Vargas Lleras en una publicación de la revista de Ejercito, se 

refirió, entre otros temas, a la necesidad imperante de mejorar la doctrina militar, la capacidad 

bélica de la Fuerza Pública, la estabilidad y bienestar de los miembros de la Fuerza Pública, 

especialmente la de los soldados conscriptos y voluntarios:  

[…] en las circunstancias que vive el país se hace necesario, ahora más que nunca, el 

fortalecimiento de las Fuerzas Militares y la profesionalización de los soldados. Es por eso 

por lo que vengo insistiendo desde hace varios años en algunos proyectos que buscan no solo 

los anteriores objetivos, sino revolucionar la carrera militar, reorientar el marco legal de las 

instituciones castrenses y redefinir los conceptos de defensa y seguridad nacional. La 

iniciativa define al soldado profesional como aquel que, después de haber prestado el servicio 

militar sea seleccionado y voluntariamente desee ingresar al contingente de soldados 
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profesionales. Este podrá permanecer hasta los 35 años, edad máxima en que sería 

considerado apto para desarrollar labores del servicio. Así mismo, gozarán de todas las 

prestaciones y prerrogativas que hoy tiene la Fuerza Pública; los actos heroicos que realicen 

serán ampliamente reconocidos, al igual que podrán beneficiarse de las recompensas que el 

Gobierno Nacional estime, lo cual hoy está prohibido (Vargas Lleras, 2000, p. 34). 

El anterior artículo resulta muy interesante por dos motivos: en primer lugar, porque saca a 

la luz el interés de las clases políticas más espigadas del país por una urgente reestructuración 

de las Fuerzas Armadas en el corto y mediano plazo. Evidentemente, este interés podría estar 

relacionado con el altísimo riesgo que corrieron senadores, representantes a la cámara, 

alcaldes y gobernadores en esa época dado que recurrentemente fueron objetivos de alto valor 

para todos los grupos armados ilegales en contienda. En efecto, con el tiempo varios 

senadores, representantes a la cámara, así como una candidata presidencial fueron 

secuestrados durante varios años mientras que otros muchos otros políticos fueron objeto de 

atentados contra su vida tal como terminó sucediendo dos veces al senador Vargas Lleras. 

Por otro lado, es un artículo que identificó de manera clara la ruta que debía seguir el 

Gobierno Nacional para llegar al objetivo de tener unas Fuerzas Armadas lo suficientemente 

entrenadas, dotadas y moralizadas para evitar que en los próximos años los grupos alzados 

en armas, tanto guerrilleros como paramilitares, se tomaran a las capitales más importantes 

del país, incluida Bogotá y cumplieran la máxima de tomarse el poder mediante la 

combinación de las formas de lucha. 

Eventualmente, como lo rescata Alejo Vargas (2002), la reestructuración de la Fuerza Pública 

propuesta por el Gobierno Pastrana siguió fielmente las necesidades planteadas por sectores 

políticos como el reseñado con anterioridad al igual que los planteados por la cúpula militar. 

Desde luego, Vargas argumenta que la reestructuración de las Fuerzas Armadas en Colombia 

consistió de: 

 

La redefinición de los conceptos estratégicos y de la doctrina operacional para que respondan 

a las circunstancias actuales de vida del país, desarrollo de la capacidad militar a través del 

entrenamiento y el reentrenamiento, fortalecimiento de la capacidad de reacción y combate 
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en toda circunstancia de tiempo y lugar con el mejoramiento del apoyo nocturno, 

consolidación de las estructuras logísticas que permita incrementar la movilidad de las 

Fuerzas Militares y actualización de la doctrina logística para una óptima utilización de los 

recursos (p. 217). 

 

Lo afirmado por Vargas plantea una aclaración conceptual sobre el proceso realizado por el 

Gobierno Nacional a finales de la década de los años noventa. Según Cardona (2015), el 

cambio desarrollado por el Gobierno Nacional corresponde a una reestructuración y no a una 

reforma tal y como también se suele reseñar. Para Cardona (2015):  

La reestructuración no se puede comparar con la reforma, porque los cambios son temporales 

y adaptables al momento coyuntural. Se considera la reestructuración como la revisión y 

transformación de la estructura de una institución organizada, jerarquizada e inter-

conexionada, que en el caso del Ejército de Colombia tenía que alcanzar aspectos variados, 

desde la elaboración de un nuevo concepto de la ofensiva, como la implantación de un nuevo 

orden táctico, la formulación de nuevos proyectos de estrategia, la creación de nuevas 

unidades, de nuevos organismos de coordinación, nuevas redes logísticas, hasta la necesidad 

de aplicar la estructura militar a la reorganización y la racionalización del país. Desde otro 

punto de vista, la reforma requiere de un cambio profundo para volver a formar la institución 

(p. 73).  

Desde luego, la reestructuración de las Fuerzas Armadas tomaba cada vez tintes de urgencia 

mucho mayores, toda vez que, como se evidenció en el capítulo anterior, las FARC-EP 

iniciaron de forma exitosa la implementación de “la guerra de movimientos de acuerdo con 

la denominada Guerra popular prolongada de Mao Tse Tung y Vo Nguyen Giap de la 

experiencia china y vietnamita, en la cual aplicaron el principio de la masa o superioridad 

numérica” (Cardona, 2015, p. 74). Este principio básico de las guerras irregulares, al igual 

que en sus contrapartes asiáticas, permitieron a la guerrilla asestar los mayores golpes 

demoledores a las Fuerzas Armadas, especialmente al Ejército y la Policía en los años previos 

al desarrollo de la reestructuración en cuestión.  

 



 
 

96 
 

Así las cosas, golpes tales como la toma de la base militar de Las Delicias, la toma de la base 

antinarcóticos de la Policía en Miraflores (y por cierto, punta de lanza de los esfuerzos 

antidrogas de EE. UU en el país), la emboscada al convoy militar de Puerres, la toma al cerro 

en Patascoy, la toma de Mitú y la ofensiva guerrillera en el nordeste antioqueño (incluida allí 

los combates en Pavarandó) se lograron no solamente a la insuficiente preparación y dotación 

y a la baja moral de los soldados sino también a que las ofensivas guerrilleras desplegaron 

un escenario bélico donde fácilmente se llegó a proporciones de 10 o más guerrilleros por 

cada soldado o policía en el momento de los hechos, situación por la cual no es extraño la 

elevada cantidad de muertos, heridos y secuestrados por esa guerrilla durante esos años.10 

Dado lo anterior, Pastrana y su cúpula militar en pleno determinaron la hoja de ruta a seguir 

para dar rienda suelta al plan ambicioso de reestructuración de las filas castrenses, plan el 

cual abordaría las siguientes temáticas: “la profesionalización, la modernización y 

tecnificación de la inteligencia militar, un nuevo concepto estratégico, el mejoramiento de la 

función logística y administrativa, la legitimidad institucional y la preparación para afrontar 

con éxito los escenarios del siglo” (Cardona, 2015, p. 75). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                             
10 “82 militares muertos y 60 secuestrados en 1996, 89 militares muertos y 18 secuestrados en 1997, y 184 

militares muertos y 222 secuestrados en 1998” (Cardona, 205, P. 74) citando a Cesar Torres del Rio (2008). 
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Compra y mejora del equipamiento militar  

Figura N°7:  

Infante de marina (años noventa) posando con fusil M-14 de la Guerra de Vietnam  

Recuperado de: archivo personal de Brances Álvarez Cortés. 

 

En primer lugar, la reestructuración de la Fuerza Pública debía tener una columna vertebral 

robusta, moderna y capaz de responder a las cada vez peores arremetidas de las guerrillas y 

los grupos de autodefensa. Durante muchos años, la dotación de guerra para los miembros 

de las fuerzas fue no solo insuficiente, sino que muchas veces correspondían a armas y piezas 

que ocupaban un nicho en los museos militares de muchos países del mundo.  

En efecto, parte de la responsabilidad de los resultados adversos para los soldados y policías 

en el marco de las tomas guerrilleras se debía gracias al estado y número de sus armas. El 
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siguiente es un relato del Infante de Marina Regular Rosso Lasso Delgado, secuestrado por 

las FARC - EP en el asalto guerrillero de Coredo, zona rural de Juradó (Chocó) el 26 de enero 

de 1997: 

El estado del armamento era muy malo, a uno se le salía la palanca de maniobra el cerrojo, 

no teníamos armamento sofisticado, era no más un fusil M-14 llamado “matapatos”, el 

armamento no era suficiente para repeler un ataque como el que nosotros vivimos, por lo que 

el fusil no nos servía para granadas y tampoco granadas de fusil no nos dieron, teníamos una 

sola M-60 y un lanzagranadas. La M-60 la tuvimos que amarrar un alambre porque no le 

servía el retroceso de gases que se le salía el cerrojo, y del lanzagranadas unas granadas no 

servían porque estaban mojadas (R. Rosso, comunicación personal, 16 de enero de 2017). 

Historias como las anteriores se repitieron una y otra vez durante los golpes propinados por 

la guerrilla, demostrando la incapacidad técnica y material que padecieron las fuerzas en ese 

entonces, factor que reducía ostensiblemente las capacidades adquiridas por los hombres y 

mujeres de las fuerzas que, si bien poseían amplia experiencia en combate, no era respaldada 

por una dotación institucional eficiente. 

Una situación similar – de las muchas que se conocieron posteriormente en los estamentos 

judiciales – se presentó durante el asalto guerrillero a la base militar de Las Delicias 

(Caquetá) en 1996. Un fragmento del acervo probatorio del hecho describe el desafortunado 

suceso respecto: 

Asimismo, al unísono los testigos afirman que dentro del armamento que tenían asignado “la 

mayoría” estaba en mal estado de funcionamiento, eran reparados “había unos fusiles que 

estaban buenos y otros malos (…) los fusiles que estaban en buen estado se trababan” 

“disparaban un cartucho y se trababan” “lo que ocasionó graves problemas al momento de 

la incursión guerrillera”. Los cargadores también estaban malos y no se había hecho 

polígono (Consejo de Estado, 2016, p. 154). 

Lo anterior no solo ratifica el mal estado de la dotación de los miembros de la Fuerza Pública 

sino también la vigencia de dicha insuficiencia que databa de varios años atrás, lo que explica 

en parte que el periodo de grandes golpes de la guerrilla se haya extendido durante varios 

años. En consecuencia, el presidente Pastrana junto a la cúpula militar establecieron una serie 
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de adquisiciones correspondes al aumento del equipamiento militar como a la mejora del ya 

existente. Esta inversión en material se enfocó principalmente a los equipos necesarios para 

la realización de operaciones ofensivas y de apoyo cercano de gran distancia, así como para 

las operaciones nocturnas, las cuales empezarían a cobrar gran notoriedad por sus eventuales 

éxitos en el campo de combate. 

De esta forma, el Gobierno logro que ingresaran al servicio 14 aeronaves a la Fuerza Aérea 

Colombiana para apoyar a las demás fuerzas. Así mismo, se blindaron 24 helicópteros UH-

60 “Black Hawk” de Aviación de Ejército para aumentar la supervivencia de los tripulantes 

de las aeronaves, así como también se adquirieron equipos de visión nocturna para aeronaves 

y se repotenciaron 8 helicópteros (Gobierno Nacional, 1999). Hay que resaltar que algunas 

de estas aeronaves con capacidad nocturna fueron pieza clave en el desarrollo de operaciones 

defensiva y de recuperación de cascos urbanos tales como en la recuperación de Mitú, hechos 

que se revisarán con detalle más adelante. 

Adicionalmente, “se incrementó en un 60% la disponibilidad de todo el armamento de la 

Fuerza Pública” (Gobierno Nacional, 1999, p. 126) así como se “incrementaron los niveles 

de existencia de armamento aéreo, lo cual permitió dotar a los helicópteros artillados y 

aviones de combate que apoyan las operaciones de orden público” (Gobierno Nacional, 1999, 

P. 126). Con ese segundo paquete de medidas, el Gobierno daría paso paulatinamente a la 

reposición del armamento antiguo que poseía gran parte de las unidades por un armamento 

mucho más eficiente y de mejor calidad, traducido en el cambio de los últimos lotes de fusil 

G3 (años 70) e incluso fusiles M – 14 (años 50) por el relativamente moderno fusil IMI Galil 

de origen israelí, así como por fusiles de asalto estadounidenses M – 16 y carabinas M – 411. 

 

 

 

 

                                                             
11 Con estos dos tipos de fusiles se dotaron a los miembros adscritos a los batallones de fuerzas especiales 
del Ejército, así como los adscritos a la Fuerza de Despliegue Rápido FUDRA, los infantes de marina de la 
Armada Nacional y los escuadrones móviles de carabineros de la Policía Nacional. 
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Figura N°8:  

Comandos de las fuerzas especiales desfilando con fusiles estadounidenses M-16, M-16/203 

entre otros (1999) 

 

Fuente: archivo personal de Brances Álvarez Cortés. 

 

Implementación del “Plan 10000” y la creación del nuevo régimen de carrera para 

soldados e infantes de marina 

A la par de la compra de nuevo equipamiento militar y mejora del existente, los esfuerzos 

del Gobierno y de la cúpula militar se centraron en el reclutamiento de más y mejores 

soldados, así como de la profesionalización paulatina del personal de soldados voluntarios e 

infantes de marina. Evidentemente, la figura del soldado “era carente de una normatividad 

ajustada a las leyes laborales, (cuya mejora le permitió entregar) un marco jurídico que 

avizoraba su prolongación en el tiempo y la importancia de dignificar su esmerada y 

sacrificada labor, atribuyéndole la denominación de Soldado Profesional “(Esteban, 2010, p. 

9)  

En primer lugar, a finales de 1998 el Ejército Nacional, en cabeza del entonces general y 

actual ex negociador de paz Jorge Enrique Mora Rangel, estableció el “Plan 10.000”, que 

consistió en “el reemplazo de 14.355 soldados bachilleres por 9.996 soldados voluntarios y 



 
 

101 
 

4.359 soldados regulares, quienes serían destinados a 21 batallones con funciones de 

combate y logística respectivamente” (Cardona, 2015, pp. 76 – 77). Esta iniciativa tuvo por 

objetivo aumentar y mejorar la capacidad de respuesta y de ofensiva de las fuerzas armadas 

al llevar al campo de combate soldados regulares con experiencia que terminaban de prestar 

su servicio militar en ese año para ser reentrenados y equipados como soldados voluntarios 

para el año 1999 (Cardona, 2015). Adicionalmente, el Gobierno extendió el periodo de 

prestación de servicio militar para estos soldados regulares, que pasó de 18 a 24 meses 

(Cardona, 2015) para conservar dichos recursos humanos por más tiempo antes que se 

reclutaran nuevos contingentes, muchos de los cuales eran resultados de las tristemente 

célebres “batidas”, jornadas donde se reclutaba forzosamente a jóvenes mayores de 18 años 

que eran compelidos por no tener resuelta su situación militar.  

En consecuencia, “el “Plan 10.000” finalizó el 25 de septiembre de 1999 cuando ya se habían 

inscrito los 10.000 soldados voluntarios y el general Mora Rangel había solicitado en octubre 

del mismo año los recursos adicionales al Ministerio de hacienda para su sostenimiento” 

(Cardona, 2015, p. 78).  Estos soldados voluntarios serian distribuidos a las diferentes 

brigadas móviles (Cardona, 2015) con sus respectivos batallones contraguerrilla para así dar 

inicio al fortalecimiento del recurso humano dentro de la tropa. 

Ya en el 2000 e iniciados los diálogos de paz en San Vicente del Caguán “el Gobierno 

Nacional en uso de una potestad extraordinaria de crear y expedir las leyes, promulga el 

Decreto –Ley 1793 de 2000, por el cual se expide el Régimen de Carrera y el Estatuto del 

Personal de Soldados Profesionales” (Esteban, 2010, pp. 8-9). Quince años después de 

crearse la figura del “soldado voluntario”, esta se actualiza mediante el Decreto 1793, la cual 

buscó:  

un verdadero estatus en el miembro base de la Fuerzas Militares conocido como Soldado 

Voluntario quien era carente de una normatividad ajustada a las leyes laborales, entregándole 

un marco jurídico que avizoraba su prolongación en el tiempo y la importancia de dignificar 

su esmerada y sacrificada labor, atribuyéndole la denominación de Soldado Profesional, cuya 

abreviatura era SLP y hoy día se conocen como PF (Esteban, 2010, p. 9). 
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En primer lugar, el decreto establece la definición de la nueva figura del Soldado Profesional 

de la siguiente manera: 

Los soldados profesionales son los varones entrenados y capacitados con la finalidad 

principal de actuar en las unidades de combate y apoyo de combate de las Fuerzas Militares, 

en la ejecución de operaciones militares, para la conservación, restablecimiento del orden 

público y demás misiones que le sean asignadas (Presidencia de la República, 2000, árt 1). 

Lo anterior, confirma la política del Gobierno de llevar los otrora soldados voluntarios, ahora 

soldados profesionales, directamente al campo de combate aprovechando los beneficios de 

su nuevo reentrenamiento y de las mejoras en su equipo de campaña descritas ya 

anteriormente. Para que dichos soldados cumplieran a cabalidad sus misiones en el área de 

operaciones, el decreto también fijó una serie de requisitos obligatorios para que los soldados 

regulares o bachilleres pudieran ingresar al proceso de selección. Estos requisitos son los 

siguientes: 

Ser colombiano; b) Inscribirse en el respectivo Distrito Militar; c) Ser soltero, sin hijos y 

no tener unión marital de hecho; d) Ser mayor de 18 años y menor de 24 años; e) Acreditar 

quinto grado de educación básica o en su defecto presentar ante el Comando de la Fuerza 

un examen de conocimientos básicos; f) Ser reservista de primera clase de contingente 

anterior o último contingente y presentar certificado de buena conducta expedido por el 

Comandante de la Unidad a la cual perteneció; o ser reservista de primera clase de 

contingentes anteriores a los dos últimos o de segunda o tercera clase que se encuentre 

en condiciones de recibir un entrenamiento especial; g) Reunir las condiciones 

psicofísicas de acuerdo con las disposiciones legales vigentes para el personal de las 

Fuerzas Militares (Presidencia de la República, 2000, árt. 4). 

Llama poderosamente la atención dos requisitos: el referente a la educación mínima del 

soldado y la pertinencia a los últimos contingentes. El primero es muestra del esfuerzo que 

el Ejército realizó para poder reclutar soldados con una educación básica, mejorando así el 

nivel de los recursos humanos de la institución. Por otro lado, respecto al requisito de 

vigencia del contingente al que perteneció el soldado, el Ejército definió que no se podían 

convocar a soldados de más de dos contingentes de antigüedad dado que serían mucho más 



 
 

103 
 

difíciles de reentrenar y acoplar de nuevo al medio militar, suceso que se evidenció en el 

testimonio del soldado Washington, muerto en la emboscada de El Billar, suceso que se 

menciona a principio de este capítulo. 

Con el desarrollo de las políticas antes mencionadas, el General Fernando Tapias, 

comandante general de las FF. MM, daba inicio a un programa denominado “Las 

Fuerzas Militares de Cara al Siglo XXI”. Tal como menciona Cardona (2015), el general 

Tapias, además de: 

Incrementar el máximo la movilidad y flexibilidad de las maniobras militares, la rapidez para 

reaccionar frente a las acciones de las FARC y la destreza en el combate nocturno, se 

intensificó la incorporación de soldados profesionales, la cultura del respeto por los derechos 

humanos y el derecho internacional humanitario y la creación de marcos legales para la 

marcha previsible, regular y eficiente de las fuerzas (p. 79). 

 

TOMA Y RECUPERACIÓN DE MITÚ: PUNTO DE INFLEXIÓN DEL CONFLICTO 

 

A partir de 1996 y hasta finales de 1998, las FARC-EP desplegaron en el campo de combate 

su ya conocida táctica de guerra de movimientos que, hasta mediados de 1998, les había 

proporcionado grandes victorias en contra del Estado colombiano. Sin embargo, las FARC –

EP aumentarían la apuesta y centraron su objetivo en Mitú, capital del departamento de 

Vaupés, para ser objeto de una toma guerrillera sin precedentes en la historia colombiana. 

 

Las ventajas que otorgaba el municipio de Mitú para la guerrilla – y, por cierto, desventajas 

para el Estado – eran simplemente pasmosas, que no dejaban lugar a duda que la población 

estaba totalmente servida para un ataque de grandes dimensiones: en primer lugar, Mitú, si 

bien era capital de departamento, era apenas un casco urbano en donde convivían autoridades 

civiles en la plaza central junto al aeropuerto y un puñado de casas sobre la ribera del río 

Vaupés. El tamaño y simplicidad del casco urbano obedecía a que Mitú es un municipio 

fundada – como muchos otros en la región – por colonos, indígenas y caucheros, así que la 

infraestructura y dotación urbana del municipio era mínimo. 
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En segundo lugar – y hasta el día de hoy – el único medio de comunicación de Mitú con el 

resto del país es mediante su aeropuerto y mediante vía fluvial (aunque esta solo estaba 

disponible para la comunicación entre el casco urbano y asentamientos indígenas 

relativamente cercanos). Es decir, no existía comunicación terrestre que permitiera a Mitú 

ser abastecida o, en el peor de los casos, reforzadas en caso de un ataque guerrillero. 

 

En tercer lugar, la ubicación de Mitú, cercano a la frontera con Brasil y aproximadamente a 

600 Km de Bogotá, la capital de Vaupés se encontraba demasiado lejos para la casi totalidad 

de las aeronaves del Ejército o la Fuerza Aérea en ese entonces. El presidente Pastrana, ocho 

años después en sus Memorias, explica que la mayoría de las aeronaves no tenían autonomía 

de vuelvo; es decir, podían llegar a Mitú y realizar algún tipo de ataque de apoyo cercano, 

pero no tenían el combustible suficiente para devolverse (2005). Bajo ese panorama, era muy 

difícil que llegasen refuerzos del Ejército inclusive (…) en los primeros dos días (Pastrana, 

2006), permitiendo así a cualquier grupo armado ilegal tener un margen de error de mínimo 

48 horas para tener el control total del casco urbano. A lo anterior, hay que sumar que la 

Estación de Policía de Mitú, que hacía las veces del cuartel general de Policía del Vaupés, 

solo era custodiada por 120 hombres, siendo 90 de ellos auxiliares bachilleres (CICMHM 

2016), lo que en términos prácticos solo alrededor de 30 estaban en la capacidad suficiente 

para poder hacer frente a una situación como una toma guerrillera a gran escala. 

 

Las FARC-EP sabían a la perfección estas mismas características. En consecuencia, 

decidieron aprovechar la situación y atacar el 1 de noviembre de 1998 en horas de la 

madrugada la Estación de Policía y, con ella, tomarse (…) todo el casco urbano de Mitú. 

Alrededor de 1.500 guerrilleros (aplicando el concepto de guerra en masa) por órdenes del 

“Mono Jojoy” y comandados, entre otros, por (…) “Romaña” y (…) “Urias” (CICMHM, 

2016) atacaron a los policías durante más de quince horas, tiempo en el que usaron un 

avasallador poder de fuego que incluía los famosos “cilindros bomba”, es decir, cilindros de 

gas y llenados con metralla y material explosivo para ser lanzados desde plataformas 

artesanales. 
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Solo hasta después de las 4 y media de la tarde, el grupo guerrillero logró copar totalmente a 

los policías de la Estación. En efecto, el siguiente es un resumen claro de una periodista de 

El Espectador sobre lo sucedido durante la toma: 

En una escena que parece de pesadilla, alrededor de 1.500 hombres de las FARC 

entraron a la capital del Vaupés para destruirla. Armados hasta los dientes, acabaron 

casi con la totalidad de las casas, la estación de Policía, la Registraduría, los juzgados, 

las sedes de Telecom y la Caja Agraria, los ranchos, el parque. Oficialmente, se 

reportaron 37 muertos. Secuestrados, 61 miembros de la Fuerza Pública, entre 

policías y auxiliares. La toma duró 72 horas durante las cuales el Gobierno no pudo 

mandar apoyos porque la guerrilla había incendiado la pista aérea, y a esa zona no 

hay acceso por tierra. Sin duda alguna, si el infierno existe, eso fue Mitú hace 10 años 

(Ardila, 2008, párr. 1). 

En efecto, los guerrilleros tenían planeado asentarse en Mitú durante un tiempo 

indeterminado dado a que sabían las incapacidades técnicas del Estado para llegar hasta ellos 

y entablar algún tipo de contacto armado. Sin embargo, lo que sucedió a continuación es 

quizás, una de las más importantes proezas logradas por las Fuerzas Militares y de Policía 

durante esos años, siendo considerada el punto de inflexión en el marco de la guerra contra 

los alzados en armas y su doctrina de guerra de movimientos. 

La Toma de Mitú marco muchos hitos para el conflicto armado colombiano. Uno de ellos 

fue el poner a prueba las capacidades tácticas, técnicas y estratégicas de las Fuerzas Militares 

para retomar el territorio en una misión altamente riesgosa. Sobre la que se ha dicho, ésta fue 

suicida y se llevó a cabo en menos de 3 días.  En esta operación que denominaron “Vuelo de 

Ángel”, se desplegaron todos los recursos disponibles y operativos con los que se contaban, 

en dirección de Rodrigo Lloreda Caicedo, Ministro de Defensa, el general Fernando Tapias 

Stahelin, comandante general de las Fuerzas Militares y el general Jorge Enrique Mora 

Rangel en la comandancia del Ejército; y, particularmente, el coronel para la época Yair 

Perdomo Alvarado, comandante de la Base Aérea Luis F. Gómez Niño con sede en Apiay 

(Meta), se dio la recuperación de Mitú.  
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Así lo describe el general (r), Yair Perdomo Alvarado, quien estuvo al mando del 

poder aéreo en la operación de recuperación de Mitú denominada “Vuelo de Ángel”, al hacer 

un balance de las acciones realizadas:  

“Para nosotros, como Fuerzas Militares de Colombia, Mitú representó el punto de quiebre de 

la ofensiva guerrillera y el momento en el cual las FARC entendieron que teníamos la 

voluntad suficiente para enfrentarlos en cualquier lugar de la geografía colombiana, de día o 

de noche. Después de Mitú ellos tuvieron que volver a su esquema de guerrillas y al 

terrorismo… Mitú nos sirvió para flexibilizar al máximo los procedimientos, desarrollar 

manuales de operaciones conjuntas, asumir la autocrítica, perfeccionar e implementar la 

tecnología usada en esta operación, fortalecer la doctrina y sacar el mayor provecho de 

nuestros aviones.” (CICMHM, 2016b, P. 16). 

En el Comando de las Fuerzas Militares, el alto mando analizaba las capacidades que tenían 

en ese entonces las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, con el fin de diseñar las mejores 

estrategias y, de este modo, poder tomar las primeras decisiones operacionales, haciendo 

énfasis en los medios necesarios y los apoyos requeridos para recuperar la soberanía nacional 

y el control territorial del casco urbano de Mitú. El propio general Yair Perdomo recuerda 

que:  

Debido a que no hay infraestructura vial que permita llegar por carretera, solo se llega por río 

con raudales y cruzando vegetación selvática y estaban controlados por ellos, solo se puede 

acceder por avión y el único sitio de aterrizaje es la pista que parte el pueblo en dos y que 

estaba controlada por ellos, el sitio más cercano para lanzar una operación aérea era San José 

del Guaviare, ubicado a 180 millas de Mitú porque no había control de las pistas de 

Miraflores, Carurú y Tomanchipán (Alvarado, 2006, p. 25).  

A su vez, el general Jorge Enrique Mora, pensaba que intentar un aterrizaje en el aeropuerto 

de Mitú, no sólo era una imprudencia, sino un suicidio (Pastrana, 2005). Posteriormente, se 

inició la ejecución de las órdenes de operaciones de las tropas en tierra, estas tropas se 

caracterizaban por su rapidez y cumplimiento con los patrones de planeamiento detallado y 

alistamiento logístico. Las órdenes contemplaban la preparación de equipos ligeros de 

combate, cálculo de cantidades de alimentos de ración de campaña, gran cantidad de 

munición de reserva y de apoyo de fuego para contrarrestar los enfrentamientos y 
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emboscadas que se encontrarían preparadas en el momento en que se aproximaran al objetivo 

estratégico a recuperar (CICMHMb, 2016).  

Finalmente, y con la colaboración del gobierno brasilero presidido por Fernando Cardozo, 

quien prestó por 48 horas la pista brasilera de Querarí, la cúpula militar logró movilizar un 

puñado de helicópteros de transporte, helicópteros artillados, así como el famoso avión 

“Fantasma” AC-47 junto alrededor de 250 soldados desde la base aérea de Apiay 

(Villavicencio) hasta Querarí – y eventualmente San José del Guaviare – y, de allí, hacia 

zonas de desembarco cercanas a Mitú (CICMHMb, 2016). Dicho proceso se realizó mediante 

varias oleadas que tuvieron que sortear alrededor de 30 emboscadas en la ruta que conducía 

hacia el casco urbano invadido por guerrilleros (CICMHMb, 2016). La operación de 

recuperación de Mitú – que a partir del momento se denominó “Vuelo de Ángel” – contó con 

la especial participación del BCG N°52, el mismo batallón que sufrió el durísimo revés en 

El Billar solo unos meses atrás. Dicha participación, a modo de catarsis, se dio bajo orden 

directa del general Mora Rangel (CICMHMb, 2016). De esta forma, los hombres del Ejército 

en conjunto con comandos “Jungla” de la Policía Nacional y apoyados por las oleadas de 

helicópteros y aviones del Ejército y la Fuerza Aérea rompieron el cerco impuesto por los 

guerrilleros alrededor de Mitú, abandonando el casco urbano el 3 de noviembre con un 

estimado de pérdidas en sus filas de alrededor de ochocientos (Pastrana, 2005), la mitad de 

sus hombres, la mayoría de los cuales perecieron cuando desde el aire se hundió uno de sus 

“bongos” – o largos planchones usados para transportarse por los ríos (Pastrana, 2005). 
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Figura N°9: 

Mapa de la recuperación de Mitú 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: (RCN Radio, 2018) 

Al respecto, Francisco Leal (2006) afirma: 

“La pronta recuperación de Mitú por parte de las Fuerzas Militares y los numerosos 

guerrilleros muertos marcaron un quiebre en los procedimientos tácticos de las FARC, que 

se vieron obligados a reconsiderar para sus acciones bélicas el uso de unidades menos 

numerosas propias de la guerra de guerrillas. Fue el comienzo del final de su pretensión 

estratégica de convertirse en ejército regular: pasar de una guerra de movimientos a una 

guerra de posiciones” (p. 186). 

En esa misma línea se posiciona la investigación realizada por las FF. MM., al afirmar que: 

La Toma de Mitú es asumida desde las perspectivas históricas como institucionales como el 

máximo símbolo del auge que tuvo este grupo violento al margen de la ley en la década de 

los noventa. Igualmente, Mitú es analizada, por un lado, como el ejemplo de afán 

expansionista de las FARC y, por el otro, como la capacidad que tuvo la Fuerza Pública para 

enfrentar este ataque violento. Por ende, es un hecho que no debe solamente ser estudiado 

desde un enfoque de memoria histórica, si no debe ser complementado por otras diferentes 
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perspectivas disciplinares que contribuyan a construir una memoria, una historia y una verdad 

que sean fieles a la realidad vivida por los miembros de la Fuerza Pública (CICMHM, 2016, 

p.9). 

En conclusión, a partir de este suceso paradigmático para la Fuerza Pública, el Estado 

colombiano retoma la ofensiva en contra de la guerrilla la cual se obliga a replegar a su 

antigua retaguardia en el sur del país. De esta forma, para Leal es evidente la relación entre 

dicho quiebre y el éxito subsiguiente de varias operaciones desarrolladas por la Fuerza 

Pública en contra de las estructuras de los alzados en armas (Leal, 2006, p. 194). En otras 

palabras, es a partir de la recuperación de Mitú que el Estado colombiano ve la posibilidad 

real de cambio a su favor y, por ende, proyecta no solo una ofensiva para el repliegue del 

grueso de la guerrilla sino también la posibilidad de poder someter ante la ley a los altos 

mandos de las FARC. 

LA FUDRA: NACIMIENTO DE LA DOCTRINA DE OPERACIONES MILITARES 

CONJUNTAS  

A la par del inicio de las negociaciones con las FARC - EP, el Gobierno propuso que la 

respuesta del Estado frente a la ofensiva guerrillera debía dejar de ser algo exclusivo del 

Ejército (y en menor medida de la Policía) para ser competencia de todas las Fuerzas. En 

consecuencia, esta medida es el artífice de las nuevas fuerzas de tarea conjunta, unidades 

operativas mayores que agrupan elementos de las diferentes fuerzas con un grado de 

movilidad mucho más alto cuya función principal fue detener el avance de las FARC desde 

el sur del país (CICMHM, 2015, párr. 4).  De este modo, es la Fuerza de Despliegue Rápido 

(FUDRA) la primera en ser fundada en 1999, mas no la última ni mucho menos la primera 

de su clase. 

En principio, el gobierno del general Gustavo Rojas Pinilla promulgó el Decreto 835 de 1951 

que daba creación al Comando General de Fuerzas Militares (Flórez, 2012). Este nivel en la 

estructura militar se creó para tener un mando centralizado sobre las tres fuerzas militares 

(Ejército, Armada y Fuerza Aérea), mando el cual estaría asesorado por un Estado Mayor 

Conjunto conformado por generales de las tres fuerzas. Dicho modelo es inferido de la 
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doctrina militar conjunta de los EE. UU. quién había desplegado dicha doctrina de manera 

eficaz durante y posterior a la II Guerra mundial. Así, lograda asignar varios teatros de 

operaciones alrededor a unidades conjuntas para que trabajasen de la mano en cada uno de 

ellos (Flórez, 2012). 

Posteriormente, la Escuela Superior de Guerra, que si bien fue fundada en 1909, fue a partir  

del gobierno de Rojas Pinilla que ésta empezó a reunir a oficiales superiores de Ejército, 

Armada y a los primeros de la Fuerza Aérea, permitiendo que en sus aulas se pudieran 

combinar los aprendizajes de todas las fuerzas al tener en un mismo espacio todas las 

doctrinas operacionales, las cuales influenciaría enormemente la formación de coroneles, 

capitanes de fragata, generales y almirantes a partir de allí (Flórez, 2012). Por último, se dio 

el primer intento real de crear una unidad militar conjunta desde los años 80: el Comando 

Unificado del Sur (Flórez, 2012). Esta unidad conjunta tenía – en teoría – jurisdicción los 

departamentos amazónicos del país. Sin embargo, la lejanía de dichos territorios y las 

carencias mismas de la Fuerza Pública – algunas de las cuales son las mismas mencionadas 

anteriormente – afectaron a la unidad a tal punto que tenía un rol más administrativo que real 

en el teatro de operaciones (Flórez, 2012). 

Así se llega a la planeación de “una organización capaz de conducir operaciones exitosas, 

contando con los medios adecuados. En la medida de lo necesario, dichas operaciones se 

desarrollarán conjuntamente, para lo cual resulta fundamental revisar la dotación del material 

y su grado de complementariedad” (Gobierno, 1998, p. 399). Es así como el 7 de diciembre 

de 1999 el presidente Pastrana activó en el fuerte militar Tolemaida la denominada Fuerza 

de Despliegue Rápido (Flórez, 2012). 

La FUDRA tuvo como objetivo detener el avance de los alzados en armas desde el sur del 

país, para salvaguardar la constitución, la independencia y la soberanía nacional. Su esencia 

radicaba en el arduo entrenamiento de cada uno de sus miembros y el apoyo de un importante 

componente aéreo (aviones, helicópteros), además del soporte necesario de la Armada y de 

la Fuerza Aérea en las acciones y operaciones conjuntas tendientes a la seguridad nacional. 
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En este orden de ideas, a cada uno de los miembros de la FUDRA recibió un exigente 

entrenamiento y se le equipó con armas y equipos militares caracterizados por los más altos 

estándares de calidad, garantizando su funcionamiento. Esto fue, sin duda, el resultado de la 

generación de estrategias que permitieran encausar las acciones de las FF.MM. hacia la 

mejora e innovación constante, encaminadas a restablecer la balanza del conflicto armado: 

La aplicación de nuevas tecnologías a un significativo número de sistemas militares se 

combina con conceptos operacionales innovadores y adaptaciones organizacionales de tal 

forma que se altera de manera significativa el carácter y conducta del conflicto (…) Al 

producir un aumento dramático en el potencial y efectividad militar de las Fuerzas Armadas. 

(Krepinevich, 194, p. 30) 

Adicional a la inversión en la aplicación de nuevas y mejores tecnologías, se destaca el 

esfuerzo hecho por las FF.MM. a partir de la cantidad de hombres y recursos destinados para 

hacer operativa la FUDRA. Como consecuencia, desde aquel 7 de diciembre, empezó un 

largo camino para quebrar el poderío militar y estratégico que habían alcanzado las FARC - 

EP. Con 5.000 hombres de las brigadas móviles 1, 2 y 3, la Brigada de Fuerzas Especiales y 

la Aviación del Ejército (P. Villa, comunicación personal, 10 de agosto de 2015), se 

encaminó el primer año a entrenar a los soldados para que pudieran sortear cualquier 

operación.  

Cabe mencionar que el lema de la naciente FUDRA es, por sí mismo, la mejor manera de 

relatar la esencia y actitud de sus miembros: “Cualquier misión, en cualquier lugar, a 

cualquier hora, de la mejor manera, listos para vencer”. Esta disposición se puso a prueba a 

inicios de la primera década de los años 2000 a través de las siguientes operaciones militares 

desarrolladas por la FUDRA: 

Operación ‘Libertad Uno’: La FUDRA tuvo un papel muy importante en esta 

operación; dado que contrarrestó las acciones armadas del Bloque Oriental de las FARC, en 

los momentos previos a su expulsión de zonas periféricas de Bogotá, más exactamente en la 

región del Sumapaz. La ofensiva militar desarrollada en el departamento de Cundinamarca, 

desde el 6 de junio hasta el 31 de diciembre del 2003. En efecto, “esto implicaba conducir 
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operaciones de combate irregular y acción integral, de manera progresiva, contundente y 

sostenida sobre la base de la estrategia de control territorial” (CICMHM, 2015b, p. 53). El 

objetivo del Ejército era llegar al corazón de la guerrilla en Cundinamarca, atacar sus 

campamentos base, sus redes de apoyo y neutralizar a los dirigentes. Con la operación 

Libertad Uno, en la que participaron tropas de la V División y la brigada móvil N.°.3, se 

lograron neutralizar cuatro frentes y sus comandantes, incluyendo la desarticulación del 

frente 22 y las células guerrilleras que se encontraban en el parque natural del Sumapaz (P. 

Villa, comunicación personal, 10 de agosto de 2015). La ‘operación Libertad Uno’ significó 

para las FARC el retroceso más grande dentro su estrategia para la toma del poder. 

Recuperación vía al Llano. Operación realizada en el mes de enero y febrero de 2000, contra 

guerrilleros de los frentes 51, 52, 53, 54 y varias compañías de choque enviadas directamente 

por el “Estado Mayor del Bloque Oriental” (EMBO), para bloquear la vía Bogotá-

Villavicencio y provocar el desabastecimiento de la capital de la República, donde cerca de 

500 guerrilleros las FARC-EP intentaron tomarse las poblaciones de Une (a veinte minutos 

de Bogotá), Puente Quetame, Guayabetal y Pipiral. 
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Figura N°10: Refuerzos de la Brigada de Fuerzas Especiales, adscrita a la FUDRA, en la 

recuperación de la vía al Llano (2000) 

 

Fuente: archivo personal de Brances Álvarez Cortes. 

Nótese en la anterior foto algunas particularidades que valen la pena resaltar: las armas y el 

helicóptero en escena. Las armas, en orden de abajo hacia arriba, son las siguientes: fusil IMI 

Galil con cargador curvo (el cual contiene munición calibre 5.56 mm, siendo el tamaño de 

munición más moderno que reemplazo, el calibre 7. 62 mm de los fusiles Galil más antiguos); 

fusil M-16 A02 (de origen estadounidense, proveniente de los lotes suministrados por el país 

norteamericano) y una ametralladora ligera M-249 (de origen estadounidense). Lo anterior 

demuestra que el Ejército para un año tan temprano como 1999 ya había iniciado a dotar a 

sus hombres con mejores armas y pertrechos, influyendo positivamente en el resultado del 
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campo de batalla tal y como sucedió en la vía al Llano. Por otro lado, la arriesgada cercanía 

del Black Hawk permite deducir que las maniobras de la Aviación de Ejército estaban siendo 

perfeccionadas, apoyadas por las mejoras en equipamiento que se les realizaron a las 

aeronaves y que son mencionadas al principio de este capítulo. 

Ahora bien, otras operaciones donde participaron los hombres de la FUDRA junto a toda su 

innovación fueron: 

Operación Berlín, realizada el 27 de noviembre de 2000, en los límites entre Santander y 

Norte de Santander, donde se debilitó la columna móvil “Arturo Ruiz” de las FARC, que 

había salido de la zona de despeje en dirección al departamento de Norte de Santander (P. 

Villa, comunicación personal, 10 de agosto de 2015). 

Operación Gato Negro, realizada entre febrero y abril de 2001 en las poblaciones de Guerima 

– Puerto Príncipe – Barrancominas en el departamento del Vichada, donde se destruyeron los 

cristalizaderos que tenía el frente 16 de las FARC.  En esta operación se deja al descubierto 

los vínculos de la guerrilla con el narcotráfico, especialmente del frente 16 con el 

narcotraficante Luiz Fernando da Costa, más conocido como Fernandinho, de nacionalidad 

brasilera quien intercambiaba armas por coca con las FARC - EP y fue capturado en 

desarrollo de la operación (P. Villa, comunicación personal, 10 de agosto de 2015). 

Operación Siete de Agosto, realizada entre agosto y septiembre de 2001, contra guerrilleros 

de la columna móvil “Héroes de Marquetalia” del bloque oriental, compuesta por 2.246 

guerrilleros, quienes pretendían desarrollar acciones contra la población civil, ubicada en los 

departamentos de Meta, Vichada y Guainía (P. Villa, comunicación personal, 10 de agosto 

de 2015). 

Operación Todo Honor (TH), realizada entre el 20 de febrero al 1 de junio de 2002 en los 

municipios de La Macarena, Vistahermosa, Uribe y Mesetas en el departamento del Meta y 

San Vicente del Caguán en el departamento del Caquetá. En menos de 24 horas se tomó el 

control de las cabeceras municipales de los cinco municipios (…) que hacía parte de la zona 

de despeje y permanecieron bajo el control de la guerrilla por cerca de cuatro años (El 
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Tiempo, 2002). La operación TH (…) dejó la destrucción de medio centenar de campamentos 

y la incautación de material de guerra y explosivos (P. Villa, comunicación personal, 10 de 

agosto de 2015). 

Para los hombres en el campo de combate, estos cambios desarrollados desde el Gobierno 

Pastrana y el alto mando fueron percibidos de manera casi inmediata. El Coronel Ciro 

describe a continuación la percepción suya y de los demás hombres sobre el fortalecimiento 

de la Fuerza Pública:  

Gracias a Dios pasó porque si hubiéramos continuado en la misma senda, hubiéramos perdido 

la guerra, es la verdad, hubiéramos perdido el país, la guerrilla hubiera llegado al poder por 

las armas y nosotros no hubiéramos podido hacer nada (…) La situación cambió 

completamente para todo, hubo una visión de crecimiento, hubo una visión de detener a ese 

grupo guerrillero y no solo de detenerla sino de atacarla y pasar de la defensiva a la ofensiva 

y ese fue el punto de inflexión para llevar a la guerrilla a lo que es hoy, una guerrilla derrotada, 

una guerrilla arrinconada (J. Ciro, comunicación personal, 2 de octubre de 2015). 

Lo anterior demuestra que, para la segunda mitad del gobierno de Andrés Pastrana, el 

panorama dejó de oscurecerse para la Fuerza Pública, dando inicio a una nueva etapa en el 

conflicto armado donde sería el Estado mediante su Fuerza Pública quien llevase la iniciativa 

en el área de operaciones.  

Por lo tanto, cabe resaltar que fue el Gobierno de Andrés Pastrana en conjunto con los altos 

mandos militares de la época, general Fernando Tapias, y el general Jorge Enrique Mora 

Rangel, comandante del Ejército, los que dieron inicio a un cambio exponencial del panorama 

de seguridad nacional y orden público, siendo el pionero en construir las bases y las 

herramientas que luego a futuro fueron retomadas bajo el Gobierno de Álvaro Uribe Vélez y 

su política de Seguridad Democrática, la cual fue ejecutada por un periodo de 8 años 

manteniendo sus bases principales en el actual gobierno, refinando sus políticas para 

mantener una mejora constante de las Fuerzas Militares respecto al panorama cambiante de 

seguridad actual.  
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CONCLUSIONES 

A finales de 2001, once meses antes de la finalización del Gobierno Pastrana, amplios 

sectores de la sociedad mostraban su inusitado reconocimiento a las tropas que, durante los 

últimos tres años, habían comenzado a cosechar una serie de victorias más o menos 

importantes contra las guerrillas – no siendo este el caso de la contención del paramilitarismo 

– luego de un periodo bastante largo de duros reveses sufridos por la estrategia de 

desdoblamiento y posterior concentración de los frentes guerrilleros. Desde luego, algunos 

medios de comunicación se irían sumando paulatinamente a este eco de optimismo que 

empezó a esparcirse cada vez más. Tal es el caso del diario de El Tiempo, quien afirmaba 

que:  

Es muy satisfactorio registrar significativos avances concretos de nuestras Fuerzas Militares, 

lo cual facilitará el proceso de paz al darle al Estado un mayor poder en la mesa de 

negociación. O si los alzados en armas persisten en la toma del poder por la fuerza, los 

colombianos no estaremos desprotegidos (El Tiempo, 2001, párr. 1). 

Si bien la última parte de “no sentirse desprotegidos” quizá era una afirmación más o menos 

apresurada según desde la región de Colombia en donde se dijera, era en plata blanca un voto 

de confianza que se le estaba dando a la Fuerza Pública por sus resultados y su capacidad 

final de reestructuración. Esta reestructuración, intentada desde hacía doce años en los 

albores de la administración Gaviria, era el final de un proceso retrospectivo en donde se 

analizaron los múltiples vacíos, fallas, errores de cálculo y cortos circuito entre el estamento 

civil y militar, factores los cuales tuvieron como consecuencia una de las épocas de mayor 

recrudecimiento del conflicto armado. En ese sentido, la presente investigación cuenta con 

los suficientes elementos de valor para determinar los roles, acciones y desempeño de cada 

administración y de la Fuerza Pública en cada periodo de gobierno. 

En primer lugar, el Gobierno Gaviria pudo llegar al 7 de agosto de 1994 con un balance 

bastante agridulce. Si bien en su gobierno se siguió consolidando lo que en el papel parecía 

como una contundente iniciativa contra la insurgencia por medio del desarrollo de distintas 

iniciativas – como darle el manejo del Ministerio de Defensa a un civil o priorizar el 
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robustecimiento de la Armada en los ríos - la que parecía la punta de lanza para la 

reconfiguración de la guerra, la activación de las brigadas móviles en el Ejército Nacional, 

no tuvo ni tendría el impacto esperado en el área de operaciones toda vez que fue concebida 

bajo esquemas de control territorial por medio de la ocupación física del territorio, algo que 

era prácticamente imposible de hacer si no se aumentaba la cantidad de hombres cada vez 

que se desplegaban estas brigadas. Sumado a esto, ya había sido sembrado el germen de la 

permisividad estatal frente a la creación de cooperativas de seguridad privada y, por ende, 

frente a la pérdida del monopolio de la seguridad. 

La administración de Ernesto Samper, como era de esperarse, recogió lo que se cosechó en 

la anterior administración. Sin embargo, una incapacidad político-militar producto de los 

desencuentros entre el Ejecutivo y el alto mando militar, así como del complejo contexto 

político vivido por el proceso 8000, hizo que se perdiera cualquier capacidad instalada de 

respuesta ante las alertas emanadas del área de operaciones, que empezó a tornarse cada vez 

más en contra de los intereses del Estado. Por un lado, la excesiva dilatación de las brigadas 

móviles – y en general, de todas las unidades del Ejército – terminaría por romper la cohesión 

estratégica en torno al combate de las guerrillas en todo el país gracias a la escasez de recursos 

humanos, así como el pobre entrenamiento de éstos, los cuales terminaban demasiado 

difuminados a lo largo y ancho de regiones con graves alteraciones del orden público, 

convirtiéndolos en blancos fáciles para los golpes de mano que tanto buscó hace la guerrilla. 

Una y otra vez, grandes concentraciones de guerrilleros golpearon unidades militares aisladas 

de cualquier clase de apoyo o refuerzo, degenerando en una percepción hondamente negativa 

sobre la ida misma de supervivencia de Colombia como Estado.  

Así mismo, las medidas contraproducentes llevadas a cabo durante esta administración, 

algunas de ellas producto de visiones extremadamente “eficientistas”, crearon más problemas 

que soluciones inmediatas para las urgencias que pasaba la administración y la cúpula militar. 

En este contexto, la conformación de cooperativas de seguridad privada o las denominadas 

CONVIVIR y sus nocivos efectos para la contención de los grupos paramilitares que ya se 

hallaban en alza – así como la creación de más unidades militares con la misma cantidad de 

hombres y recursos solo agravaban los problemas que día tras día eran más complejos de 
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atajar, algunos de los cuales solo terminaban zanjados con decenas de muertos y 

secuestrados, arruinando la cada vez más maltrecha moral de la tropa. 

Así las cosas, en 1998 llega Andres Pastrana al Palacio de Nariño con una agenda 

ambivalente entre la guerra y la paz: por un lado, gestionó todos los recursos a su alcance 

para materializar el inicio de unos diálogos de paz con las FARC – EP, las cuales posaban 

como bando dominador de la mesa gracias a su creciente optimismo producto de los reveses 

provocados al Estado. En ese sentido, inició una serie de reformas en varios niveles que sería 

aplicada lo antes posible a la Fuerza Pública. Si bien guerrilla de las FARC-EP tuvo la osadía 

de ejecutar por primera vez una toma guerrillera a la capital de un departamento – Mitú -, fue 

esta acción ofensiva la que marcó un punto de inflexión en el balance militar de aquel 

entonces debido a la inesperada pero contundente respuesta que ofreció el Gobierno para la 

recuperación del municipio aún con las complejidades que ofrecía el mismo (distancia, 

coordinación, recursos disponibles).  

Sin duda, se puede afirmar entonces que desde la administración Gaviria se terminaron de 

implementar una serie de políticas para mejorar el desempeño de la Fuerza Pública en terreno, 

las cuales fueron continuadas sin mayor retrospectiva (y con funestas consecuencias) en la 

administración Samper y a su vez, reformadas y potencializadas a lo largo de Pastrana, 

permitiendo que se visualizaran con mayor claridad durante el Plan Patriota, ya en la 

administración Uribe. Fueron casi 5 años de cambio y adaptación, lo que finalmente llevaron 

a la "derrota estratégica" de las FARC-EP (Pizarro, 2019).  

Para terminar, la presente investigación es una invitación a que se siga escrutando todos los 

probables campos de investigación que se encuentran dentro del análisis de las agendas y 

programas de seguridad de los gobiernos colombianos. Muy seguramente y tal como se logró 

en esta investigación, en esos lugares se encuentran las respuestas sobre las actuales dudas y 

panoramas en materia de seguridad que asoman en Colombia para los años venideros. 
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